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SESIÓN ORDINARIA No. 012-2024

Acta de sesión ordinaria, celebrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, de manera virtual, mediante la plataforma de Microsoft Teams, a las ocho horas con ocho minutos del seis de marzo del dos mil veinticuatro.

QUORUM:

Presidente
Doctor Juan Carlos Segura Solís
Representación del Patrono
Vicepresidente
Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Representación del Patrono
Secretario
Licenciado Parris Quesada Madrigal
Representación del Patrono
Tesorero
Máster Mauricio Villalta Fallas
Representación del Colectivo Judicial
Director 1
Licenciado Arnoldo Hernández Solano
Representación del Colectivo Judicial
Director 2
Máster William Soto Solano
Representación del Colectivo Judicial

INVITADOS:

También participan en la sesión, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, ambos, de la Dirección de la JUNAFO. Así como los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO.

AUSENCIAS JUSTIFICADAS:

No hay. 

AUSENCIAS INJUSTIFICADAS:

No hay.
[bookmark: _Toc158375972][bookmark: _Toc160488120]ARTÍCULO I
Documento N° 153-2024

Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, indica que el artículo XIV de la agenda se debe dividir para resolver por separado las dos gestiones incluidas.

Se acordó: 	Tener por modificado el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de acuerdo con lo manifestado por el doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc160488122]ARTÍCULO II 
[bookmark: _Toc111124827]
Documento N° 154-2024, 155-2024

Aprobación de las actas N° 009-2024, correspondiente a la sesión ordinaria celebrada el 20 de febrero de 2024 y N° 010-2024, correspondiente a la sesión extraordinaria del 26 de febrero de 2024. 

El máster William Soto Solano, se abstiene de votar en la aprobación de ambas actas por no haber participado en dichas sesiones. Así mismo, el licenciado Parris Quesada Madrigal se abstiene de votar en la aprobación del acta N° 010-2024 por no haber participado en esa sesión.

Se acordó:	Aprobar las actas N° 009-2024, correspondiente a la sesión ordinaria celebrada el 20 de febrero de 2024 y N° 010-2024, correspondiente a la sesión extraordinaria del 26 de febrero de 2024. Se procede con la votación, se aprueba por mayoría y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc157791433][bookmark: _Toc160488125]ASUNTOS PRIVADOS

No hay

[bookmark: _Toc152920760][bookmark: _Toc157791435][bookmark: _Toc160488126]ASUNTOS PÚBLICOS

[bookmark: _Toc160488127]ASESORÍA JURÍDICA DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc160488128][bookmark: _Toc160488134]ARTICULO III

Documento N° 845-2023 / 139-2024

[bookmark: _Hlk160105880]En sesión N° 036-2023 del 31 de agosto de 2023, artículo XXXII, esta Junta Administradora, le solicitó a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, un criterio sobre la consulta realizada por el jubilado judicial Luis Roberto Madrigal Zamora, remitida en correo electrónico del 16 de agosto de 2023, sobre si el eventual desempeño del cargo de regidor municipal suplente en la Municipalidad de Moravia acarrearía la suspensión del beneficio de la jubilación.

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0017-AJ/DJA-2024 del 23 de febrero del 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, el cual literalmente dice:

“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 036-2023 celebrada el 31 de agosto de 2023, artículo XXXII, comunicado mediante oficio N° 0656-JUNAFO-2023 del 01 de setiembre de 2023, en donde solicitan criterio jurídico con respecto a la solicitud remitida por el ex funcionario judicial Luis Roberto Madrigal Zamora, se procede a manifestar lo siguiente:

[bookmark: _Hlk117752453]I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:

Mediante correo electrónico de fecha 15 de agosto de 2023, el jubilado judicial Luis Roberto Madrigal Zamora, solicita se le aclare la siguiente consulta:

“El suscrito en mi condición de beneficiario de una jubilación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (jubilado), me constituyo formalmente en atención a la competencia legal y reglamentariamente otorgada a esta Junta Administradora -y en ejercicio del derecho constitucional de petición y respuesta que como administrado me ampara- para solicitar un pronunciamiento oficial sobre el punto que planteo a continuación.

Tiene para mi interés y relevancia jurídica saber si un futuro y eventual desempeño del cargo de regidor municipal suplente en la Municipalidad de Moravia, acarrearía la suspensión del beneficio de la jubilación al tenor de lo dispuesto por los artículos 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 10 del Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Someto a consideración de esta Junta Administradora los siguientes parámetros como insumos para la resolución de la consulta planteada:

1. Que el ejercicio del cargo de regidor municipal suplente no configura el sometimiento a una relación patronal con la respectiva corporación municipal y por lo tanto propiamente no se trataría del desempeño de una actividad laboral para con la misma;

2. Que en razón del ejercicio del cargo en cuestión no se recibe un salario sino únicamente una dieta por sesión del Consejo Municipal a la que se asista;

3. Que el monto a recibir por la asistencia a cada sesión del Consejo Municipal se encuentra actualmente fijado en la suma de veintiocho mil trescientos cincuenta y nueve colones con noventa céntimos, siendo además que el máximo de sesiones a celebrar en un mes sería el de ocho (en el supuesto caso de que a las cuatro sesiones ordinarias obligatorias mensuales se le sumaran las cuatro extraordinarias que como máximo se podrían eventualmente realizar);

4. Que la Ley 9854 denominada “Ley para frenar abusos en la revisión de pensiones con cargo al presupuesto nacional” estableció como parámetro para prohibir el cobro de dietas por parte de funcionarios públicos jubilados por otros regímenes de pensiones y jubilaciones, el que dichas dietas superaran en tres veces la posición más baja de la escala salarial de la administración pública; dato este que puede ser utilizado como un parámetro de equidad a la hora de resolver el punto sobre el que estoy solicitando pronunciamiento.

Subsidiariamente en caso de que el pronunciamiento que ahora solicito se decantara por considerar que un futuro y eventual desempeño del cargo de regidor municipal suplente en la Municipalidad de Moravia acarrearía la suspensión del beneficio de la jubilación al tenor de lo dispuesto por los artículos 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 10 del Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solicito que se me señale cual sería el trámite para acreditar ante esta Junta Administradora la renuncia que se haga al cobro de las respectivas dietas con la finalidad de no incurrir en la hipótesis que acarrearía la suspensión del beneficio de la jubilación.”

A raíz de lo expuesto, los integrantes de la Junta Administradora acordaron trasladar el tema a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de remitir un criterio referente a la solicitud planteada.

II. NORMATIVA APLICABLE.

· Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544 del 24 de abril de 2018:

[bookmark: _Hlk143511015]“Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. (lo resaltado no es del original).

Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.

Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido.

Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.

Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley.

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)”

· Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

“Artículo 9. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.” (El subrayado es suplido)

El señor Madrigal Zamora refiere que la Ley 9854 denominada “Ley Para Frenar Abusos en la Revisión de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional” estableció como parámetro para prohibir el cobro de dietas por parte de funcionarios públicos jubilados por otros regímenes de pensiones y jubilaciones, el que dichas dietas superaran en tres veces la posición más baja de la escala salarial de la administración pública; dato este que, aduce, puede ser utilizado como un parámetro de equidad a la hora de resolver el punto sobre el que está solicitando pronunciamiento, sin embargo, dicha ley no es de aplicación al caso pues esta lo que reforma es el artículo 31 de la Ley 7302, “Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Marco) Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, de Otros Regímenes Especiales y Reforma a la Ley N. º 7092, del 21 de abril de 1988 y sus Reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 8 de julio de 1992”, la cual en su numeral 2 refiere:

“ARTICULO 2.- Este régimen no será aplicable a las personas cubiertas por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense de Seguro Social, ni a los Regímenes de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional ni al del Poder Judicial. Sin embargo, en lo que se refiere a la edad, los servidores acogidos a este último régimen estarán afectos a lo establecido en el artículo 4 de esta Ley.” 

III.- ANÁLISIS DE FONDO:

En relación con la consulta que plantea el señor Luis Roberto Madrigal Zamora, referente a si su eventual desempeño en el cargo de regidor municipal suplente en la Municipalidad de Moravia, acarrearía la suspensión del beneficio de su jubilación, valga señalar lo dispuesto por el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto refiere; 

“Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. (El resaltado es a cargo de quien redacta).

Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.”

En el mismo orden de ideas, el artículo 9 del Reglamento General del Régimen de las Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dispone que
“La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.” (El resaltado es suplido).

De su parte, la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, N.º 8422, en su artículo N° 17, en lo tocante al tema de interés, refiere:

“Artículo 17.- Desempeño simultáneo de cargos públicos. Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. De esta disposición quedan a salvo los docentes de instituciones de educación superior, los músicos de la Orquesta Sinfónica Nacional y los de las bandas que pertenezcan a la Administración Pública, así como quienes presten los servicios que requieran la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias para atender emergencias nacionales así declaradas por el Poder Ejecutivo, el Tribunal Supremo de Elecciones, durante los seis meses anteriores a la fecha de las elecciones nacionales y hasta tres meses después de verificadas, así como otras instituciones públicas, en casos similares, previa autorización de la Contraloría General de la República.

Para que los funcionarios públicos realicen trabajos extraordinarios que no puedan calificarse como horas extras se requerirá la autorización del jerarca respectivo. La falta de autorización impedirá el pago o la remuneración. 

(Así reformado el párrafo anterior por el artículo 44° de la ley N° 8823 del 5 de mayo de 2010).

Igualmente, ningún funcionario público, durante el disfrute de un permiso sin goce de salario, podrá desempeñarse como asesor ni como consultor de órganos, instituciones o entidades, nacionales o extranjeras, que se vinculan directamente, por relación jerárquica, por desconcentración o por convenio aprobado al efecto, con el órgano o la entidad para el cual ejerce su cargo.

Asimismo, quienes desempeñen un cargo dentro de la función pública, no podrán devengar dieta alguna como miembros de juntas directivas o de otros órganos colegiados pertenecientes a órganos, entes y empresas de la Administración Pública, salvo si no existe superposición horaria entre la jornada laboral y las sesiones de tales órganos.

(Así reformado el párrafo anterior por el inciso a) del artículo 1° de la ley N° 8445 del 10 de mayo del 2005).

Quienes, sin ser funcionarios públicos integren, simultáneamente, hasta tres juntas directivas u otros órganos colegiados adscritos a órganos, entes y empresas de la Administración Pública, podrán recibir las dietas correspondientes a cada cargo, siempre y cuando no exista superposición horaria. Cuando, por razones de interés público, se requiera que la persona integre más de tres juntas directivas u otros órganos colegiados adscritos a órganos, entes y empresas de la Administración Pública, deberá recabarse la autorización de la Contraloría General de la República.

(Así adicionado el párrafo anterior por el inciso b) del artículo 1° de la ley N° 8445 del 10 de mayo del 2005).

 Los regidores y las regidoras municipales, propietarios y suplentes; los síndicos y las síndicas, propietarios y suplentes; las personas miembros de los concejos de distrito; las personas miembros de los concejos municipales de distrito, propietarias y suplentes, no se regirán por las disposiciones anteriores.

(Así adicionado el párrafo anterior por el inciso b) del artículo 1° de la ley N° 8445 del 10 de mayo del 2005)

(La Sala Constitucional mediante resolución N° 13431-08 del 02 de setiembre del 2008, interpretó de este artículo el término "simultáneamente", en el sentido de que este implica una superposición horaria o una jornada superior al tiempo completo de trabajo, en el desempeño de dos cargos públicos)”

De una simple lectura de la totalidad de las disposiciones legales transcritas, se advierte sin dificultad que esa normativa no contiene ninguna regulación sobre el supuesto consultado, tomando en consideración que el caso actual, se trata de una persona jubilada y no un funcionario judicial. La percepción simultánea de dietas y una pensión a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ni siquiera constituye una hipótesis que el legislador haya considerado pertinente incluir, tampoco en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos. 

Considera esta Asesoría Jurídica que, en este punto, resulta importante hacer referencia al informe emitido por la Dirección Jurídica del Poder Judicial mediante oficio N.º DJ-AJ-1317-2015 del 28 de setiembre de 2015, en el que en caso similar concluyó lo siguiente:

“(…)

De lo anterior se desprende que, el desempeño de los cargos de Concejal y de Regidor de la Municipalidad de San José, no se encuentran en contradicción con la calidad de jubilado judicial que presenta el señor (…), en virtud de que la prohibición de ejercer cargos políticos-electorales establecida en el numeral 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, está dirigida a las personas servidoras judiciales activas, de manera que al no existir incompatibilidad en ese sentido, el licenciado (…)cuenta con la posibilidad de participar en los procesos de elección popular destinados para esos efectos.

No obstante, en caso de que el señor (…) sea designado y acepte el ejercicio de cualquiera de esos dos cargos de carácter político electoral o de cualquier otro del Sector Público o Municipal en el que devengue salario u otra forma de remuneración prestacional –incluidas aquí las dietas- deberá el licenciado Araya informar al Macroproceso de Financiero Contable sobre esa circunstancia, y solicitar no la renuncia económica de su derecho de retiro sino la suspensión temporal del disfrute de su jubilación durante el tiempo que se encuentre desempeñando el cargo generador de incompatibilidad ya que, en todo caso, y ante la noticia de que la persona jubilada judicial funge como asalariada del sector público o municipal, se procederá, conforme el numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 25 del Reglamento al Título IX de esa Ley (de las Jubilaciones y Pensiones), con la suspensión oficiosa del goce de su jubilación.”

No obstante, considera esta asesoría que, en el referido informe, se realiza una equiparación entre el salario y la dieta sin exponer una argumentación jurídica que fundamente u otorgue validez a la misma, en virtud de lo cual no se comparte la conclusión a la que arribó la Dirección Jurídica y, por el contrario, sí comulga quienes redactan con lo referido por la Procuraduría General de la República, en su criterio C-129-2006, del 28 de marzo del 2006, que en lo conducente refirió:

“Así, en cuanto a la posibilidad de percibir dietas simultáneamente con el pago de una pensión, en las condiciones actuales del ordenamiento resulta de obligada y primaria referencia la Ley sobre el Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Ley N° 7302), conocida como Ley Marco de Pensiones.

Lo anterior, por cuanto la citada normativa se promulgó con la finalidad de unificar aspectos claves de todos los regímenes especiales de pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, y de esa manera amortiguar el impacto económico que se estaba presentando en las finanzas públicas.

Por esa razón, dicho cuerpo legal dejó sin efecto las disposiciones contrarias al marco unificado, lo cual adquiere importancia para efectos del tema específico que nos ocupa, según veremos más adelante. Sobre este tema, el dictamen de esta Procuraduría General N° C-305-2000 de 11 de diciembre de 2000, en lo que aquí nos interesa, explicó:

“(…) Las leyes donde se regulan los regímenes contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional - entre ellas, la ley N° 148 de 23 de agosto de 1943- no fueron derogadas integralmente por la Ley N° 7302, sino que, de esas leyes, solo fueron dejadas sin efecto las disposiciones contrarias al marco unificador previsto en la Ley N° 7302. Por esa razón, una persona que cumpla todos los requisitos establecidos en esos regímenes especiales, incluyendo aquellos que hubieren sido agregados o modificados por la Ley N° 7302, sí tienen la posibilidad de jubilarse al amparo del régimen a que pertenecen.

2.- La Ley N° 7302 no creó un régimen nuevo de pensiones. Lo que hizo, fue modificar los regímenes existentes en cuanto a la edad requerida para jubilarse, el tiempo de servicios, la forma de cálculo del beneficio económico, la forma de calcular los incrementos en el monto de ese beneficio, etc. Por esa razón, no podría afirmarse válidamente que una persona puede jubilarse con base en la Ley N° 7302, sino que lo haría al amparo del régimen de pensiones al que pertenece, con las modificaciones que le hubiere realizado a ese régimen la Ley N° 7302 recién citada.”.

La anterior explicación resulta relevante en tanto la citada Ley Marco de Pensiones contiene una regulación expresa sobre el punto consultado, cuando dispone:

“ARTICULO 31.- El disfrute de la pensión se suspenderá por el desempeño de cualquier cargo remunerado en la Administración Pública, con excepción de aquella cuya única remuneración sean dietas. (…)” (énfasis agregado).

En igual sentido, el artículo 44 del Reglamento a la Ley de Creación Régimen General de Pensiones (decreto ejecutivo N° 21996) dispone lo siguiente:

“Artículo 44. - El disfrute de la pensión se suspenderá por el desempeño de cualquier cargo remunerado en la Administración Pública, con excepción de aquella cuya única remuneración sean dietas.” (énfasis agregado).

Como se advierte, todos aquellos pensionados que estén cubiertos por las disposiciones de la citada Ley N° 7302, independientemente del régimen especial al que pertenezcan, se encuentran legalmente facultados para percibir simultáneamente el pago de dietas con cargo a fondos públicos, ya que la regla de principio es que el pago de la pensión resulta incompatible con la percepción de un salario por ocupar un cargo bajo una relación de empleo, mas no así para aquellos supuestos en que únicamente participan en algún órgano colegiado dentro de la Administración Pública.

En esa oportunidad, la Procuraduría concluyó lo siguiente:

“5.- En consecuencia, salvo norma especial en contrario, no existe impedimento de orden legal para que un pensionado pueda percibir el pago de dietas por parte de la Administración Pública, según se ha regulado en la generalidad del ordenamiento y ha sido desarrollado tanto en la jurisprudencia constitucional como en la jurisprudencia administrativa emanada de esta Procuraduría General.” 

Esta asesoría es consciente de que, al régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no le es aplicable la Ley sobre el Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, pues fue explícitamente excluida en su numeral segundo, sin embargo, se estima oportuno hacer referencia a lo señalado en dicha ley por ofrecer una analogía atinente a la interpretación que del artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se realiza en el presente criterio. 

El artículo de referencia indica:

Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. (La negrita es propia)

En este punto conviene recordar la distinta naturaleza que ostentan el salario y las dietas, en tanto el primero es la contraprestación básica dentro de una relación de empleo, que se constituye en el medio de sustento para el trabajador y su familia; la dieta por su parte, su finalidad es retribuir a nivel económico los costos de traslado al lugar de sesión, el tiempo efectivo invertido en ello, y el reconocimiento del servicio prestado, de tal suerte que, por regla de principio, esa dieta no constituye el medio de vida o sustento para quien la percibe.

En relación con el tema de las dietas, la jurisprudencia ha indicado:

“(...)

En lo referente a las dietas, es manifiesto que no pueden asimilarse a un salario en sentido estricto, sea a una retribución económica periódica y regular, pues el pago de ellas es eventual, dependiendo de la asistencia o no de los miembros directores a las sesiones del Consejo.” (Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, resolución N°48-1995 de las catorce horas cincuenta minutos del diecinueve de mayo de mil novecientos noventa y cinco.

Sobre el particular, en dictamen N° C-165-2002 del 24 de junio del 2002, la Procuraduría General de la República, expresó lo siguiente:

“Al respecto, es preciso indicar que con el pago de la dieta se cumplen simultáneamente dos objetivos: por una parte, el de reintegrar al funcionario los gastos normales en que ha podido incurrir al desplazarse del lugar donde tiene su residencia o su trabajo, al lugar donde se ha de realizar la sesión; y por otra, el de retribuirle el servicio prestado como integrante del órgano respectivo. Por ello, si el funcionario no se presentó a la sesión correspondiente por cualquier causa, o si, habiéndose presentado, la sesión no se realizó, no es posible pagar la dieta, pues de hacerlo se estarían restituyendo gastos en los cuales no se ha incurrido, o remunerando servicios que no se han prestado.

(…) debemos indicar que si bien la dieta constituye el “Estipendio que se da a quienes ejecutan algunas comisiones o encargos por cada día que se ocupan en ellos, o por el tiempo que emplean en realizarlos” (Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, 22 edición, 2001, consultado en la dirección electrónica http://www.rae.es/), lo que se retribuye no es el ejecutar una comisión de cualquier tipo, sino solamente, la de conformar el órgano al que se pertenece, participando en las sesiones de acuerdo con el orden del día previamente elaborado.”

Las consideraciones expuestas nos llevan a entender por qué, en el caso de las dietas, no se considera incompatible su percepción simultánea con el beneficio de la pensión, a diferencia de lo que ocurre con el pago del salario, cuando ambas retribuciones se cancelan con cargo a los fondos públicos.

La jurisprudencia constitucional, refiriéndose a esa incompatibilidad en el caso de los pensionados que asumen posteriormente la condición de asalariados, explica el fundamento de esa restricción en los siguientes términos:

“Cuestionan los consultantes la razonabilidad de este artículo del proyecto en tanto excluye a todo aquel que goce de jubilación o pensión, del desempeño de cargos en la Administración Pública, simultáneamente con el disfrute del beneficio de retiro. Estima la Sala que no existe ningún roce constitucional en este artículo por lo que de seguido se dirá. El análisis de la razonabilidad de la norma implica establecer si los medios elegidos por el legislador son o no admisibles a efecto de justificar la consiguiente restricción de derechos que se afecten.

(…) No comparte la Sala los términos de la Consulta, en el sentido que el proyecto excluye a las personas jubilados o pensionadas, de manera general del desempeño de cargos en la Administración Pública. La norma lo que propone es reiterar un concepto de añeja identidad, como lo es evitar la simultaneidad en el desempeño de una función pública y el disfrute de un beneficio de retiro. En el mismo sentido las excepciones que la norma contiene y que provienen de antecedentes legislativos lejanos, resultan razonables en lo que atañe a la enseñanza superior universitaria, en tanto permite aprovechar la experiencia y el acervo académico de los educadores de sólida formación y experiencia, y en todos los casos en que se trata de actividades en las que se devengan dietas, que por su naturaleza no pueden considerarse salarios y en consecuencia tampoco incluirse dentro de los límites de la prohibición. En este sentido la Sala entiende que la norma incluye todos los casos posibles en que se devengan dietas y no sólo los ejemplos que ahí se citan. (sentencia número 1925-91 de las 12:00 horas del 27 de setiembre de 1991, dictada con motivo de la consulta facultativa de constitucionalidad planteada sobre la Reforma Integral a la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional)” (énfasis agregado)

Así, se desprende que la restricción para los beneficiarios de este régimen se limita a la posibilidad de ser nombrado en un cargo en el que medie una relación de empleo público, en virtud de la cual se recibe un salario por parte de la Administración, de ahí que no habría ningún impedimento de orden legal para percibir el pago de dietas por su participación en órganos colegiados.

Podemos concluir que la persona que reciba un beneficio como jubilada judicial, no tiene impedimento legal para ocupar simultáneamente un puesto como regidor o regidora municipal y percibir el correspondiente pago de las dietas, pues, en tesis de principio -según quedó visto- la restricción opera sólo en el caso de que el cargo sea remunerado mediante salario o sueldo, siendo estas las expresiones utilizadas en la normativa atinente, considerando que el salario y las dietas tienen una naturaliza jurídica distinta.

Razón por la que, en caso de que don Luis Roberto sea designado y acepte el ejercicio del cargo de regidor suplente o cualquier otro puesto de carácter político electoral o de cualquiera otro del Sector Público o Municipal en el que devengue salario u otra forma de remuneración, debe tomar en consideración, que se encuentra en la obligación de acordar o solicitar la suspensión del beneficio de su jubilación durante el tiempo que se encuentre desempeñando el cargo generador de incompatibilidad para esos efectos, salvo si lo único que recibirá son dietas por su participación activa, en cuyo caso no tiene ningún impedimento para recibir conjuntamente el beneficio por jubilación y las dietas como regidor municipal. 

IV.- CONCLUSIÓN

1.- No existe impedimento de orden legal para que una persona jubilada judicial pueda percibir conjuntamente con el beneficio de jubilación, el pago de dietas por parte de la Administración Pública.

2.- Solamente, en caso de que la persona jubilada judicial devengue salario u otra forma de remuneración prestacional (distinto a la dieta) por un trabajo que desempeñe como servidor público, deberá informar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial sobre esa circunstancia, y solicitar, no la renuncia económica de su derecho de retiro, sino la suspensión temporal del disfrute de su jubilación durante el tiempo que se encuentre desempeñando el cargo generador de incompatibilidad ya que, en todo caso, y ante la noticia de que la persona jubilada judicial funge como asalariada del sector público o municipal, se procederá, conforme el numeral 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 9 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con la suspensión oficiosa del goce de su jubilación.

3.- Las dietas que pueda recibir el señor Luis Roberto Madrigal Zamora, pese a que en el pasado han sido equiparadas a un salario por parte de la Dirección Jurídica, no encuentra esta representación, fundamentación alguna que permita arribar a esa conclusión por tener ambas figuras una naturaleza completamente diferente. 

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, para lo que a bien estimen disponer”.
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el criterio jurídico N° 0017-AJ/DJA-2024 del 23 de febrero de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, solicitado por este órgano colegiado en sesión N° 036-2023 celebrada el 31 de agosto de 2023, artículo XXXII, referente a la solicitud remitida por el jubilado judicial Luis Roberto Madrigal Zamora. 2.) Acoger en todos sus extremos las conclusiones vertidas en dicho criterio, en consecuencia, se le aclara al señor Madrigal Zamora lo siguiente: a) No existe impedimento de orden legal para que una persona jubilada judicial pueda percibir conjuntamente con el beneficio de jubilación, el pago de dietas por parte de la Administración Pública. b) Solamente, en caso de que la persona jubilada judicial devengue salario u otra forma de remuneración prestacional (distinto a la dieta) por un trabajo que desempeñe como servidor público, deberá informar a esta Junta Administradora sobre esa circunstancia y, solicitar la suspensión temporal del disfrute de su jubilación durante el tiempo que se encuentre desempeñando el cargo generador de incompatibilidad ya que, en todo caso, y ante la noticia de que la persona jubilada judicial funge como asalariada del sector público o municipal, se procederá, conforme el numeral 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 9 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con la suspensión oficiosa del goce de su jubilación. c) Las dietas que pueda recibir el señor Luis Roberto Madrigal Zamora, pese a que en el pasado han sido equiparadas a un salario por parte de la Dirección Jurídica, no encuentra esta representación, fundamentación alguna que permita arribar a esa conclusión por tener ambas figuras una naturaleza completamente diferente. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del interesado. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc160488130]ARTÍCULO IV

Documento N° 81-2024 / 86-2024 / 145-2024

La Secretaría de la JUNAFO, mediante resolución N° 0017-JUNAFO-2023, comunicada el 28 de febrero del 2024, hizo de conocimiento del señor Jorge Manuel García Araya, el acuerdo tomado por la Junta Administradora en sesión Nº 009-2023 del 20 de febrero de 2024, artículo XVIII, que literalmente dice:

“(…)

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la solicitud realizada por el señor Jorge Manuel García Araya, remitida mediante correo electrónico del 01 de febrero de 2024, referente al monto bruto de jubilación que recibe la señora Victoria Rivera Pana.

A continuación, se adjuntan el archivo que contiene la solicitud completa.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

En respuesta a la gestión anterior, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, ambos de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0068-JP/DJA-2024 del 05 de febrero de 2024, remitió la respuesta brindada al señor Jorge Manuel García Araya, el cual literalmente dice:

“Para su estimable conocimiento y en respuesta a la solicitud recibida con fecha 02 de febrero de 2024 [sic], con la que se solicitó información específica con respecto al monto bruto de beneficio que devenga la pensionada judicial Victoria Rivera Pana, portadora de la cédula de identidad N.° 06-0038-0791, en forma atenta se indica lo siguiente: 
 
· Que revisados los índices respectivos que al efecto se llevan, la señora VICTORIA RIVERA PANA, portadora del documento de identidad número 06-0038-0791, a esta fecha es beneficiaria del régimen de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la República desde el día 11 de abril de 2003, según lo acordado por el Consejo Superior en sesión número 36-03, celebrada el 22 de mayo de 2003, artículo XXVI. 
 
· Que el monto de beneficio bruto al 31 de enero de 2024 que reporta la pensionada judicial Rivera Pana corresponde a ¢1.382.878,68 (un millón trescientos ochenta y dos mil ochocientos setenta y ocho colones con 68/100). 

Es importante indicar que este dato del monto bruto de pensión se brinda, por cuanto el voto N.° 13200-2021, de las nueve horas treinta minutos del once de junio de dos mil veintiuno, reafirma lo señalado en el voto N.° 2016-6484 de las 09:30 hrs. de 13 de mayo de 2016, ambos de la Sala Constitucional donde se le otorga el carácter de dato público al monto bruto de las jubilaciones y pensiones; de este primer voto señalado conviene destacar:
 
“[…], sin demérito de advertir, en aplicación mutatis mutandi de lo resuelto en cuanto a salarios, que si bien el ciudadano tiene derecho a conocer la información individualizada relativa a las pensiones de los funcionarios públicos (incluyendo el monto bruto percibido), no existe un derecho a conocer el desglose de las deducciones aplicadas a una pensión en específico ni el monto líquido o neto que el jubilado recibe por concepto de pensión.” El resaltado no es parte del original.
 
Es importante de igual manera aclarar que, el trámite que normalmente se efectúa a nivel de la plataforma de servicios, es la emisión de una certificación del monto de pensión, el cual contiene el detalle del monto bruto, deducciones y monto neto de las personas para efectos de los trámites de crédito ante entidades financieros entre otros. Este tipo de certificación requiere la solicitud directa de la persona beneficiaria o en su defecto la presentación de un poder, autorizando a que un tercero solicite esta información. Conforme se observa en el voto de la Sala Constitucional previamente indicado, ese detalle no es de acceso público, únicamente el monto bruto del beneficio resulta de acceso público.

Por otra parte, con respecto al comentario que realiza su persona en su nota, donde señala en dicho escrito presentado sobre el menosprecio que tuvo por parte de la persona servidora que le atendió en la ventanilla, es importante indicar que como gestión administrativa se capacita periódicamente al recurso humano para brindar un servicio de calidad a todas las personas que requieran de los servicios que se brindan, por lo que no es de recibo para esta Dirección el comentario señalado, pues claramente gran parte de nuestras personas usuarias corresponden a población adulta mayor y vulnerable, por lo cual la prioridad es tratarles con el respeto que se merecen y se vela continuamente porque la atención a dicha población se realice bajo los más altos estándares y conforme a los protocolos institucionales establecidos.

Adicionalmente, es importante mencionar que un gran porcentaje de las personas afiliadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial comparten la condición de adulto mayor, siendo esta población quien acude mayoritariamente a los servicios presenciales, por lo cual se estima es la principal población que es atendida en los puntos de servicio definidos, por lo que se establecen los protocolos con el fin de proteger los datos personales de los mismos, de conformidad con la Ley de Protección de la Persona Usuaria frente al tratamiento de sus Datos Personales, teniendo en cuenta la vulnerabilidad a que sufran estafas, robos o algún delito informático, situación que amerita la previa identificación de las personas gestionantes que soliciten información de un tercero y brinda la información de carácter público que así haya sido establecida.

Se comunica lo anterior, para lo que a bien estime, dadas las gestiones correspondientes realizadas, así como la atención brindada, se estima se cumplen con la totalidad de lo requerido, debido a lo cual se procede con el archivo de la presente diligencia”.
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“Se acuerda: Una vez conocidas las gestiones anteriores, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la solicitud presentada por el señor Jorge Manuel García Araya, remitida por correo electrónico del 01 de febrero de 2024, relacionada con el monto bruto que devenga la señora Victoria Rivera Pana, por concepto de pensión. 2.) Tener por recibido el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, ambos de la Dirección de la JUNAFO, comunicado mediante oficio N° 0068‑JP/DJA‑2024 del 05 de febrero de 2024, en el cual se le da respuesta a la solicitud de información planteada por el señor García Araya, remitida mediante correo electrónico el 01 de febrero de 2024. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo que corresponda. 4.) Autorizar el archivo de las presentes diligencias. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.
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Con relación a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el oficio N° 0018‑AJ‑DJA‑2024 del 26 de febrero del 2024, suscrito por el licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Como es de conocimiento de la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante JUNAFO), diversas personas solicitan a la Dirección de la JUNAFO, información en cuanto a los montos de pensiones que reciben los beneficiarios de este régimen, la cual se brinda protegiendo los datos que ha emanado en muchas oportunidades la Sala Constitucional indicado el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales de la Ley No. 8968, en el que indican que se debe de salvaguardar para la entrega de información los datos sensibles y de acceso restringido protegidos.

Sobre lo anterior, el señor Jorge Manuel García Araya, el 21 de enero de 2024, interpuso un recurso de amparo ante la Sala Constitucional, alegando que se le estaban violentando sus derechos al solicitar a la Dirección de la JUNAFO información del monto económico que recibe una persona beneficiaria de ese régimen, recibiendo una respuesta negativa, debido a que el órgano tiene el deber de resguardar información sensible, aunado a que el señor García Araya no presentó ningún tipo de identificación ni referencia específica de que requería el monto bruto, por ese motivo y con el fin de resguardar la información sensible y los datos personales de acceso restringido, el Asistente Administrativo 1 de la Unidad de Servicio al Cliente de esta Dirección, quién atendió tal solicitud, le indicó al usuario que no podía atender su gestión.

En ese momento, la defensa planteada por esta Asesoría Jurídica dentro del proceso 24-001605-0007-CO, se fundamentó alegando que la persona usuaria, se presentó sin identificarse formalmente con su cédula de identidad o alguna autorización, y solicitando de forma verbal que: se le indicara el monto económico percibido por una persona beneficiaria de este régimen. Por tal motivo y con el fin de resguardar la información sensible y los datos personales de acceso restringido, como en este caso lo son el monto de beneficio neto, así como las deducciones voluntarias que la persona autorizó a su pensión (conforme al contenido del artículo 09 Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales Ley N.º 8968), se le indicó al usuario que no podía atender la solicitud.
El pasado 13 de febrero de 2024, la Sala Constitucional, notificó la resolución de las nueve horas veintiuno minutos del nueve de febrero de dos mil veinticuatro, en donde finalizó el citado proceso detallando en el “POR TANTO”, lo siguiente:

“(…)

Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida de lo indicado en el último párrafo del considerando IV de esta sentencia.”

Como se puede observar de la anterior resolución de primera instancia, la Sala Constitucional ratificó la actuación de la Dirección de la JUNAFO: “(…) en procura de velar por la seguridad e intereses de las personas afiliadas al régimen jubilatorio del Poder Judicial, del cual dependen gran cantidad de personas menores de edad, familias y personas adultas mayores, especialmente para con esta última población, no procuró la información. Aclara que se implementan mecanismos de control internos en resguardo de la seguridad y para evitar cualquier tipo de violencia patrimonial en apego a los artículos 1, 2 y 3 la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor”.

Lo anterior se remite a la JUNAFO con la finalidad de que tengan conocimiento de que el proceso tramitado en el expediente 24-001605-0007-CO, tuvo un resultado favorable para nuestros intereses, ratificando la tesis llevada por la Asesoría Jurídica, de la mano con los lineamientos emitidos anteriormente por la Dirección de la JUNAFO.

Anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”.
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Manifestaciones: 

[bookmark: _Hlk153264956][bookmark: _Hlk135747277]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Quería preguntarles si al haber ganado el amparo, ¿vamos a cobrar costas o no? en ejecución de sentencia”.

El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, expresa: “Este asunto fue relativamente rápido, fue que el gestionante solicitó la información del monto de una jubilación, sin embargo, él nunca especificó si era el monto líquido o bruto, entonces por protección de datos, el compañero de Servicio al Cliente le dijo que esa información no se puede entregar tan fácilmente, que tiene que especificar otras situaciones para el otorgamiento. 

No obstante, él se fue enojado de las instalaciones y presentó el recurso de amparo, cuando yo le respondo a la Sala como insumo utilizo el informe que me da Servicio al Cliente, yo les indico eso que efectivamente, la persona gestionante no indicó que lo que necesitaba era el monto bruto, más bien se interpretó que era el monto líquido, entonces la Sala Constitucional nos está dando la razón en ese sentido de que, si lo que estaba solicitando era el monto líquido, no hay porqué otorgarlo, máxime que lo único que es público es el monto bruto, sería eso nada más, cobrarle costas al señor por ese dato creo que no sería procedente”.

El integrante presidente Segura Solís, sugiere: “No, digo yo, porque cómo se declaró sin lugar el amparo y me imagino que el “por tanto” siempre dice, se condena al pago de los daños y costas, por eso preguntaba”.

[bookmark: _Hlk135747129]El licenciado Chacón Monge, agrega: “Sí señor, siempre lo indica. Aquí lo que hacemos nosotros es informar, casi siempre que se resuelve un recurso de amparo o un proceso a mí me gusta mandarles un informe para que estén informados sobre lo actuado”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Bueno, si no hay voluntad, entonces lo dejamos así”.

Se acordó:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el informe suscrito por el licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, remitido mediante oficio N° 0018-AJ/DJA-2024 del 26 de febrero de 2024, en el cual hace de conocimiento la resolución de las nueve horas veintiuno minutos del nueve de febrero de dos mil veinticuatro dictada por la Sala Constitucional en el expediente número 24-001605-0007-CO, interpuesto por el señor Jorge Manuel García Araya, donde en lo concerniente, se declara sin lugar el recurso presentado contra el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc160488132]ARTICULO V

Documento N° 453-2023 / 146-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0021-AJ/DJA-2024 del 26 de febrero del 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, el cual literalmente dice:

“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 021-2023 celebrada el 16 de mayo de 2023, artículo XXXVI, comunicado mediante oficio N° 0364-JUNAFO-2023, el 02 de junio de 2023 y en sesión N° 026-2023 celebrada el 27 de junio de 2023, artículo XXI, comunicado mediante oficio N° 0511-JUNAFO-2023, el 14 de julio del año en curso, en donde se traslada la consulta referente al tratamiento del salario global en el Poder Judicial, por parte de la JUNAFO, en razón de la incidencia que trae este tema en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, así como de otras inquietudes, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, secretario de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico de fecha 11 de mayo del 2023, hizo de conocimiento de la Junta Administradora la consulta realizada por una persona usuaria de este régimen de jubilaciones, la cual en lo que interesa refiere:

“(…)

El lunes pasado el Poder Judicial aprobó la nueva escala de Salario Global. En la agrupación "Operativa Auxiliar" se define un Salario de ₡544.486 para el puesto de "Auxiliar de Servicios Generales" el cual es el sala-rio más bajo a pagar en la Institución.

¿Ello implica que el escalamiento a emplear para el cobro de la Contribución Especial Solidaria (C.E.S.) cambiaría?”

De su parte, el jubilado judicial Gustavo Chen Quesada, mediante correo electrónico recibido el 8 de junio de 2023, manifestó lo siguiente:

“(…) Me permito hacer algunas apreciaciones para que sean consideradas como complemento a las tenidas por ustedes.

7) El lunes 8 de mayo de 2023, la Corte Plena del Poder Judicial aprobó la nueva escala de Salario Global. Ésta viene a sustituir la escala salarial tradicional.

En la agrupación “Operativa Auxiliar” se define un Salario de ₡544.486 para el puesto de “Auxiliar de Servicios Generales”. Este es el Salario Global más bajo a pagar en la Institución y sustituye el salario base más bajo pagado en la Institución. Ello implicaría que el escalamiento a emplear para el cobro de la Contribución Especial Solidaria (C.E.S.) cambiará por ser, el Salario Global, mayor al salario base más bajo pagado bajo el esquema tradicional de ₡433.800.

Actualmente, el cobro del CES se hace a partir de los ₡2.602.800 aplicando escalamiento. Con el monto de salario global más bajo aprobado por Corte Plena, el nuevo límite inferior a partir del cual se cobrará esa deducción será de ₡3.266.916. Sea no pagarían C.E.S las jubilaciones y pensiones cuyos montos brutos sean inferiores a ese límite.

En este sentido, les solicito se hagan los estudios correspondientes a fin de determinar la pertinencia se hacer el aumento del monto mínimo por el cual se cobra el CES y el ajuste de toda la escala asociada en concordancia con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Si cambia la nueva escala tomando en cuenta el nuevo Salario Global daría justicia, principalmente, para las jubilaciones y pensiones medias.

2) En esa labor de lograr una cada vez mayor solidez de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial convendrá la inclusión, en el proyecto de Ley que se está elaborando por parte de ustedes, el cambio del orden de prelación de tal forma que la deducción de CES se haga primero que el Impuesto sobre la renta.

Ello hará que las jubilaciones y pensiones altas y otras que no pueden ser sometidas a deducciones mayores al 50% trasladen, integro y prioritariamente, el CES al Fondo dejando “sobrante” de ese 50% para el Impuesto sobre la Renta. Ello es transparente para las jubilaciones y pensiones altas, favorecerá al fondo y el Impacto en las arcas de EL ESTADO no serán significativas.

3) Se ha propuesto que el ajuste a las jubilaciones y pensiones se haga aplicando sólo el 50% de la variación de Índice de Precios al Consumidor.

Ello no es conveniente, no sólo por la flagrante pérdida del poder adquisitivo de las jubilaciones y pensiones en el tiempo, sino porque sería inconstitucional. Esto último porque otros sistemas de pensión como el existente para el Magisterio tienen en su normativa vigente el ajuste a las pensiones, en curso pago, por inflación como en nuestro sistema actual. Si se propone y aprueba la propuesta de aplicar el 50% del cambio de Índice de precios al consumidor a nuestras jubilaciones y pensiones, se violará el principio de igualdad que resguarda la Constitución Política debido a que otros sistemas jubilatorios no tendrán es procedimiento, como el del Magisterio. La desigualdad en los ajustes debe evitarse.

4) Debe evitarse que los estudios actuariales supongan una Esperanza de Vida altísimo o sea significativamente superior a la que tiene en el país al momento de generar los análisis. En el pasado, al Sistema Jubilatorio del Poder Judicial se le han realizado estudios actuariales tomando como base una Esperanza de Vida ridículamente alta. Ese fue en caso del que se tomó para justificar la reforma del 2018; se tomó 90 años como esperanza de vida.

Para explicar la importancia de tomar la Esperanza de vida al momento del estudio actuarial es importante conocer aspectos relacionados.

Este indicador se basa en los índices de mortalidad de años anteriores y es una estimación bajo el supuesto del “Ceteris Paribus” (si todo continúa igual).

Para las personas que nacieron en 1963, por ejemplo, la esperanza de vida era de 44 años. Sin embargo, el supuesto subyacente de utilizar valores mayores como los recientemente calculados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) es que las cosas después de ese año mejoraron (nuevas técnicas de tratamiento, acceso a mejores alimentos, mayor conocimiento, etc) que produce una mejor calidad de vida aumentado la supervivencia, por ello, muchas personas nacidas en épocas de Esperanza de Vida baja, hoy superan ese límite inicial.

Sin embargo, existe un argumento en contrario e igualmente válido de que los organismos biológicos tienen una etapa vital de formación y crecimiento inicial, en la cual, si las condiciones no son buenas, pueden los individuos sobrevivir, pero no con la robustez que lo hubiesen hecho con mejores condiciones. Imaginen una planta que se siembra en terreno pobre y con poco riego. Ahora compárela con otra sembrada en terreno fértil y cantidad de agua adecuadas. Ya se puede imaginar lo que ocurre.
Los primeros años son determinantes y ello es lo que ocurre a las nacidas en épocas de mayor adversidad; puede que estén todavía con vida, pero las condiciones serían mejores si hubiésemos nacido en una época con la tecnología de hoy.

Por eso, estoy convencido de que jubilarse a los 55 o 60 es adecuado para los que nacimos en épocas cuando las condiciones eran inferiores a las actuales.

6) La Junta Administrativa debe mejorar la estrategia comunicativa para dar mayor alcance y solidez a los mensajes.

Es muy importante la visita regional que se hizo y se hace, pero el mensaje debe complementarse, a mi parecer. Explicar, por ejemplo, con cifras la ventaja de pertenecer a nuestro Fondo contra trasladarse al IVM es pertinente ante esa perspectiva de un sector del Poder Judicial que lo plantea. Calcular la jubilación neta y compararla con la posible a obtener en IVM para un mismo Salario Promedio es útil para mostrar que aún y con las leoninas condiciones actuales se mantiene ventaja sobre la pensión del IVM.

Además, la frecuencia o repetición de mensajes debe aumentar. A mayor repetición aumenta la asimilación de lo comunicado.

7) Finalmente me permito hacer de su conocimiento mis apreciaciones sobre el Proyecto Legislativo 23625 suscrito por don Rodrigo Arias.
Como aspecto negativo, se propone que sólo se podrán jubilar en el Poder Judicial las personas servidoras y funcionarias tengan 65 años. Sea, se eliminaría la posibilidad de jubilación por la combinación de edad y años de servicio. Ya no tendría importancia el tiempo de servicio eliminando las jubilaciones anticipadas. Sea, el proyecto no toma en cuenta el desgaste diferenciado tenido por algunos puestos como los oficiales del Organismo de Investigación Judicial y les impide jubilarse antes de los 65 al alcanzar el tiempo de servicio por sobre la edad. Ello contrasta con el modelo actual y los anteriores a la reforma del 2018, donde existe la posibilidad de jubilarse por años de servicio.

Otro aspecto preocupante es el procedimiento para el ajuste por costo de vida de las Jubilaciones y Pensiones. Se hará una vez al año (no como ahora cada semestre) tomando la inflación interanual (actualmente es el último cambio inflacionario semestral). Así es menor el ajuste por pérdida de valor adquisitivo de los montos por Jubilación y Pensión en curso de pago.

Además, da potestad a que ese ajuste sea menor al cambio en la inflación interanual. Y no como ahora que no puede ser menor al cambio en el Índice de Precios al Consumidor. Por ejemplo, si la inflación interanual es del 2%, puede darse un aumento a los beneficios menor a ese porcentaje, inclusive puede ser 0%.

No obstante, lo anterior como aspectos positivos están:

- No toca el aporte patronal e iguala el aporte estatal al de IVM. Se respeta que el aporte patronal no sea menor al de los trabajadores.

- Mantiene el tope actual de jubilación.

- Mantiene que las jubilaciones NETAS sean mayores a las del IVM, como ocurre ahora.

Solo me resta indicarles que quedo a su entera disposición para lo que a bien estimen sobre lo indicado en este correo, por lo pronto de ustedes muy cordialmente.

(…)”.

La consulta expuesta por el máster Arroyo Guzmán, así como las observaciones realizadas por el señor Chen Quesada en el primer punto de su escrito, generaron dudas entre las personas integrantes de la Junta Administradora acerca de la incidencia que podría tener sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la implementación del salario global en el personal judicial, ello en virtud de que los artículos N° 225 y N° 236 bis, contenidos en el capítulo noveno de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativos a la forma de fijar el monto de jubilación y de contribución especial solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados, utilizan como parámetro para su aplicación el “salario base”, por lo que al entrar en vigor el salario global transitorio, se crea una confusión en relación a cuál debería ser el monto que, en adelante, se utilizará como parámetro para fijar dichos rubros. 

En igual sentido, las demás consideraciones hechas por el señor Chen Quesada serán valoradas a continuación.

II.- ANÁLISIS DE FONDO:

Previo al análisis exegético de los artículos que interesan para disipar la duda existente sobre el parámetro a utilizar para fijar el monto de jubilación y de contribución especial solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados, resulta importante realizar un estudio de la situación del salario en el Poder Judicial; poder que goza de autonomía administrativa plena, emanada de la propia Constitución, pero que mantiene una ley especial de salarios, que predispone un marco de legalidad.

De esta manera, al analizar la Ley de Salarios del Poder Judicial se encuentra, por una parte, que la Ley Orgánica del Poder Judicial no tiene normas expresas sobre fijación de salarios, por ende, ha sido la Ley de Salarios el cuerpo normativo vigente en materia salarial. Esta norma dejó abierta la posibilidad de que la Corte ajuste su política salarial en lo que considerara necesario.

El salario es definido en doctrina como “el conjunto de ventajas, económicas, normales y permanentes que obtiene el trabajador como consecuencia de su labor prestada en virtud de una relación de trabajo” (Pla RODRÍGUEZ Américo. (1956). El salario en el Uruguay. Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Montevideo, Montevideo, Uruguay, pp. 12).

A partir de la anterior acepción se elaboran una serie de subcategorías referidas al concepto salario, dentro de las cuales es preciso diferenciar el salario base y el salario global. El denominado salario base es la remuneración fija o garantizada por unidad de tiempo u obra referidas a una categoría profesional. Para Palomeque López y Álvarez de la Rosa, su importancia radica en los siguientes factores:

“a) es la cantidad salarial que normalmente uniformiza al grupo o categoría profesional; b) será, normalmente el soporte para calcular sobre el mismo la cuantía de muchos complementos salariales y c) es un concepto de cierre: cuando una percepción no es asimilable a alguno de los complementos salariales, se imputará al salario base.” (Palomeque López Manuel Carlos y Álvarez de la Rosa Manuel. (2002). Derecho del Trabajo, Décima Edición, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces, S.A., Madrid, España, pp. 901)

A dicho monto salarial, se le adicionan componentes salariales, basados en percepciones retributivas, en virtud de la concurrencia de determinadas circunstancias. Nuestro ordenamiento jurídico se refiere a ellas como sobresueldos y pluses. El autor español Alfredo Montoya Melgar, haciendo referencia a la legislación española clasifica dichas sumas atendiendo su vinculación a las condiciones de la persona, al trabajo y a la situación y los resultados de la empresa, siendo claro en el sentido que dichas sumas no deben ser consideradas para el cálculo del salario base. Al respecto enseña:

“Complementos vinculados a la persona: son aquellos que remuneran circunstancias personales del trabajador, no tomadas en cuenta al determinar el salario base (…). / Complementos vinculados al trabajo: dentro de ellos se sitúa los que retribuyen la mayor productividad (…), así como las especiales condiciones del puesto de trabajo (v.g.: complementos de penosidad, peligrosidad, toxicidad, nocturnidad, etc.) (…). / Complementos vinculados a la situación y resultados de la empresa: en tal se incluyen la participación de beneficio y gratificaciones en función de ventas, facturación, etc.” (Montoya Melgar Alfredo. (2007). Derecho del Trabajo, vigésima octava edición, Editorial Tecnos, Madrid, España, pp. 374).

Por su parte el salario global, es determinado de acuerdo a una metodología de remuneración del trabajo consistente en un esquema de factor de puntos en el que las puntuaciones se asignan a los puestos de acuerdo con los análisis de los factores de riesgo relevantes. Su fin es establecer un sistema de remuneración que aspira al reconocimiento salarial equitativo, atendiendo a las recomendaciones realizadas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), la cual, en su estudio de evaluación de gobernanza pública de Costa Rica realizado en el 2015, recomendó:

“Evolucionar hacia un sistema de compensación más transparente y sostenible basado en el desempeño incluyendo incentivos no monetarios. El sistema actual de compensación puede ser simplificado iniciando una transición gradual hacia un sistema de “salario único”, o sea una amalgamación del salario base y bonificaciones y remuneraciones. Cualquier pago adicional sobre el salario base debe ser universal y hacerse de la manera más transparente y simple posible” (…)”

La diferencia principal entre salario base y salario global es que este último tiende a ser más alto que el salario base, porque su principal factor son las funciones que se ejecutan, toma en cuenta para la remuneración los factores propios de cada profesión, no pluses salariales, amalgamando el salario base, bonificaciones y remuneraciones, sin que experimente aumentos, ya que únicamente se ajusta el valor de los salarios con base en el Índice de Precios al Consumidor (IPC) estimado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). En cambio, el salario base, como su nombre lo indica, es el fundamento sobre el cual se conforma el salario compuesto, el cual crece por el mero transcurso del tiempo y contempla el fundamento de cada categoría más pluses, aumentos anuales, incentivos adicionales, o similares. El salario compuesto se estructura primero con el salario base cuya génesis fundamentalmente se da en función de las políticas presupuestarias, coordinadas por las escalas salariales con categorías de puestos establecidos y que sumado al aumento por costo de vida compone la primera parte de un salario total. Por otro lado, el segundo elemento, contempla a los “pluses salariales” que corresponden con otros montos que percibe la persona servidora judicial por condiciones generales (responsabilidad por el ejercicio de la función judicial, etc.), o particulares de cada puesto (riesgo, variación de jornada, disponibilidad, etc.) o de la persona (anualidades, puntos de carrera profesional, u otros análogos). Es decir, el salario compuesto, estaría siempre formado por el salario base, más los incrementos de costo de vida y los “pluses”.

La ley de Salarios del Poder Judicial establece el “Manual Descriptivo de Clases de Puestos” como la norma técnica y científica para la determinación de los salarios en el Poder Judicial. Aquella ley estatutaria exige que la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, asigne cada puesto judicial a una categoría dentro de la Escala de Sueldos de la Ley de Salarios del Poder Judicial (LSPJ); y, la Corte posteriormente tendrá que avalar tal asignación (artículos 1, 8 inciso a) y 14 del Estatuto de Servicio Judicial -ESJ- y 2 de la LSPJ).

Las asignaciones de los puestos en relación con las distintas categorías de la escala salarial judicial tienen sin duda un fuerte contenido técnico y científico de naturaleza extrajurídica, el cual pasa por la disciplina de la valoración y clasificación de los puestos de trabajo, materia cuya especialidad y competencia legal la tiene la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial.

Habiendo realizado la anterior explicación, procede aclarar que, hasta marzo del 2023, la asignación remunerativa dentro de este Poder de la República, había tenido únicamente como referencia la escala salarial de la Ley de Salarios del Poder Judicial, sin embargo, en nuestra coyuntura actual se incorpora la Ley Marco de Empleo Público para regular las condiciones salariales de las personas de nuevo ingreso y de quienes, habiendo tenido relación laboral previa con el Poder Judicial o con cualquier otra institución estatal, interrumpan la continuidad laboral por un mes o más desde el último nombramiento en la Administración Pública.

El sistema de retribución judicial para “…todos los puestos incluidos en el Manual Descriptivo de Clases de Puestos del Poder Judicial” establecido en el artículo 1 de la ley de Salarios del Poder Judicial, permanece vigente y cualquier estudio que haga la Dirección de Gestión Humana para determinar el monto posible de los beneficios que deban reconocerse a los servidores judiciales amparados en ella, debe ser de acuerdo con la Ley de Salarios del Poder Judicial según el artículo 62 del Estatuto de Servicio Judicial.

No obstante, debido a la entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, Corte Plena aprobó la nueva escala del salario global transitorio, por lo que, actualmente en el Poder Judicial se manejan dos estructuras salariales diferentes.

Ahora bien, tanto el artículo 225, como el 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su redacción actual, hacen referencia al salario base para fijar los montos de jubilación y contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados, según se aprecia en la literalidad de ambos numerales expuestos a continuación:

“Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC)” (Se adiciona el subrayado)

“Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados.

Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:

a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.
(Así reformado el inciso anterior por el artículo 7° de la Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria, N° 9796 del 5 de diciembre de 2019)

b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.

c)  Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.

d)  Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso.

e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento (55%) (*).

En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.

Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (Se adiciona el subrayado)

Del análisis de ambos artículos trascritos, es fácilmente determinable que el espíritu del legislador al redactarlos estaba enfocado en utilizar el salario base como la estructura salarial fija más baja establecida en el personal judicial, quedado este como un parámetro sobre el cual pudiera determinarse el cálculo del monto de jubilación de las personas que adquirían el beneficio y, posteriormente, para fijar un tope en el cómputo de la contribución especial, solidaria y redistributiva. Por lo que, a pesar de que el Poder Judicial actualmente cuenta con dos estructuras salariales vigentes (salario compuesto y salario global), partiendo de la intención del legislador que se desprende del examen ejecutado, así como de que, en este momento, el salario compuesto sigue manteniendo su vigencia, no habría razón para modificarse lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

A mayor abundamiento, no debe perderse de vista que el salario global aprobado por Corte Plena tiene un carácter transitorio, es decir, que está supeditado a modificaciones, lo cual refuerza la tesis de que la base establecida para el cálculo de jubilación o contribución especial solidaria y redistributiva debe permanecer siendo el salario base, al menos, mientras así conste en la redacción de los referidos artículos.

Cabe señalar que este criterio se emite desde la óptica jurídica, sin embargo, es menester recordar que existe un órgano técnico especializado en materia salarial denominado Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana, al cual se podría consultar cuáles son las medidas implementadas o por implementar en el cambio de estructura salarial y cuál será la nomenclatura que se va a utilizar en el futuro.

Por último, en lo que respecta a las restantes manifestaciones que realiza el señor Gustavo Chen Quesada, se observa que las mismas obedecen a consideraciones realizadas a título personal, sobre propuestas o recomendaciones dadas a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial sobre diversos temas, por ejemplo, sugiere implementar un orden de prelación de deducciones al beneficio de jubilación de tal forma que la deducción de la comisión especial solidaria y redistributiva se aplique antes que el impuesto sobre la renta. Asimismo, considera el señor Chen Quesada que, no es conveniente dar cabida a la propuesta de que el ajuste a las jubilaciones y pensiones se haga aplicando sólo el 50% de la variación de Índice de Precios al Consumidor (IPC) por considerar que ello atenta contra el principio de igualdad, además de resultar inconstitucional. En igual sentido, refiere que los estudios actuariales no deberían suponer una esperanza de vida de las personas cotizantes altísima ni que sea significativamente superior a la que tiene en el país al momento de generar los análisis, pues aduce estar convencido de que jubilarse a los 55 o 60 años, es adecuado para quienes nacieron en épocas cuando las condiciones de vida eran inferiores a las actuales.

El señor Chen Quesada continúa su escrito recomendado a la JUNAFO mejorar sus estrategias de comunicación para dar mayor alcance y solidez a los mensajes, por ejemplo, considera que se debería explicar con cifras las ventajas de pertenecer al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial contra las de trasladarse al régimen de Invalidez Vejez y Muerte y concluye el gestionante dando su punto de vista respecto al proyecto de ley propuesto por el señor Rodrigo Arias Sánchez, enumerando los pros y contras que, a su criterio, son destacables del referido proyecto.

Así las cosas, por la naturaleza de manifestaciones numeradas por el señor Gustavo Chen Quesada como 2, 3, 4, 6 y 7, esta asesoría legal procede a referirse a las mismas en los siguientes términos:

Respecto a implementar un orden de prelación de deducciones al beneficio de jubilación, debe indicarse que ya existe una forma establecida denominada Política para el Servicio de Deducciones Automáticas, la cual establece un orden para la definición del orden de deducciones. Estas son aplicadas de acuerdo con los lineamientos establecidos con los siguientes niveles de prioridad:

“1. Impuesto sobre la renta y deducciones de Ley (Aporte al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la Junta Administradora del FJPPJ, contribución solidaria, Seguro SEM de la C.C.S.S.), así como el Fondo de Socorro Mutuo. Sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial l. Embargos por Pensiones Alimentarias en caso de que la persona beneficiaria las tenga (ordenado por un mandamiento judicial).

2. Deducciones de instituciones y gremios del colectivo judicial, distribuido en dos subgrupos:

a.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte estatal y luego los demás entes gremiales financieros, así como la Asociación de Jubilados y Pensionados (ASOJUPEN).

b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones.

3. Deducciones a terceros conforme las personas beneficiarias del Fondo se hayan comprometido a pagar a la entidad deductora (colegios profesionales y resto de instituciones financieras y no financieras del país).

Las deducciones de prioridad 1 son aplicadas en forma automática en el sistema de pagos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Las deducciones del grupo 2 y 3 (deducciones a terceros) se aplican a solicitud de las entidades deductoras que carguen a través del portal Web, el archivo de las deducciones por aplicar, el cual queda de manera simultánea en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, siendo estas entidades jurídicas las responsables de las aplicaciones que soliciten.

Tocante a la preocupación del señor Chen Quesada, sobre la propuesta de que el ajuste a las jubilaciones y pensiones se haga aplicando sólo el 50% de la variación de (IPC), es menester señalar que, actualmente no se aplica de esa manera, toda vez que se da cumplimiento a lo indicado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece: 

“Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).”

Amén de lo anterior, la inquietud que cita el gestionante, versa sobre un caso hipotético que, en la actualidad no ha sido valorado por la Junta Administradora como una opción para ser implementada.

En lo que concierne al tema de la esperanza de vida utilizada en los estudios actuariales por el actuario matemático, debe indicarse como preámbulo que el Estudio Global de la Carga de Morbilidad calcula la esperanza de vida usando las tasas de mortalidad en cada país para los distintos grupos de edad. El índice de esperanza de vida (IEV) se calcula como el valor real de la esperanza de vida de un país expresada en años (Eu) dividido por el máximo de años de esperanza de vida (Max Eu). En el caso de los estudios actuariales de la JUNAFO, el actuario matemático realiza el cálculo de esperanza de vida empleando la tabla de mortalidad de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), no siendo facultativo para él utilizar una tabla diferente. Como puede advertirse, no es una decisión antojadiza para el actuario ni tampoco es un cálculo en el que deba o pueda intervenir la JUNAFO.

El señor Gustavo, considera que se deberían mejorar las estrategias de comunicación que maneja la JUNAFO y realiza algunas propuestas, al respecto, al no tratarse de un tema jurídico, se insta a la Junta Administradora a tomar nota de las recomendaciones, con la finalidad de valorar la viabilidad de su aplicación.

Para concluir, el gestionante Chen Quesada realiza una serie de valoraciones sobre el proyecto legislativo N° 23625, instaurado por el señor Rodrigo Arias Sánchez, enumerando las cualidades y los desaciertos que, a su criterio, detecta del mismo. Sobre este asunto, resta señalar que esta asesoría jurídica conoce el proyecto referido y en el momento oportuno en caso de ser solicitado, se valorará lo que corresponda sobre las manifestaciones expuestas.

III. CONCLUSIONES:

1.- En la actualidad el Poder Judicial se maneja dos estructuras salariales vigentes, una aplicable a la mayoría del personal judicial, sea el salario compuesto consistente en salario base, más sobresueldos y componentes salariales y una segunda definida como salario global (actualmente transitorio), empleado para remunerar a las personas de nuevo ingreso y a quienes, habiendo tenido relación laboral previa con el Poder Judicial o con cualquier otra institución estatal, hayan interrumpido la continuidad laboral por un mes o más desde el último nombramiento en la Administración Pública.

2.- A pesar de lo indicado en el punto anterior, tras analizar la Ley Orgánica del Poder Judicial, es fácilmente determinable que el espíritu del legislador al redactar los 225 y 236 bis, estaba enfocado en utilizar el salario base como un parámetro sobre el cual pudiera determinarse el cálculo del monto de jubilación de las personas que adquirían el beneficio y, posteriormente, para fijar un tope en el cómputo de la contribución especial, solidaria y redistributiva, en razón de que esa era la estructura salarial fija más baja establecida en la remuneración del personal judicial.

3.- El salario base, no desapareció con la entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, ello implica que mantiene su vigencia y como tal, debe seguirse aplicando esta estructura a la hora de definir los montos jubilatorios y al calcular la contribución especial, solidaria y redistributiva de las personas pensionadas y jubiladas del Poder Judicial.

4.- Ya existe una forma establecida denominada Política para el Servicio de Deducciones Automáticas, la cual establece un orden para la definición del orden de deducciones.

5.- Está establecido por la normativa que, el monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).

6.- La esperanza de vida es un cálculo que el actuario matemático obtiene empleando la tabla de mortalidad de la SUPEN. Establecerla no es una decisión en la cual interviene la JUNAFO, así como tampoco lo hace en la elaboración de los estudios actuariales.

7.- El señor Gustavo, considera que se deberían mejorar las estrategias de comunicación que maneja la JUNAFO y realiza algunas propuestas, al respecto, se insta a la Junta Administradora a tomar nota de las recomendaciones, con la finalidad de valorar la viabilidad de su aplicación.

IV.- RECOMENDACIONES:

a). Hasta tanto se mantenga vigente el salario compuesto en el Poder Judicial (salario base más componentes), esta asesoría recomienda que se continue utilizando, tal y como se ha venido haciendo hasta este momento, para los cálculos respectivo según lo indican el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tomando en consideración que es de carácter transitorio el salario global que actualmente está aprobado.

b.) El actuar de la Junta Administradora debe estar apegado estrictamente al ordenamiento jurídico conforme al Principio de Legalidad; con base en ello, debemos recordar que la Ley Orgánica del Poder Judicial nos expone que se debe utilizar el salario base para los cálculos indicados en los artículos 225, así como el 236 bis, salario que aún se utiliza en la institución, por lo que, interpretar que se debe utilizar en este momento otra base o escala, estaría contrario a lo plasmado en la normativa.

c) Siendo que en el Poder Judicial existe un órgano técnico especializado en materia salarial denominado Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana, se sugiere como un insumo para reforzar la permanencia del salario compuesto como estructura salarial vigente, consultar la unidad citada, cuáles son las medidas implementadas o por implementar en el cambio de estructura salarial y cuál será la nomenclatura que se va a utilizar en el futuro.

d) El señor Gustavo Chen Quesada, considera que se deberían mejorar las estrategias de comunicación que maneja la JUNAFO y realiza algunas propuestas, al respecto, se insta a la Junta Administradora a tomar nota de dichas recomendaciones, con la finalidad de valorar la viabilidad de su aplicación.

Con base en lo anteriormente expuesto, se emite el presente criterio en respuesta a lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo que corresponda”.
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el criterio jurídico N° 0021-AJ/DJA-2024 del 26 de febrero de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, solicitado por este órgano colegiado en las sesiones N° 021-2023 del 16 de mayo de 2023, artículo XXXVI y N° 026-2023 del 27 de junio de 2023, artículo XXI, referente al tratamiento del salario global en el Poder Judicial, por parte de la JUNAFO. 2.) Acoger en todos sus extremos las recomendaciones indicadas en dicho criterio, en consecuencia: a) Hasta tanto se mantenga vigente el salario compuesto en el Poder Judicial (salario base más componentes), se continuará utilizando, tal y como se viene haciendo hasta este momento, para los cálculos respectivos según lo indica el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tomando en consideración que es de carácter transitorio el salario global que actualmente está aprobado. b) El actuar de este órgano colegiado debe estar apegado estrictamente al ordenamiento jurídico conforme al Principio de Legalidad; con base en ello, se debe recordar que la Ley Orgánica del Poder Judicial expone que se debe utilizar el salario base para los cálculos indicados en los artículos 225, así como el 236 bis, salario que aún se utiliza en la institución, por lo que, interpretar que se debe utilizar en este momento otra base o escala, estaría contrario a lo plasmado en la normativa antes citada. c) Consultar a la Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana, ¿cuáles son las medidas implementadas o por implementar en el cambio de estructura salarial y cuál será la nomenclatura que se va a utilizar en el futuro? d) Esta Junta Administradora toma nota de las recomendaciones dadas por el señor Gustavo Chen Quesada, referente a mejorar las estrategias de comunicación de la JUNAFO. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del jubilado judicial Chen Quesada y de la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ARTICULO VI 

Documento N° 150-2024

En sesión N° 25-2023, celebrada el 20 de junio de 2023, artículo XIX, esta Junta Administradora acordó literalmente lo siguiente:

“La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva, en oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023, indicó:

“En atención al oficio 124-SAF/DJA-2022 de 13 de junio de 2022, mediante el cual en lo que interesa dice: “…una reconsideración para que el Macroproceso Financiero Contable, mantenga la aplicación del procedimiento de recuperación de sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como se ha estado realizando y que ha sido de gran ayuda para la liquidación de las cuentas por cobrar que pueden ser objeto de este proceso.”, me permito remitir el criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 de 29 de mayo último, suscrito por el Msc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico a.í en el cual ratifica que esta Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre del JUNAFO y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor”.
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El criterio N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en su parte conclusiva literalmente dice:

“(…)

1. Conclusiones.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 11, 24 y 74 de la Constitución Política; artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial; artículos 11, 19 inciso 1) y 59 inciso 1) de la Ley General de la Administración Pública; artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; artículo 3, inciso b) y f), 4, 11 y 14 de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales; artículo 40 del Reglamento a la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales relativo a la transferencia de datos personales; principio V del denominado “Principios actualizados sobre la privacidad y la protección de datos personales”; resoluciones de la Sala Constitucional N° 1345-1998 de las once horas con treinta y seis minutos del veintisiete de febrero de mil novecientos noventa y ocho y Nº 05033-97 de las catorce horas con nueve minutos del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y siete; resolución Nº 00100-2015 de la Sección IV del Tribunal Contencioso Administrativo y resolución de la Sala Segunda Nº 2002-583 del veinte de noviembre del dos mil dos, se concluye lo siguiente:

1. La naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial es otorgar una protección adicional al beneficiario o beneficiarios designados, o, a falta de ello, a los herederos legítimos, así declarados en firme, frente a los riesgos derivados del fallecimiento del mutualista; de manera que, el citado Fondo, encuentra sustento jurídico en el principio cristiano de justicia y solidaridad social, desarrollado en el artículo 74 de la Constitución Política; entendiéndose que tiene una finalidad determinada de protección y beneficio social.

2. Los montos a recuperar por concepto de sumas giradas de más que corresponden al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conciernen a deudas personales que deben ser cobradas mediante el un proceso sucesorio, debiendo apersonarse la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones como parte acreedora. 

3. Según dispone la Ley General de la Administración Pública en el artículo 59, inciso 1, la competencia será regulada por la ley; es decir, la competencia es reserva de ley; en otras palabras, sólo por ley puede establecerse. Asimismo, la Administración Pública se encuentra sometida al Principio de Legalidad Administrativa regulado en los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública. En ese sentido, se debe comprender que, la Administración deberá actuar conforme a lo establecido en el ordenamiento jurídico.

4. La información personal le compete únicamente a la persona dueña de la misma, por lo tanto, la Administración Pública tiene el deber de resguardarla y brindarle protección con base en un correcto manejo de la información a la que pueda tener acceso, esto debido a que el Estado funge como custodio y tiene la obligación de asegurar el respeto de la intimidad y la dignidad humana.

5. Los datos personales que constan en la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios o herederos legítimos del Fondo de Socorro Mutuo, son únicamente de interés para la Administración Pública y su titular; además, contiene datos personales que no podrán divulgarse, ponerse a disposición de terceros ni utilizarse para fines distintos de los cuales fueron recopilados, excepto, cuando la persona titular de los datos consienta la cesión de sus datos, o bien, por disposición de autoridad judicial competente.

De esta manera se deja evacuada la solicitud de criterio al respecto.

(…)”

A continuación, se adjunta archivo que contiene el criterio completo.
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Manifestaciones:

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, menciona: “Solicitaría agregar un cuarto punto y dejar el tercer punto como cuarto, basado en ese criterio jurídico, la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, no podrá facilitar la información en nuestras bases de datos a dependencia alguna del Poder Judicial a menos de que venga como una solicitud expresa de una resolución judicial.

Basado en este criterio, nos están tratando como si fuéramos una institución o entidad fuera del Poder Judicial y no lo somos. Somos una oficina más del Poder Judicial, así está establecida, bajo este criterio, hay que cuidar la base de datos del Fondo de Socorro Mutuo y no nos puede compartir información, ¡yo, Junta Administradora! ¡yo, Dirección de la JUNAFO! No puedo compartirle la información de mis bases de datos a ninguna instancia del Poder Judicial, excepto por orden judicial, así tiene que ser claramente establecido aplicando el mismo criterio.

Vuelvo y repito, si nos van a tratar como a un externo, con todo respeto, creo que debemos hacer lo mismo, y realmente vean la situación, aquí lo que se promovía era continuar con la costumbre de que, si había una suma por cobrar, en lugar de iniciar todo el procedimiento de cobro administrativo, que es bastante más caro, más engorroso, lo que se hacía era una invitación a los beneficiarios del Fondo de Socorro Mutuo a poner al día la deuda, ahora ya no, no se puede poner al día de la deuda.

De igual forma, solicitan que ya no les avisemos, siquiera cuando haya una deuda de Fondo de Socorro Mutuo, nos están tratando cada vez como casas aparte. Entonces respetuosamente les solicito que por favor consideren este otro punto, este cuarto punto, porque eso nos daría a la Dirección de la JUNAFO la potestad de rechazar las solicitudes de información de nuestras bases de datos, cuando efectivamente así lo hicieron.
 
Vean que cualquier jubilado o pensionado está en la obligación de darnos un medio de notificación, pero yo no estaría en la obligación de compartir ese medio de notificación con nadie en el Poder Judicial, excepto por instrucción judicial, cuando haya instrucción judicial, será ese juzgado quien maneje ese dato. Les pediría por favor votar en esa línea”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, aclara: “A ese punto tres que está ahí y va a ser cuatro, sería agregarle; comunicar a la Dirección Ejecutiva también. 

Hago una consulta; si nosotros le mandamos a decir a la Dirección Ejecutiva, cóbreme esto que se le dio de más a una persona y ellos dicen yo no puedo cobrar ¿qué vamos a hacer nosotros para recuperar ese dinero? Debemos de tener un acuerdo en ese sentido”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “En relación a lo que dice don Oslean, me parece muy acertada la posición de él como administración y pro-Fondo 100%. 

Don Oslean, no sé si para darle un matiz de respaldo a alguna acción administrativa, si más bien esto podríamos verlo con la Asesoría Legal de la JUNAFO, para tener un criterio, que el alcance del criterio que tiene o lo que emitiera don Rodrigo y compañía de la Dirección Jurídica, si ese alcance podría abarcar a que la JUNAFO niegue la información a otros en el mismo sentido.

Digo esto para tener respaldo, que no se entienda como un -uno a uno-. Me parece que la posición de don Oslean es correcta, lo que él dice es exacto y preciso, lo que si me gustaría don Juan Carlos y compañeros, es para respaldar esa posición, tener el criterio y señalar el alcance que va a tener en el quehacer de la JUNAFO, que me parece que es donde entraríamos con un razonamiento lógico para poder actuar en la forma en que lo plantea don Oslean.

Reitero una vez más, me parece más que bueno la posición de él, lo único es que no quisiera tener una posición tan endeble, que cualquier persona venga y nos diga, ustedes lo que hicieron fue sacarse el clavo. Lo que don Oslean propone, y que realmente lo asumo, lo acuerpo en ese sentido, pero nada más le daría la vuelta en el sentido de que, requeriría el criterio de la Asesoría Legal de la JUNAFO para ver los alcances de eso en las acciones administrativas que en adelante haga la JUNAFO para con las demás oficinas del Poder Judicial.

Me parece lo de don Oslean, pero darle en contenido suficiente en la legalidad que le corresponde”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, añade: “Ampliando un poco más, me gustaría exactamente ver el tema de la Asesoría Legal interna de la JUNAFO y hacer un análisis del Reglamento de Socorro Mutuo, de los mutualistas, hasta donde tenemos nosotros alcance o no, porque el Socorro Mutuo es para activos y jubilados. Entonces, analizar muy bien ese Reglamento para ver hasta donde nosotros tenemos o no tenemos potestad de hacer esas recuperaciones de dinero o no.

Además, incluir el procedimiento, cual es el procedimiento formal que se ha venido haciendo y con esta independencia, sin ser un órgano fuera de Poder Judicial, pero con una independencia instrumental, hasta donde nos puede mantener ese derecho, o si ya riñe el reglamento directamente con la potestad que tiene JUNAFO de hacer eso, entonces, son como tres cosas.

Más bien, tenemos que buscar realmente el origen de lo que es el Fondo Mutualista o Socorro Mutuo, que es lo mismo, y ver a donde están las funciones del Fondo, las funciones de la Dirección Ejecutiva y como segregar, analizar o hacer algo nuevo respecto a eso, porque entonces ya cambian las cosas, hay algo que está pasando, yo diría con todo respeto, en lugar de no dar información, primero hacer un análisis con la parte jurídica de JUNAFO y analizar muy bien ese reglamento.

De ahí podemos sacar cosas, o si ya hay cosas que riñen como dije anteriormente. Creo que es importante ver el procedimiento y donde cambia, ya con esto que está diciendo esta Dirección Jurídica, podríamos hasta aportar cosas, creo que se trata de más bien ver si la Dirección Jurídica hizo bien eso, o decirles, no disculpen, aquí el Reglamento dice esto y esto, como hacerlo bien, hagámoslo bien, ahí es donde se ganan las luchas intelectuales en este tema, porque a veces es muy fácil decir, no podemos hacerlo.

Aquí se riñe con el Reglamento ¿cómo hacemos? Entonces cambiemos el procedimiento, modifiquémoslo, hagamos un estudio completo, es un estudio bonito, más bien aprovechando para poder hacerlo de una manera más efectiva, que funcione y que quede así, y las partes dirán, hagámoslo así, modifiquemos las cosas. 

Creo que de eso se trata, a veces tenemos muchos vacíos, pero tenemos que aportar más nosotros. A veces la gente dice ¿sí o no? Y el fundamento es un poco vago, pero si lo podemos hacer más fuerte, entonces ampliar un poco más los conceptos, hacer un análisis más profundo”.

El integrante Arroyo Guzmán, refiere: “Eso que dice Parris es lo que aborda el criterio de la Dirección Jurídica, sobre quién es el dueño de esa información en particular en el Fondo. Creo que es importante conforme a ese criterio que emite la Dirección, que se lo hace llegar a la Dirección Ejecutiva y traslada a nosotros, tener el respaldo para las actuaciones que en adelante vaya a hacer la JUNAFO, creo que esa es la base esencial para poder decirle como decía don Oslean en algún momento, ¿le comparto o no le comparto?, no se lo comparto porque el dueño de esto, según dijo la Dirección Jurídica es la JUNAFO. 

Por eso, es necesario tener ese respaldo legal nuestro, no es un tema de quien tiene más poder o quien tiene más interpretación, es trabajar con lo que tenemos y si ellos ven que las cosas se les complican, nos van a tocar la puerta. ¡Van a ver que así va a ser!”

El máster Mora Valdez, prosigue: “Atendiendo dos consultas, la primera de don Arnoldo acerca de cuál sería el procedimiento de cobro. 

Don Arnoldo, el procedimiento de cobro sería a través de la Dirección Jurídica, donde la Dirección Jurídica tiene que nombrar un órgano decisor del procedimiento, tiene que citar a la parte, tiene que llegar a una conciliación, tiene que la persona comprometerse a hacer abonos de polaco de 20 mil colones y pasaran seis meses o un año, etcétera.

Si la Dirección Jurídica determina que el monto es muy bajo, hace una resolución para el archivo correspondiente, porque es una situación incobrable, o en peor de los casos, en caso de muerte del deudor y que no se asigne a un beneficiario, entonces se extingue la deuda y eso pasa como un incobrable. Entonces, no habría forma de recuperar esas cantidades, esas sumas pagadas de más. 

Hago un comercial, la mayoría de las sumas pagadas de más que tenemos nosotros y pendientes de cobro, son de un aguinaldo del periodo 2005 y 2006, antes de que la Junta fuera instaurada, donde el Consejo Superior tomó la determinación de que no se les cobraría a las personas que recibieron ese pago duplicado, sino que se le cobraría hasta el momento de su muerte.

Entonces, la persona nunca paga ese monto, muera la persona, se queda la deuda y eventualmente, si la viuda o el cónyuge no deciden hacer frente a la situación, no hay forma de obligarlos, entonces por ahí estamos un poco complicados. 

La idea de ir al Fondo de Socorro Mutuo era una invitación administrativa donde se le decía a la persona, a los beneficiarios, su cónyuge tenía una deuda de 50 mil, 100 mil colones con el Fondo de Jubilaciones, lo invitamos a que honre esa deuda y que se tramite. Esa era la invitación, había personas que inmediatamente procedían a hacer la cancelación y otras personas que no les interesaba, porque ellos decían, muerta la persona que debía la deuda, yo no tengo porque pagarla, y con eso nosotros procedíamos con el archivo. 

Eso es una situación que como ustedes señalan, debemos ajustar el procedimiento y demás.

Con respecto a lo otro, me preocupa nada más, asignarle a don Diego y a don Eduardo, asesores jurídicos de la JUNAFO, un tema más, de que hagan un criterio jurídico sobre un criterio jurídico, estamos poniéndolos a ellos de alguna forma a analizar jurídicamente algo que ya viene analizado por una Dirección completa del Poder Judicial, salvo que ellos encuentren un vicio del procedimiento muy evidente, pensaría que deberían de concluir en términos muy similares a los que concluye la Dirección, y que con la sobrecarga de trabajo que les tenemos asignada a ellos, este asunto tardes semanas o hasta meses en regresar.

El tema es que hace la Dirección, cuál es la posición que quieren que adopte la administración con respecto a la información que solicita el Poder Judicial de aquí en adelante. Si no se toma la sugerencia que les hice y entiendo correctamente que es potestad de ustedes decidir si lo acogen o no, entonces, la posición sería que siempre y cuando venga una solicitud de alguna dependencia del Poder Judicial, nosotros si se las brindemos.

Esa sería la apertura, necesito aclaración para dictarle a las dependencias cual es la línea de pensamiento, porque cuando nosotros leímos ese criterio interpretábamos que, si lo que es bueno para un lado, también es bueno para el otro lado, basado en que habla acerca del resguardo de las bases de datos de cada Fondo, que no es lo mismo el Fondo de Socorro Mutuo, las bases de datos, tampoco es lo mismo lo del Fondo de Jubilaciones.

Me gustaría conocer cuál es la posición de ustedes y si es de apertura, no tengo inconveniente y darles esa información a las dependencias del Poder Judicial, por supuesto, lo haremos con el mayor agrado, si esa es la disposición que ustedes determinan”.

El integrante Hernández Solano, indica: “Recuerdo que, con la Dirección Jurídica, ya habíamos determinado que cualquier monto inferior a ₡174.000,00 (ciento setenta y cuatro mil colones) se pasaba a incobrables.

Y lo otro es, según lo que le entendí a don Parris, no es hacer un estudio jurídico, sino, hacer un estudio del Reglamento de Socorro Mutuo, para compararlo con el criterio de la Dirección Jurídica y entonces tomar una decisión al respecto”.

El integrante Arroyo Guzmán, aclara: “Voy a tratar de explicarme sobre la propuesta, no es un análisis jurídico sobre el criterio jurídico, es un análisis de lo que implica ese criterio en el quehacer de la JUNAFO, es diferente. Es decir, que los dueños de la información son tal y tal, entonces me parece que a Diego, que en este caso sería al que le correspondería rendir el criterio porque está en la plaza, el permiso es de Eduardo, creo que Diego no tardaría mayor cosa, con el conocimiento que tiene y demás, en emitir un criterio y decir; aplíquese en igual medida tal y tal cosa.

Lo que sí quisiera, es que quede el respaldo para la acción administrativa que sigue, que es lo importante, entonces lo que sí pediría, es la colaboración para ver si lo podrían sacar a la brevedad posible, para no dejar en indefensión a la administración, en el sentido de ¿qué hago? ¡Estoy en limbo! Me parece que Diego que es el llamado a sacar este criterio, no le va a llevar mayor tiempo, porque lo que hay que hacer es verificar lo que dice don Rodrigo en cuanto a los alcances de quien es el dueño de lo de la Administración Pública y demás.

Sobre lo que se dice del Reglamento, lo que está en la ley, lo que está en los procedimientos y el Reglamento del Socorro Mutuo es de la Dirección Ejecutiva, hay que tener cuidado de no entrar en las incompetencias que a veces nos tiramos dentro del Poder Judicial, esa es una competencia propia de la Dirección Ejecutiva. 

Insisto, en el tema de lo que don Oslean propone, que está muy bien, solo que tengamos esa evaluación por parte de la asesoría nuestra en lo que implica lo que nos está comunicando la Dirección Ejecutiva, que es un criterio de la Dirección Jurídica.

Para poder decir con respaldo legal; de ahora en adelante, como la Dirección Jurídica dice que no se puede hacer porque los dueños, porque donde se deposita la información, porque el que es el custodio de esa información es el responsable, como en el caso del Fondo del Socorro Mutuo, igual seria con el Fondo del Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

No me suena tan “costoso” contar con el criterio de Diego en ese sentido, y creo que podríamos solicitarlo lo más expreso posible para poder seguir accionando. No le veo tanto tema, solo es para que las acciones las podamos hacer”.

El integrante Quesada Madrigal, comenta: “En resumen, en virtud de este dictamen de la Dirección Jurídica, remitido por la Dirección Ejecutiva, se les solicita a los compañeros de la parte jurídica de JUNAFO analizar el procedimiento que se ha venido realizando, todo el procedimiento, como funciona el tema de Socorro Mutuo, analizarlos bajo la Ley N° 2281, Ley del Socorro Mutuo del Poder Judicial, y valorar como debíamos seguir funcionando respecto a esto. 

No hay que hacer mucho, es decir, hay que hacer algo, pero si esto va a durar tres meses o cinco meses ya es un tema de trabajo, disculpe don Oslean, hay que hacerlo.

El otro factor que veo que está metido y don Oslean lo metió, que no comparto es que nosotros no podemos pasarles información a ellos eso es otro tema, eso lo veremos en el momento en que nos piden información, entonces daremos nuestro criterio para estar bien basados en eso, pero separaría eso y nada más hacer eso que dije al inicio, como interpretarlo, como quedaría, como funcionaria, y punto, a ver si estamos de acuerdo. 

Después llegan aquí, lo valoramos y cuando nos piden información de otro lado, valoramos si la damos o no la damos, ya dependiendo de otro tema. Pero no podemos asumir esto, como que, si ellos nos dicen que no, nosotros también vamos a decir que no, no necesariamente, hay que hacer otro estudio diferente para eso”.

El integrante Arroyo Guzmán, comenta: “Para esto que dice don Parris, es importante ver el punto cinco que dice el criterio de la Dirección Jurídica, que es el sustento de lo que dice don Oslean, porque lo que dicen ellos es que uno puede tener los datos personales, que no podrán divulgarse, ponerse a disposición de un tercero, ni utilizarse para fines distintos de los cuales fueron recopilados. Ese es el tema que dice don Oslean sobre por ejemplo correos electrónicos y demás información que maneja la JUNAFO, por lo que digo que es importante analizar los alcances y lo que implica este criterio de la Dirección Jurídica, para con el quehacer de la JUNAFO y todas las acciones que en adelante se diga.

Por eso, me parece que lo de don Oslean es muy apropiado decirlo y contar con respaldo suficiente para poder emitir un criterio final”.

El integrante presidente, Segura Solís, expresa: “Entonces estamos de acuerdo en lo que se debe de hacer en este punto con las propuestas que hace don Oslean”.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial 4.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”
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Aunado a lo anterior, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, conoce la propuesta de modificación al citado acuerdo, remitida por el licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la JUNAFO, mediante correo electrónico del 26 de febrero del 2024, el cual literalmente dice:

“En sesión N. ° 25-2023, celebrada el 20 de junio del 2023, artículo XIX, los integrantes de la Junta Administradora, tras analizar el contenido del Criterio Jurídico N.º DJ-AJ-C-219-2023, acordaron: 

“1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial. 4.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes.” (El subrayado en negrita se adiciona).

En atención al requerimiento de la Junta Administradora descrito en el punto anterior, esta asesoría jurídica en fecha 04 de julio de 2023, emitió el criterio jurídico con número de oficio N° 052-AJ-DJA-2023, que en lo conducente refiere:

Recomendaciones:

“1.- Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, respetuosamente se recomienda a los miembros integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valore la factibilidad de solicitar información que pueda ser de utilidad o compartir con otras oficinas la que se posea, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles.

2.- De conformidad con lo analizado en este criterio y en atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 025-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, artículo XIX, el cual en su punto tercero indica: 

“3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial”

Se insta a los miembros integrantes de la Junta Administradora a reconsiderar la redacción del referido acuerdo en el sentido de incluir una excepción para las oficinas a las cuales, por un asunto de interés de la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se les pueda facilitar este tipo de información a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo.

3.- Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se recomienda emitir una resolución administrativa, en la que se establezca un monto mínimo a determinar por la Junta Administradora o en su defecto, se acoja como propio el monto de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”

En sesión N.° 28-2023, celebrada el 13 de julio del presente año, artículo N.º XXX, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tras analizar el criterio dispuso:

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por rendido el criterio jurídico emitido por el licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0052-AJ/DJA-2023 del 04 de julio del 2023, sobre los alcances del criterio emitido por la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-219-2023, referente a la competencia de la Dirección Ejecutiva para realizar cobros en nombre de la JUNAFO y la procedencia de suministrar los datos brindados por las personas beneficiarias para el trámite del Socorro Mutuo. 2.) Remitir al licenciado Eduardo Chacón, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, para que coordine el mejoramiento de la redacción de los acuerdos de esta Junta Administradora, según lo indicado en el citado criterio. (Lo subrayado en negrita se adiciona).
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Este es un asunto de datos sensibles si no me equivoco”.

Se le concede el uso de la palabra al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la JUNAFO, el cual aclara: “En una de las sesiones a raíz de un criterio jurídico, la Junta Administradora había tomado el acuerdo de indicar que la Dirección de la JUNAFO no podrá facilitar la información personal almacenada en nuestras bases de usuarios a dependencias del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial.

La Junta Administradora posteriormente hace una revisión de este acuerdo con base en un recurso que presentó don Orlando Aguirre y por propia voluntad de la Junta, me delegaron redactarlo diferente en el sentido de que por una cooperación institucional se puede cambiar ese punto 3, que es el que está subrayado en el puro inicio, indicando que esa información sí se puede dar, no sólo por resolución judicial. A un final somos oficinas a lo interno del Poder Judicial, entonces me lo remitieron a mí para proponer una redacción y cambiar el sentido del acuerdo.

Este acuerdo lo que hace es cambiar esa parte dispositiva con base en las manifestaciones que ustedes habían hecho, ese punto 3, en donde denegaba información lo estoy cambiando por este:

“3.) Por ser un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo”.

Es decir, aquí lo que se buscó es que existiera esa cooperación institucional entre las oficinas, que era lo que se habló en ese momento, eso sería básicamente”.

Se acuerda:	Con base en las manifestaciones realizadas por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde impera que entre las diferentes oficinas del Poder Judicial se debe brindar colaboración para lograr el cumplimiento de objetivos que representan un bien común para la institución, en aplicación a las buenas prácticas institucionales, se modifica el punto 3 del acuerdo adoptado en sesión N. ° 25-2023, celebrada el 20 de junio del 2023, artículo XIX, en el sentido de que se elimine “3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial”, y que sea sustituido por el siguiente punto: “3.) Por ser un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo”, manteniendo de manera incólume lo demás del citado acuerdo, por lo que quedará de la siguiente forma (se subraya la modificación):

“1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) Por ser un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo. 4.) Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valorará la factibilidad de solicitar o compartir con otras oficinas del Poder Judicial la información que se posea y que pueda ser de utilidad, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles. 5.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 6.) Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se acoge como propio el monto mínimo de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 7.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes”.

Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ARTICULO VII

Documento N° 150-2024

En sesión N° 012-2024 del 06 de marzo del 2024, artículo VI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 

“Se acuerda: Con base en las manifestaciones realizadas por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde impera que entre las diferentes oficinas del Poder Judicial se debe brindar colaboración para lograr el cumplimiento de objetivos que representan un bien común para la institución, en aplicación a las buenas prácticas institucionales, se modifica el punto 3 del acuerdo adoptado en sesión N. ° 25-2023, celebrada el 20 de junio del 2023, artículo XIX, en el sentido de que se elimine “3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial”, y que sea sustituido por el siguiente punto: “3.) Por ser un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo”, manteniendo de manera incólume lo demás del citado acuerdo, por lo que quedará de la siguiente forma (se subraya la modificación):

“1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) Por ser un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo. 4.) Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valorará la factibilidad de solicitar o compartir con otras oficinas del Poder Judicial la información que se posea y que pueda ser de utilidad, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles. 5.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 6.) Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se acoge como propio el monto mínimo de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 7.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes”.

Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.
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Aunado al acuerdo indicado anteriormente, se hace de conocimiento de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, lo siguiente:

Manifestaciones: 

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, expresa: “Buenos días para todos, a mí solo me queda una duda, no con el análisis que hizo la Asesoría Jurídica de la JUNAFO sino con la coadyuvancia que podemos darle nosotros al Poder Judicial y recibir de ellos, no en cuanto a que ellos no pueden cobrar en nombre de la Junta Administradora los montos girados de más por ejemplo, de sumas del del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sino en cuanto a la comunicación de la información.

Por ejemplo, al día de hoy si nosotros le preguntamos a la Dirección Ejecutiva o a Financiero Contable, si nos dimos cuenta que una persona falleció pero no tenemos la fecha, entonces antes era muy fácil primero que todo porque estábamos ahí mismo y sino al principio, cuando todavía había algo de comunicación o antes de este acuerdo les podíamos decir “mire, es que nos comunicaron que falleció Fulano de tal, quisiéramos saber si ya la persona se presentó a hacer el trámite de Socorro Mutuo”, con el fin de que nos pudieran brindar tanto la fecha exacta (porque deben presentar la declaración de defunción), como los datos de contacto de la persona ¿para qué?, para nosotros poder contactarla e iniciar los trámites que a nosotros nos compete. 

Sin embargo, después de que nos llegó el oficio de la Dirección Ejecutiva, Financiero Contable y la propia Dirección Ejecutiva nos dicen “no le puedo brindar la información ni la fecha de cuando falleció la persona ni los datos de contacto”, entonces no le veo congruencia que nosotros tengamos de que brindarle a todas las dependencias (lo cual no me parece malo) la información de datos de personas jubiladas y pensionadas que están en nuestras bases de datos pero no recibir nada a cambio en cuanto a eso.

Entiendo lo de la cuenta por cobrar, bueno a medias, pero se respeta; sin embargo, esto de la información me parece que, así como ellos son oficinas judiciales nosotros somos también una oficina judicial, entonces me queda la duda si nosotros podríamos hacer alguna instancia para que al menos se nos brinde ese tipo de datos, dado que sería recíproco el asunto. Entonces no sé cómo lo ven ustedes, si los compañeros de la Asesoría podrían valorar eso, si se podrá agregar un punto adicional por lo menos para dejar la instancia y en caso de que, definitivamente nos digan que no, por lo menos decir “nosotros hicimos todo lo que estuvo a nuestro alcance para lograrlo” pero no sé cómo lo ven, gracias”.

[bookmark: _Hlk162696038]El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Siendo congruente con lo que dice doña Ingrid y que fue lo que motivó el acuerdo original y que deriva en el informe que nos presentan los compañeros de la Asesoría Jurídica, me parece que lo que podemos hacer es más bien que la Dirección de la JUNAFO nos planteé un listado de aquella información que se nos está negando y hacer nosotros la instancia a través de la Corte Suprema y del Consejo Superior.

Ya lo hicimos una vez y ya recibimos una respuesta de la Dirección, entonces no podemos seguir acudiendo a la Dirección Ejecutiva; entonces, me parece muy valioso el aporte de doña Ingrid en el tema de que nosotros también vamos a requerir información, al final somos de los mismos, nada más que unos están activos y nosotros es después de que la persona decide jubilarse, pero al final somos el mismo Poder Judicial. 

Más bien yo haría mías las palabras y la preocupación de doña Ingrid y lo que haría es hacer un punto extra en este acuerdo y decirle a la Dirección de la JUNAFO que nos remita la lista de requerimientos que no son atendidos por la Dirección Ejecutiva u otra instancia del Poder Judicial, a fin de elevarlo a Corte Plena, me parece que es lo que nos toca don Juan Carlos, porque ya lo hemos hecho dos veces y recibimos esto, creo que es mejor limpiar la cancha y hacer ver que ni la JUNAFO es diferente a la Dirección Ejecutiva ni a Planificación en nada, en cuanto a la naturaleza misma, es decir somos del Poder Judicial, ¿verdad?, somos un órgano más, es cómo si cerraran sus puertas ante una información que solicita el Ministerio Público o la Defensa Pública, o sea hay competencias, sí yo lo sé y lo entiendo, pero también hay información que o sea ¿qué le va a generar eso de más?, entonces creo finalmente y reitero, hago mías las palabras de doña Ingrid y esa preocupación que tiene y lo que plantearía cómo un punto adicional es que la Dirección de la JUNAFO nos remita un listado de aquellas informaciones y acciones en donde requiere… derivadas de este acuerdo y dentro de este contexto, derivadas de aquellos que ellos necesiten, me parece que debería de ser lo necesario para todos nosotros”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Ese era un asunto que yo tenía para consulta desde un inicio, ¿cómo se enteraba la Junta cuando alguien fallece?, y me parece que no deberíamos estar sujetos a que un tercero nos informe, me parecía que debe ser directamente el Tribunal Supremo de Elecciones o Servicio Civil el que nos comunique, no sé si esto lo podemos tratar en otra sesión donde tengamos la comunicación directa con ellos, con el listado de los pensionados y jubilados que cuenta el Fondo y que una vez que ingrese a la base de datos una información de un fallecido, automáticamente sean ellos los que nos informen, no depender nosotros de un tercero, aunque apoyo la moción anterior, que esa información debe ser compartida a lo interno, esa sería la observación”.

La licenciada Moya Aguilar, aclara: “Solo para hacerlo de conocimiento de don William, para nosotros obtener la información de los fallecimientos de las personas beneficiarias del Fondo o hasta de las personas activas, porque a nosotros nos gusta estar al día con todo eso, nosotros nos damos cuenta por muchos motivos, igualmente le indico que nosotros antes de generar cada quincena de pago, cada planilla, al menos dos veces antes de, generamos un reporte que va a la base de datos del Tribunal Supremo de Elecciones y nos genera esa lista de personas fallecidas, entonces si la defunción ya está registrada -que actualmente los registros de las defunciones son casi inmediatas- nos damos cuenta muy rápido. 

Existen personas que por el tipo de fallecimiento o por el lugar donde fallecen, no son tan rápidas las comunicaciones y no tenemos la certeza del día exacto, qué sé yo, que falleció en un accidente o que apareció muerto en algún lugar y apenas están en la investigación, no se ha determinado la fecha exacta, debemos esperar a que se haga la autopsia por parte de la morgue; ese tipo de cosas son las que nos generan a veces ese problema, pero nosotros siempre hacemos cruces antes de generar la planilla con el fin de evitar de que se den sumas de más.

Sin embargo, hemos tratado de tener alternativas adicionales para poder tener de todos modos la comunicación con la familia y es ahí donde nos agarrábamos de la parte de Socorro Mutuo, que es un servicio al final que nos brindábamos mutuo como decíamos ahora y, ahora nosotros tenemos que darles la información a ellos, pero ellos a nosotros no, que ahí es donde yo no veo la lógica y la colaboración que entre oficinas deberíamos de darnos; ambas somos del Poder Judicial, estamos hablando del mismo tipo de personas, personas activas, personas jubiladas.

La información que estamos solicitando es solamente una fecha de fallecimiento, que al fin y al cabo va a estar registrada en algún momento en el Tribunal y, datos de contacto, ni siquiera es que queremos saber la religión o que si se sentía mujer o hombre, eso no; es simplemente buscar cómo localizar a la familia y poder tener datos más exactos, ¿con qué fin?, con el fin de no girar sumas de más del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, ¿por qué?, no sé si ustedes han escuchado algunas veces en las noticias, sale que el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social – IVM, ha girado de más montos exagerados de pensiones porque no les llegan las comunicaciones a tiempo de los fallecimientos de los beneficiarios y ahí quedan las sumas que nunca pueden recuperarse. ¿Cuál es nuestro objetivo?, evitar que esto pase, pero sí hacemos el reporte que le indico quincenalmente y, a veces dos o hasta tres veces por quincena”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, agrega: “Nosotros podríamos también hacer algo a nivel de lo que dijo don Parris la sesión pasada que no lo hemos hecho todavía, que dentro de alguna publicidad por las redes sociales hacer este tipo de comunicados, como una cápsula informativa referente a este tipo de situaciones que sobre todo la familia puede verse en angustias al momento de tener a la persona fallecida y no tener dinero para poder afrontar los gastos del funeral y entonces por ahí también podríamos solventar esta situación, y no sé si ustedes creen que haya que agregar algo aquí al acuerdo, con base en lo que dice doña Ingrid o está bien así cómo quedó”.

El integrante Arroyo Guzmán, consulta: “Entonces ¿queda desechado el tema de haberles solicitado a la Dirección de la JUNAFO un listado con las particularidades que requiere información?, porque estamos analizando el famoso tema de que deme la información y yo no le doy, para decirlo muy a lo tico, pero si va a quedar desechada para que quede también en actas, por lo menos yo sí solicito que se incorporara y que la Dirección de la JUNAFO…, para poder accionar nosotros como Junta, pero sí que quede, porque es un tema de información, como dice Ingrid, desde el pasado conozco este tipo de información de intercambio. Insisto, el tema es que nosotros somos un mismo cuerpo con diferentes sombreros porque nos tocó, pero sino entonces por lo menos que quede en acta mi solicitud”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “Era nada más para recordar precisamente el punto que habló don Rodrigo, si se somete a moción lo que él está planteando e Ingrid”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Voy a someter a votación la propuesta realizada por don Rodrigo en el sentido de que se amplíe la información requerida por la JUNAFO para efectos de información de las personas fallecidas lo más pronto posible por parte ya sea… es que aquí hay otro problema también, cuando vemos una noticia de que la persona falleció por ejemplo, o que están haciéndole la autopsia, pues ya sabemos que está muerto, las causas no nos interesan por las cuales falleció, será al Organismo de Investigación Judicial – O.I.J o a otro órgano que le interese el tema, pero si le parece don Rodrigo que esa sea la posición que usted plantea”.

El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Reitero, el tema es que más bien requerimos de información de las oficinas, entonces nuevamente apelaría a que acordemos a que la Dirección de la JUNAFO nos facilite a nosotros un listado de aquella información que no está siendo facilitada por alguna oficina del Poder Judicial, a fin de establecer nosotros contactos con Corte Plena, que es nuestro jerarca, entonces lo plantearía en esa línea muy respetuosamente”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con la propuesta dada por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán.

Se acordó:	Una vez conocido y discutido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: Solicitarle a la Dirección de la JUNAFO remita un listado detallado de aquella información que no está siendo facilitada por las diferentes oficinas del Poder Judicial, con el fin de tomar las medidas necesarias para garantizar un flujo adecuado de información, en relación con la gestión administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc160488136]ARTICULO VIII

Documento N° 596-2023, 734-2023 / 151-2024

En sesión N° 25-2023 del 20 de junio de 2023, artículo XIX, esta Junta Administradora, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:

“(…) Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial 4.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”
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Posteriormente, en sesión N° 028-2023 celebrada el 13 de julio de 2023, artículo XXXII, se dispuso literalmente:

“El licenciado Orlando Aguirre Gómez, presidente de la Corte Suprema de Justicia, mediante nota recibida el 10 de junio de 2023, remitió:

“El suscrito, ORLANDO AGUIRRE GÓMEZ, en mi condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, me presento ante esa Junta, a interponer recurso de reconsideración en contra del punto 3 del acuerdo N° 25-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, de artículo XIX, con base en las siguientes consideraciones:

I.- En el acuerdo N° 25-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, de artículo XIX, la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones dispuso lo siguiente:

" Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial 4.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes”.

Como se advierte del acuerdo transcrito, lo acordado por la Junta dispuso no facilitar información personal almacenada en las bases de datos respecto a usuarios, jubilados y pensionados a dependencia alguna del Poder Judicial, más sin hacer distinción alguna respecto del tipo de datos a ser suministrados.

Tal tratamiento genérico es contrario a lo dispuesto en el artículo 9.3 de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, toda vez que incorpora la no posibilidad de compartir datos de acceso irrestricto, lo cual no es procedente.

Las restricciones a la información que no corresponden a dates sensibles o de carácter restringido, son improcedentes, máxime en el supuesto de que dicha información puede ser necesario para la adecuada prestación de servicios públicos (art. 8 de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales).

II.- El acuerdo objetado está viciado de nulidad por carecer de fundamentación técnica. Como se advierte del punto 4) del acuerdo en mención, se está adoptando la decisión respectiva sin contar con un criterio jurídico que fundamente así lo acordado en el punto objetado.

Lo anterior es contrario al artículo 136.c de la Ley General de la Administración Pública, en tanto dispone lo siguiente:

“1. Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos: …
c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos . . .”.

Conforme lo anterior, el acto adoptado se encuentra viciado de nulidad, por lo que aplica lo dispuesto en el artículo 162 de la Ley General de la Administración Pública al caso en particular.

III.- Los razonamientos empleados para adoptar el acuerdo en mención son omisos de analizar los diferentes extremos planteados en el criterio comunicado a esa Junta, lo cual lo hace viciado de nulidad absoluta conforme el artículo 132 de la Ley General de la Administración Pública, en tanto no tomó en consideración todas las cuestiones de hecho y derecho que fundan su motivo y sin que lo dispuesto posea una proporcionalidad y una correspondencia del motivo, toda vez que el punto acordado e impugnado ni siquiera se encontraba agendado por esa Junta para la respectiva sesión ni posee conexidad o coherencia con lo que se estaba conocido y resolviendo en la sesión.

Dado lo último lo acordado es contrario al artículo 54.4 de la Ley General de la Administración Pública que impide adoptar acuerdos sobre asuntos que no se encuentren en el respectivo orden del día.

Petitoria

Con base en las normas invocadas, solicito se acoja el recurso opuesto y se reconsidere el acuerdo N° 25-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, de artículo XIX, por los vicios de nulidad absoluta invocados.”

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Propondría, como ya lo vimos hace dos artículos atrás que hay un tema de Diego, que ya va encaminado sobre este tema y es un recurso, ¿verdad?, la naturaleza como recurso, lo trasladaría a la Asesoría Jurídica para que valore el recurso y recomiende a esta Junta lo pertinente, porque los antecedentes y demás ya son elementos que ya ellos han evaluado y ya los tienen. Entonces, hacer un recurso con las formalidades de ley y demás, me parece que sí deberíamos de tener ese análisis de parte de la asesoría nuestra”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, manifiesta: “Está bien. Me parece bien si todos los demás están de acuerdo”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado presentes manifiestan estar de acuerdo con la propuesta indicada por el máster Arroyo Guzmán.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Previamente a resolver lo correspondiente, trasladar a la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el recurso presentado por el licenciado Orlando Aguirre Gómez, presidente de la Corte Suprema de Justicia, mediante nota recibida el 10 de junio de 2023. 2.) Comunicar al magistrado Aguirre Gómez, que esta Junta conoció en el artículo XXX, de esta misma sesión, el criterio N° 0052-AJ/DJA-2023 del 04 de julio de 2023, suscrito por el licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, donde recomienda modificar el acuerdo mencionado en su escrito, por lo que dicha Asesoría Jurídica, remitirá la rectificación de la disposición que se había adoptado, la cual se le estará comunicado a la brevedad en cuanto sea conocida y aprobada por este cuerpo colegiado.
La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad”.
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Finalmente, en sesión N° 012-2024 del 06 de marzo de 2024, artículo VI, se tomó el acuerdo que en lo que interesa, literalmente dice:

“(…) Se acuerda: Con base en las manifestaciones realizadas por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde impera que entre las diferentes oficinas del Poder Judicial se debe brindar colaboración para lograr el cumplimiento de objetivos que representan un bien común para la institución, en aplicación a las buenas prácticas institucionales, se modifica el punto 3 del acuerdo adoptado en sesión N. ° 25-2023, celebrada el 20 de junio del 2023, artículo XIX, en el sentido de que se elimine “3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial”, y que sea sustituido por el siguiente punto: “3.) Por ser un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo”, manteniendo de manera incólume lo demás del citado acuerdo (…)”.
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Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0022-AJ/DJA-2024 del 26 de febrero del 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, el cual literalmente dice:

“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 028-2023 celebrada el 13 de julio de 2023, artículo XXXII, en donde se remite el recurso de reconsideración presentado por el señor Orlando Aguirre Gómez, en contra del en contra del punto 3) del acuerdo tomado en sesión N° 25-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, de artículo XIX, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LOS ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

1. Con oficio N.º 0351-TE-2022 fechado 13 de mayo de 2022, la Dirección Ejecutiva, informó a la Dirección de la JUNAFO, lo siguiente: 
“Dado lo anterior, se remite el presente oficio con el fin de comunicar que la función de recuperar sumas giradas de más del FJPPJ, debe ser gestionada por esa Dirección, siendo que el Macroproceso Financiero Contable en lo sucesivo no procederá a realizar dicha acción cuando se tramiten Liquidaciones del Fondo de Socorro Mutuo.” 

2. Mediante oficio N.º 0124-SAF/DJA-2022 fechado 13 de junio de 2022, la Dirección de la JUNAFO, remitió respuesta al oficio N.º 0351-TE-2022, conforme a lo que a continuación se destaca: 

“Sobre este particular, es importante aclarar que esta Dirección está en búsqueda con este procedimiento del momento oportuno para recuperar los recursos dinerarios que le corresponden al Fondo aludido, por cuanto proceder de forma posterior, podría implicar un detrimento en la liquidación de las cuentas por cobrar que se mantienen vigentes e iría en contra del principio in dubio pro-fondo. 
Por lo antes expuesto, tal como se indicó se solicita una reconsideración para que el Macroproceso Financiero Contable, mantenga la aplicación del procedimiento de recuperación de sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como se ha estado realizando y que ha sido de gran ayuda para la liquidación de las cuentas por cobrar que pueden ser objeto de este proceso.” 

3. Por medio de oficio N° 2277-DE-2022 fechado 07 de julio de 2022, la Dirección Ejecutiva solicitó criterio jurídico a la Dirección Jurídica, respecto a la situación que nos ocupa, de lo cual se extrae lo siguiente: 

“No obstante lo anterior, es nuestro criterio que tanto esta Dirección Ejecutiva como el Departamento Financiero Contable, actualmente carecen de competencia para la recuperación de sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo que, con el fin de colaborar, solicitamos criterio jurídico, para que se nos indique si, desde la perspectiva legal, es posible remitir una copia a la JUNAFO, de la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios y constan sus datos personales como lo son sus teléfonos y otros, para que con esa información la Junta los localice e inicie la recuperación de los dineros o, si por el contrario, eso no es viable al estar protegidos los datos como información sensible. De estar en presencia de esa condición, se solicita aclarar cuál información podría revelarse a la administración del Fondo para que puedan emprender acciones de recuperación como instancia competente.”

4. En fecha 09 de noviembre de 2022, la Licda. Yesenia Flores Chacón y el MPM. Oslean Mora Valdez, jefa a. i del Subproceso Administrativo Financiero y Director a. i. de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, respectivamente, reiteran a la Dirección Ejecutiva a través del oficio N.º 264-SAF-DJA-2022:

“(…) analizar la posibilidad de mantener la gestión de recuperación por parte del Macroproceso Financiero Contable, mientras se cuenta con el criterio jurídico correspondiente, procurando abonar las cuentas por cobrar que se mantienen a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el momento más oportuno”.

5. La Dirección Jurídica en fecha 29 de mayo de 2023 emitió el Criterio Jurídico N.º DJ-AJ-C-219-2023 en el que concluye lo siguiente:

“1. La naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial es otorgar una protección adicional al beneficiario o beneficiarios designados, o, a falta de ello, a los herederos legítimos, así declarados en firme, frente a los riesgos derivados del fallecimiento del mutualista; de manera que, el citado Fondo, encuentra sustento jurídico en el principio cristiano de justicia y solidaridad social, desarrollado en el artículo 74 de la Constitución Política; entendiéndose que tiene una finalidad determinada de protección y beneficio social.
2. Los montos a recuperar por concepto de sumas giradas de más que corresponden al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conciernen a deudas personales que deben ser cobradas mediante el un proceso sucesorio, debiendo apersonarse la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones como parte acreedora.
3. Según dispone la Ley General de la Administración Pública en el artículo 59, inciso 1, la competencia será regulada por la ley; es decir, la competencia es reserva de ley; en otras palabras, sólo por ley puede establecerse. Asimismo, la Administración Pública se encuentra sometida al Principio de Legalidad Administrativa regulado en los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública. En ese sentido, se debe comprender que, la Administración deberá actuar conforme a lo establecido en el ordenamiento jurídico.
4. La información personal le compete únicamente a la persona dueña de la misma, por lo tanto, la Administración Pública tiene el deber de resguardarla y brindarle protección con base en un correcto manejo de la información a la que pueda tener acceso, esto debido a que el Estado funge como custodio y tiene la obligación de asegurar el respeto de la intimidad y la dignidad humana.
5. Los datos personales que constan en la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios o herederos legítimos del Fondo de Socorro Mutuo, son únicamente de interés para la Administración Pública y su titular; además, contiene datos personales que no podrán divulgarse, ponerse a disposición de terceros ni utilizarse para fines distintos de los cuales fueron recopilados, excepto, cuando la persona titular de los datos consienta la cesión de sus datos, o bien, por disposición de autoridad judicial competente.”

6. En sesión N. ° 25-2023, celebrada el 20 de junio del 2023, artículo XIX, los integrantes de la Junta Administradora, tras analizar el contenido de dicho criterio transcrito anteriormente, acordaron: 

“1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial 4.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes.”

7. En atención al requerimiento de la Junta Administradora descrito en el punto anterior, esta asesoría jurídica en fecha 04 de julio de 2023, emitió el criterio jurídico con número de oficio N° 052-AJ-DJA-2023, que en lo conducente refiere:

“1.- Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, respetuosamente se recomienda a los miembros integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valore la factibilidad de solicitar información que pueda ser de utilidad o compartir con otras oficinas la que se posea, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles.
2.- De conformidad con lo analizado en este criterio y en atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 025-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, artículo XIX, el cual en su punto tercero indica: 
“3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial”
Se insta a los miembros integrantes de la Junta Administradora a reconsiderar la redacción del referido acuerdo en el sentido de incluir una excepción para las oficinas a las cuales, por un asunto de interés de la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se les pueda facilitar este tipo de información a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo.
3.- Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se recomienda emitir una resolución administrativa, en la que se establezca un monto mínimo a determinar por la Junta Administradora o en su defecto, se acoja como propio el monto de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”

El criterio jurídico se conoció en la sesión N° 28-2023, celebrada el 13 de julio del presente año, artículo XXX.

8. Posteriormente el día 10 de julio del 2023, fue interpuesto recurso de reconsideración por parte del señor Orlando Aguirre Gómez, en su condición de presidente de la Corte Suprema de Justicia, en contra del punto 3 del acuerdo N° 25-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, de articulo XIX.

9. En sesión N.º 28-2023, celebrada el 13 de julio del presente año, artículo XXX, tras haber analizado el criterio jurídico N° 052-AJ-DJA-2023 mencionado anteriormente, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tras analizar el criterio dispuso:

“1.) Tener por rendido el criterio jurídico emitido por el licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0052-AJ/DJA-2023 del 04 de julio del 2023, sobre los alcances del criterio emitido por la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-219-2023, referente a la competencia de la Dirección Ejecutiva para realizar cobros en nombre de la JUNAFO y la procedencia de suministrar los datos brindados por las personas beneficiarias para el trámite del Socorro Mutuo. 2.) Remitir al licenciado Eduardo Chacón, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, para que coordine el mejoramiento de la redacción de los acuerdos de esta Junta Administradora, según lo indicado en el citado criterio.”

10. En la misma sesión indicada en el punto anterior, artículo XXXII, al conocer la gestión incoada por el señor Aguirre Gómez, acordó en lo que interesa:

“1.) Previamente a resolver lo correspondiente, trasladar a la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el recurso presentado por el licenciado Orlando Aguirre Gómez, presidente de la Corte Suprema de Justicia, mediante nota recibida el 10 de junio de 2023. 2.) Comunicar al magistrado Aguirre Gómez, que esta Junta conoció en el artículo XXX, de esta misma sesión, el criterio N° 0052-AJ/DJA-2023 del 04 de julio de 2023, suscrito por el licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, donde recomienda modificar el acuerdo mencionado en su escrito, por lo que dicha Asesoría Jurídica, remitirá la rectificación de la disposición que se había adoptado, la cual se le estará comunicado a la brevedad en cuanto sea conocida y aprobada por este cuerpo colegiado.”

11. El licenciado Eduardo Chacón Monge, en fecha 26 de febrero de 2024, remitió la propuesta de la nueva redacción del artículo XIX de la sesión N.º 025-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, el cual quedó de la siguiente manera:

“1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) Por un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo. 4.) Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valorará la factibilidad de solicitar o compartir con otras oficinas del Poder Judicial la información que se posea y que pueda ser de utilidad, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles. 5.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 6.) Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se acoge como propio el monto mínimo de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 7.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes.)”

II.- PRETENSIONES Y FUNDAMENTO:

De una revisión del libelo presentado por el estimable presidente de la Corte Suprema de Justicia Orlando Aguirre Gómez, se desprende que su inconformidad versa en torno a lo acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, relativo a su decisión de no facilitar información personal almacenada en sus bases de datos respecto a usuarios, jubilados y pensionados a dependencia alguna del Poder Judicial, sin hacer distinción alguna respecto del tipo de datos a ser suministrados. Según refiere don Orlando, tal tratamiento genérico es contrario a lo dispuesto en el artículo 9.3 de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, toda vez que incorpora la no posibilidad de compartir datos de acceso irrestricto, lo cual considera que no es procedente. Aduce, las restricciones a la información que no corresponden a datos sensibles o de carácter restringido, son improcedentes, máxime en el supuesto de que dicha información pueda ser necesaria para la adecuada prestación de servicios públicos (art. 8 de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales).

Continúa manifestando don Orlando que, de conformidad con los artículos 132 y 136 indico c) de la Ley General de la Administración Pública, el acuerdo objetado está viciado de nulidad por carecer de fundamentación técnica, pues se emitió el acuerdo sin contar con un criterio jurídico que lo fundamente, amén de que, lo dispuesto, no guarda una proporcionalidad y una correspondencia con el motivo, toda vez que el punto acordado e impugnado ni siquiera se encontraba agendado por la Junta para la respectiva sesión ni posee conexidad o coherencia con lo que se estaba conociendo y resolviendo en la sesión. 

Con base en las normas invocadas, solicita se acoja el recurso opuesto y se reconsidere el acuerdo N° 25-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, de artículo XIX, por los vicios de nulidad absoluta invocados.

III.- SOBRE EL FONDO DE LA GESTIÓN:

El señor Orlando Aguirre Gómez, presidente de la Corte Suprema de Justicia, mediante nota recibida el 10 de junio de 2023, interpone recurso de reconsideración contra lo resuelto por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 25-2023 del 20 de junio de 2023, artículo XIX, en lo que respecta a no facilitar información personal almacenada en las bases de datos, de usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial.

En ese sentido, es importante aclarar que durante la celebración de la sesión N°25-2023, al discutir el fondo del artículo XIX, relacionado con el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-C-219-2023, en el que se hace ver que, los datos personales que constan en la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios o herederos legítimos del Fondo de Socorro Mutuo, son únicamente de interés para la Administración Pública y su titular por contener datos personales que no pueden divulgarse, ponerse a disposición de terceros ni utilizarse para fines distintos de los cuales fueron recopilados, excepto, cuando la persona titular de los datos consienta la cesión de sus datos, o bien, por disposición de autoridad judicial competente, hubo una propuesta de utilizar esos mismos argumentos para negar, en igual sentido, la información que posee la JUNAFO, a las demás dependencias del Poder Judicial. Sin embargo, se planteó por uno de los integrantes que, antes de tomar un acuerdo en ese sentido, era necesario contar con un criterio de la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora para dimensionar la trascendencia del acuerdo, no obstante, en el acta N°25-2023, se incluyó el acuerdo sugerido como punto 3), sin contar con el criterio legal y más bien, en un punto 4) se requirió un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial.

Como puede advertirse, se cometió un error en la redacción del acta de la sesión N°25-2023, artículo XIX, pues en lugar de indicarse que el criterio jurídico que se solicitaba estaba orientado a determinar la pertinencia de utilizar el criterio de la Dirección Jurídica como respaldo para justificar la decisión de no facilitar la información de las bases de datos de la JUNAFO a otras oficinas judiciales, así como a analizar las implicaciones del referido criterio para la Junta Administradora, se incluyó como acuerdo en el punto tercero lo siguiente: 

“La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial” 

Ahora bien, es menester señalar que, en acatamiento a lo solicitado en el punto 4) del acuerdo tomado sobre el artículo XIX de la sesión N°25-2023, esta asesoría tras analizar el criterio de la Dirección Jurídica N.º DJ-AJ-C-219-2023, emitió el criterio N° 0052-AJ/DJA-2023, mediante el cual se planteó ante las personas integrantes de Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, una serie de recomendaciones según se expone a continuación:

“1.- Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, respetuosamente se recomienda a los miembros integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valore la factibilidad de solicitar información que pueda ser de utilidad o compartir con otras oficinas la que se posea, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles.

2.- De conformidad con lo analizado en este criterio y en atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.º 025-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, artículo XIX, el cual en su punto tercero indica: 

“3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial”

Se insta a los miembros integrantes de la Junta Administradora a reconsiderar la redacción del referido acuerdo en el sentido de incluir una excepción para las oficinas a las cuales, por un asunto de interés de la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se les pueda facilitar este tipo de información a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo.

3.- Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se recomienda emitir una resolución administrativa, en la que se establezca un monto mínimo a determinar por la Junta Administradora o en su defecto, se acoja como propio el monto de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.””

Dichas recomendaciones fueron acogidas por la Junta Administradora al conocer el criterio jurídico N° 0052-AJ/DJA-2023, en sesión N° 28-2023, artículo XXXIV, siendo que se requirió a la Asesoría Legal, proceder con la redacción final del acuerdo tomado sobre el artículo XIX de la sesión N°25-2023. Quedando el mismo de la siguiente forma:

“1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) Por un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo. 4.) Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valorará la factibilidad de solicitar o compartir con otras oficinas del Poder Judicial la información que se posea y que pueda ser de utilidad, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles. 5.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 6.) Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se acoge como propio el monto mínimo de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 7.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes.”

Así las cosas, se concluye que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tuvo la voluntad de rectificar el acuerdo que dio pie a la impugnación que se analiza en el sub-lite, razón por la cual, carece de relevancia entrar a conocer el fondo del recurso, por cuanto el aspecto con el que estaba inconforme el señor presidente de la Corte Suprema de Justicia, ya no forma parte del acuerdo recurrido.

Por otra parte, es imperativo comunicar al estimable presidente Orlando Aguirre Gómez, que la decisión de la Junta de modificar lo acordado en el punto tercero del acuerdo tomado en sesión N°25-2023, artículo XIX, obedece a la importancia que involucra el espíritu de colaboración entre las diferentes dependencias judiciales, para la adecuada prestación de servicios públicos, en virtud de lo cual, se espera esa reciprocidad como institución.

IV.- CONCLUSIONES:

1.- En sesión N°25-2023, artículo XIX, se incluyó incorrectamente en el acuerdo el punto 3) que indica:

“La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial” 

2.- En acatamiento a lo solicitado en el punto 4) del acuerdo tomado sobre el artículo XIX de la sesión N°25-2023, esta asesoría tras analizar el criterio de la Dirección Jurídica N.º DJ-AJ-C-219-2023, emitió el criterio N° 0052-AJ/DJA-2023, mediante el cual se plantearon ante las personas integrantes de Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, las siguientes recomendaciones:

“1.- Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, respetuosamente se recomienda a los miembros integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valore la factibilidad de solicitar información que pueda ser de utilidad o compartir con otras oficinas la que se posea, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles.

2.- De conformidad con lo analizado en este criterio y en atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.º 025-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, artículo XIX, el cual en su punto tercero indica: 

“3.) La Dirección de la JUNAFO, no podrá facilitar información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a dependencia alguna del Poder Judicial, excepto por solicitud expresa de una resolución judicial”
Se insta a los miembros integrantes de la Junta Administradora a reconsiderar la redacción del referido acuerdo en el sentido de incluir una excepción para las oficinas a las cuales, por un asunto de interés de la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se les pueda facilitar este tipo de información a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo.”

3.- Dichas recomendaciones fueron acogidas por la Junta Administradora al conocer el criterio jurídico N° 0052-AJ/DJA-2023, en sesión N° 28-2023, artículo XXXIV, siendo que se requirió a la Asesoría Legal, proceder con la redacción final del acuerdo tomado sobre el artículo XIX de la sesión N° 25-2023. Quedando el mismo de la siguiente forma (se subraya la modificación realizada):

“1.) Tener por recibido el oficio N° 1725-DE-2023 del 02 de junio de 2023 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva. 2.) Tomar nota del criterio jurídico N° DJ-AJ-C-219-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, director jurídico interino, dirigido a la Dirección Ejecutiva, en el que ratifica que la Dirección Ejecutiva no resulta competente para realizar cobros en nombre de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y que tampoco es procedente suministrar los datos brindados por beneficiarios para el trámite del Socorro Mutuo en su favor. 3.) Por un asunto de interés para la Junta Administradora o de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se podrá facilitar esta información personal almacenada en nuestras bases de datos respecto a usuarios, jubilados y/o pensionados, a las dependencias del Poder Judicial a efectos de hacer notificaciones sobre asuntos relacionados con el propio Fondo. 4.) Por un tema de interés institucional, al resultar necesaria la colaboración entre las diferentes oficinas del Poder Judicial, en forma casuística y mediante acto administrativo debidamente justificado, se valorará la factibilidad de solicitar o compartir con otras oficinas del Poder Judicial la información que se posea y que pueda ser de utilidad, respetando las disposiciones normativas y velando por el resguardo de los datos sensibles. 5.) Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remita un criterio sobre el procedimiento y la Ley N° 2281 de Socorro Mutuo del Poder Judicial, a fin de tener un alcance más amplio y desde la perspectiva de la JUNAFO, de lo expuesto por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 6.) Dada la carga de trabajo que esta labor de cobro puede acarrear para la Dirección de la Junta Administradora, se acoge como propio el monto mínimo de ciento noventa y dos mil colones (¢192.000.00) establecido para el Poder Judicial en sesión del Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo N. ° XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 7.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y de la Dirección Jurídica para los fines correspondientes.”

Se comunica al presidente Orlando Aguirre Gómez que, la decisión de la Junta Administradora de modificar el artículo referido obedece a la conciencia que impera de que entre las diferentes oficinas del Poder Judicial se debe brindar colaboración para lograr el cumplimiento de objetivos que representan un bien común para la institución, por lo que, como buena práctica institucional, es fundamental promover que esa misma colaboración sea recíproca para con la JUNAFO. 

V.- RECOMENDACIONES:

1.- Esta Asesoría Jurídica recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Tomar nota del recurso incoado por el señor Orlando Aguirre Gómez, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, por cuanto el mismo carece de sentido en razón de que la Junta Administradora, mediante acuerdo tomado en sesión N° 28-2023, artículo XXXIV, acordó modificar el punto tercero del acuerdo tomado la sesión N° 25-2023, artículo XIX, siendo el contenido de dicho acuerdo lo que generó la interposición del recurso de marras.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado en sesión N° 028-2023 celebrada el 13 de julio de 2023, artículo XXXII, para lo que a bien estime disponer la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.

- 0 -

Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta dispone: 1.) Tener por rendido el criterio jurídico N° 0022-AJ/DJA-2024 del 26 de febrero de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, solicitado por este órgano colegiado en sesión N° 028-2023 del 13 de julio de 2023, artículo XXXII, relacionado con el recurso de reconsideración presentado por el señor Orlando Aguirre Gómez, en su calidad de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, en contra del punto 3) del acuerdo tomado por este órgano colegiado en sesión N° 025-2023 celebrada el 20 de junio de 2023, artículo XIX. 2.) Acoger la recomendación emitida en el citado criterio, en consecuencia, se toma nota del recurso incoado por el presidente Orlando Aguirre Gómez y, se le comunica que esta Junta Administradora en sesión N.º 028-2023, celebrada el 13 de julio del 2023, artículo XXX, acordó modificar el acuerdo tomado en sesión N° 25-2023, celebrada el 20 de junio de 2023, artículo XIX, modificación que fue ratificada en la presente sesión, bajo el artículo VI. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la Corte Suprema de Justicia. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
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[bookmark: _Toc160488139]ARTICULO IX

Documento N° 147-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° SP-217-2024 del 26 de febrero de 2024, suscrito por la señora Patricia Abarca R., directora de la División de Supervisión Operativa y Financiera de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, el cual dice literalmente:

“En el ejercicio del proceso de supervisión, se determinó que las actas del Órgano de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) correspondientes a las sesiones sostenidas en enero[footnoteRef:2] y febrero de 2024 no han sido ingresadas, junto con los documentos que las respaldan, en el repositorio designado para estos efectos.  [2:  Para enero 2024 únicamente se cuenta con acceso a las grabaciones correspondientes.] 


La situación descrita no se ajusta a lo dispuesto en el artículo 5 del acuerdo SP-A-228-2020, Disposiciones aplicables a las actas que deben llevar los Órganos de Dirección y los Comités de Riesgo y de Inversiones de las entidades reguladas, en el cual se señala el plazo disponible para la colocación de las actas en el repositorio correspondiente:

Artículo 5. Plazo El secretario deberá cumplir con el siguiente flujo temporal para la (i) redacción, (ii) circulación de borradores, (iii) redacción del acta definitiva, (iv) firma del presidente y secretario, (v) la colocación de las actas y documentos en el repositorio o carpeta indicada en el inciso f) del artículo anterior, y la comunicación a la Superintendencia de Pensiones sobre esto último. El cumplimiento de todas estas etapas, desde la redacción del borrador del acta hasta la comunicación a la Superintendencia de Pensiones sobre la colocación definitiva del acta y los documentos conocidos o discutidos en la respectiva sesión en la carpeta o repositorio, no podrá exceder de diez días hábiles (10) días hábiles, a partir del día siguiente al de la celebración de la correspondiente sesión del Comité de Inversiones y el Comité de Riesgos. Tratándose de los Órganos de Dirección, este plazo será de quince (15) días hábiles. (El destacado no corresponde al original.) 

Por lo anterior, se le solicita incluir a la mayor brevedad las actas del Órgano de Dirección, junto con su documentación de respaldo correspondiente, con el fin de dar cumplimiento oportuno a la citada disposición normativa.

Además de lo anterior, se le solicitar informar en los cinco días hábiles posteriores a este oficio, las razones que originaron la situación comentada y puntualizar las acciones concretas que implementarán para evitar casos similares en el futuro”.
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[bookmark: _Hlk160484927]Aunado a lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO y la licenciada Annie Ramírez Solano, prosecretaria interina de la Secretaría de la JUNAFO, mediante copia del oficio N° 0088-DJA-2024 del 29 de febrero de 2024, informan lo siguiente:

“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, en atención al oficio N.° SP-217-2024, donde se indica que las actas del Órgano de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) correspondientes a las sesiones sostenidas en enero y febrero de 2024 no han sido ingresadas, junto con los documentos que las respaldan, en el repositorio designado para estos efectos.

Al respecto se informa que han acontecido una serie de eventos que han generado el retraso en el proceso previamente citado, los cuales se detallan a continuación:

1. Modificación de la conformación de Junta Administradora del FJPPJ para el año 2024-2025, según lo acordado en sesión N.° 002-2024 celebrada el 18 de enero de 2024, artículo XLI, designando como Secretario al licenciado Parris Quesada Madrigal a partir del 27 de enero de 2024.
2. La capacitación al nuevo Secretario de la JUNAFO a fin de que conozca el procedimiento de inclusión de la información al repositorio de la Superintendencia de Pensiones, la cual a la fecha no ha sido posible concretar.
3. Ausencia prolongada por incapacidad por enfermedad de la Prosecretaria titular de la Secretaría de la JUNAFO, desde el 05 de febrero de 2024; puesto que tiene a cargo la actividad de la despersonalización de las actas.
4. Proceso de capacitación de la servidora que asume el puesto de Prosecretaria en las distintas labores del puesto y la curva de aprendizaje que esto conlleva.
5. Movimientos en el personal de la Secretaría de la JUNAFO (asistentes de prosecretario), lo que ha implicado un proceso de recargo de labores para las personas servidoras de dicha área, así como el proceso de capacitación al personal nuevo en las distintas labores que se deben realizar en esos puestos y la curva de aprendizaje correspondiente.
6. Sesiones extraordinarias del órgano colegiado, lo que ha incrementado el volumen de trabajo significativamente.

Aunado a lo anterior, se informa que dicho repositorio se encuentra debidamente actualizado con las actas que ya han sido aprobadas por el órgano colegiado. Asimismo, se realizarán todos los esfuerzos posibles a fin de continuar con el cumplimiento de la citada normativa en el plazo establecido.

En relación con las acciones concretas que se implementarán para evitar casos similares en el futuro, nos permitimos indicar que se espera que en los próximos meses haya una mayor estabilidad en los movimientos del personal y que con la inducción respectiva no se vuelvan a presentar retrasos importantes en la inclusión de las actas de la JUNAFO en el repositorio de la SUPEN.

De tal manera, se da por atendida la solicitud emitida por medio del oficio N.° SP-217-2024 y se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o consulta que al respecto sea requerida”.
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Manifestaciones:

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Hay como una advertencia ahí de la Superintendencia respecto al tema de las actas, entonces yo quería… yo tengo en mi poder, una solicitud de inducción para el cargo, yo le envié a doña Ingrid con copia a la Presidencia el 6 de febrero, cuando yo indico que deseo solicitar una orientación sobre el cargo como Secretario de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para seguir haciéndolo bien, pero yo sí hice esa gestión porque pareciera ahí como que no está funcionando bien lo que estoy desempeñando.

Ingrid me contestó posteriormente, “En atención a su estimable consulta en forma atenta… las firmas de las actas en firme de la JUNAFO y del Comité, todo tiene que quedar ahí, me mandaron también una instalación de lo que se llama Agente Gaudi, que por cierto me lo instaló un informático, pero no quedó en mi máquina, no sé qué pasó, me atendió por cierto un poco mal, no me atendió como muy bien ese informático de TI, y no, decir que yo hice la gestión el 6 de febrero, seguido al nombramiento como Secretario para poder realizar todo lo correspondiente.

Ahí hemos ido trabajando un poco al respecto, pero yo sí intenté que me dieran la inducción correspondiente para ese cargo porque a veces uno no tiene los permisos, en ese caso no tenía el Agente Gaudi, que es un asunto del Banco Central, eso no tenía yo el… no tengo todavía porque no se instaló la autorización para poder ingresar y lo demás sí he firmado normalmente con firma digital, lo de las comisiones y lo de las actas. Pero sí es importante que quede en esta acta la gestión, yo les voy a enviar los correos para que quede donde yo sí hice la gestión para que no pasaran cosas de ese tipo, entonces sí hago la salvedad porque eso se dio y ya les voy a poner en el chat los correos que he remitido”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, consulta: “Doña Ingrid, ¿quién le podría dar esa inducción a don Parris?”.

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, responde: “Cualquiera de nosotros, de hecho, en el correo se le indicaba eso precisamente, que nos indicara el momento oportuno que él podría destinar para eso, doña Annie le puede explicar una parte que es relacionada con lo que eran las firmas en el SICE y todo, y con el repositorio don Oslean, mi persona, o los mismos compañeros de la Secretaría podríamos hacerlo”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Tendría que ir don Parris a la Junta entonces”.

La licenciada Moya Aguilar, aclara: “Se puede hacer virtual o presencial, no hay ningún problema”.

El integrante presidente Segura Solís, expresa: “No sé cómo lo quiera don Parris, si virtual o presencial”.

El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: “Como gusten, es que como algunas cosas son como el día a día de ellos, uno no lo tiene así, entonces podría ser muy fácil algunas cosas de hecho, pero cuando uno no conoce, uno no sabe cómo está haciendo, entonces yo haría una estructura cuando me llega tengo que ir aquí, tengo que hacer a esto, tengo que firmar aquí y ya voy sobre el rol que funciona para no tener ese tipo de cosas”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces hagamos una cosa, don Parris, usted se pone de acuerdo con doña Ingrid a ver qué día y cómo lo quiere usted ¿le parece?”.

El integrante Quesada Madrigal, dice: “Okey, voy a ponerme de acuerdo, a ver en qué momento puedo hacer eso para poder estar bien con esto”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Talvez no lo dejo solo don Parris porque casualmente yo tenía una consulta sobre las firmas, sucede que ahora en la firma digital antes se utilizaba el Acrobat para estampar la firma ahí, últimamente creo que hubo una variante y entonces no se refleja el incluir la firma, aunque uno la tenga, entonces creo que pide unos permisos o hay que pagar este Acrobat Plus o esas cosas que financieramente ahora todas las empresas buscan recuperar parte de su inversión en un programa entonces me gustaría aprovechar la oportunidad para que si ese día que se ponga de acuerdo Parris ver cuáles han sido esas modificaciones en la firma con Gaudi”.

Se le concede el uso de la palabra a la licenciada Annie Ramírez Solano, prosecretaria interina de la Secretaría de la JUNAFO, quien aclara: “En el requerimiento que recibimos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en ese citan el artículo 5 del acuerdo SP-A-228-2020 sobre las disposiciones aplicables a las actas que deben llevar los Órganos de Dirección, en este caso, que serían lo de la Junta, y los del Comité de Riesgo e Inversiones.

Ahí se hace la indicación del cambio que hubo una integración de la Junta, porque en este artículo 5 que nos remite la Superintendencia indican que es el Secretario, en este caso era lo que venía haciendo don Rodrigo. Únicamente la aclaración es porque, por ejemplo, en la Secretaría de la Corte sí existe a nivel de la Secretaría el puesto como tal de Secretaria/o General que en este caso es doña Silvia Navarro, pero aquí propiamente en la Secretaría, el puesto que está es de Prosecretaria y, por otro lado, está la integración de ustedes, que es la integración de la Junta Directiva como tal. Sin embargo, quien asume el puesto, normalmente es quien hace este tipo de labores.

De igual forma, lo que quería indicar es que, en este punto, la capacitación que queda pendiente con don Parris para la inclusión de la información al repositorio, con el otro acuerdo que ya conocieron y que ustedes están otorgando la potestad a la Prosecretaria para que realice ese proceso, ya sería como innecesario realizar la capacitación a don Parris y más que todo, esto viene como indica don Rodrigo, para agilizar el proceso y que sea un poco más fluido; entonces ya quedaría sin efecto o sin necesidad la capacitación a don Parris sobre esta inclusión al repositorio de la SUPEN, eso sería, gracias”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “El tema de que ya la capacitación deja de ser, digamos, propiamente necesario para el tema de la carga, podría ser en el tanto y cuanto este artículo quede fijo. Sin embargo, con mucho respeto sí considero que Parris es el Secretario de la Junta y requiere ser capacitado para que conozca el quehacer de todos los documentos, que lo deje de hacer es una cosa muy diferente, pero sí necesita por responsabilidad, por integración y demás, que ustedes lo capaciten.

Entendemos que lo va a seguir haciendo la Prosecretaria correcto, y más bien muy agradecidos por la iniciativa, súper agradecidos, pero sí es un tema de conocimiento; es como el médico, el médico tiene que conocer todo el procedimiento de limpieza y demás, a pesar de que tenga asistentes en una operación. Pero sí considero con mucho respeto para que lo valoren, que la capacitación sí o sí se le debe dar a Parris en calidad de integrante de la Junta, que ya deje de hacer la operación, reitero, es un aliciente y es algo que mucho más pronto vamos a tener información a la SUPEN, sí estamos claros, pero sí creo y lo hago por intermediación, de que se haga la capacitación y si requieren que participe de uno porque yo estuve en ese tiempo ahí con muchísimo gusto vamos o bien, Parris y yo podemos conversar sin ningún problema, como siempre ha sido. Muchísimas gracias más bien”.

El integrante Soto Solano, añade: “Sí correcto, eso de la capacitación yo siempre soy pro-capacitación porque en este momento Parris está de Secretario, pero nada excluye que cualquier miembro de la Junta en su momento pueda llegar a ser Secretario y debe conocer el procedimiento, entonces incluso si se puede hacer una sesión virtual y hacer todo el proceso para todos, considero que sería más bien lo adecuado y lo llamado a hacer en este caso donde se capacite a todos los miembros”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° SP-217-2024 del 26 de febrero de 2024, suscrito por la señora Patricia Abarca R., directora de la División de Supervisión Operativa y Financiera de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, así como la respuesta brindada por la Dirección de la JUNAFO en oficio N° 0088-DJA-2024 del 29 de febrero de 2024. 2.) Dar por atendido el requerimiento realizado por la SUPEN, en oficio SP-217-2024, relacionado con la inclusión de las actas del Órgano de Dirección junto con los documentos que la respaldan en el repositorio correspondiente. 3.) La Direccion de la JUNAFO tomará nota para la capacitación de las personas integrantes de esta Junta Administradora referente a los procesos que debe realizar quien asuma el cargo de Secretario del órgano colegiado. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc160488142]SECRETARÍA DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc160488143]ARTICULO X

Documento N° 235-2024

En sesión N° 005-2022 del 31 de enero del 2022, artículo XIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, informó que mediante reunión sostenida el 25 de enero de 2022, conformada por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico, ambos de esa Dirección, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, Secretario y la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria, de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se determinó la asignación de firmas de los acuerdos tomados por esta Junta, de la siguiente manera:

Resoluciones, oficios dirigidos a entes estatales, circulares y certificaciones: Secretario o Secretaria de la Junta.

Oficios generales, constancias: Prosecretaria o Prosecretario de la Junta.

Por otra parte, se conversó sobre emitir condolencias por parte de esta Junta Administradora, ante el fallecimiento de las personas jubiladas y cotizantes del Fondo, de la siguiente manera:

La Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, expresa las más sentidas condolencias a su estimable familia, ante el fallecimiento del señor (a) …………., jubilado (a) judicial // servidor (a) judicial.

Por unanimidad, se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por el máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, informó que mediante reunión sostenida el 25 de enero de 2022, y tener por aprobada la asignación de las de firmas de los acuerdos tomados por esta Junta, al Secretario y Prosecretaria de JUNAFO, conforme se indica. 2.) Aprobar la emisión de condolencias por parte de este Junta, ante el fallecimiento de las personas jubiladas y cotizantes del Fondo”.
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Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, gestión presentada por la licenciada Annie Ramírez Solano, prosecretaria interina de la Secretaría de la JUNAFO, en la cual solicita lo siguiente:

“Muy respetuosamente, se acude a sus honorables personas a fin de que se valore la posibilidad de modificar algunos procesos operativos que involucran a la Secretaría de la JUNAFO.

La Ley General de la Administración Pública N° 6227 en su artículo 50 dice literalmente:

“Artículo 50- Los órganos colegiados nombrarán un secretario, quien tendrá las siguientes facultades y atribuciones:

a) Grabar el audio y video de las sesiones del órgano y levantar las actas correspondientes, las cuales constituirán una transcripción literal de todas las intervenciones efectuadas en apego a los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, garantizando con ello la publicidad y el acceso ciudadano a todos estos registros.

(Así reformado el inciso anterior por el artículo 1° de la Ley Autoriza la celebración de sesiones virtuales a los Órganos Colegiados de la Administración Pública, N° 10379 del 2 de octubre del 2023)

b) Comunicar las resoluciones del órgano, cuando ello no corresponda al presidente.

c) Las demás que le asignen la ley c)(*) los reglamentos.

(*) (Nota de Sinalevi: Se transcribe el texto literal, tal y como fue publicado en el Diario Oficial La Gaceta) 

(Así reformado por el artículo 2° de la Ley para mejorar el proceso de control presupuestario, por medio de la corrección de deficiencias normativas y prácticas de la administración pública, N° 10053 del 25 de octubre de 2021)”[la cursiva no pertenece al original].
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Debido a que las funciones indicadas en el extracto anterior son funciones propias que se realizan desde la Secretaría de la JUNAFO, se solicita se brinde la aprobación a fin de que sea la persona que asume el cargo de “Prosecretaria” quien tenga la potestad de firmar tanto los oficios como las resoluciones, en las cuales se comunican los distintos acuerdos tomados por este órgano colegiado, siempre y cuando esto no vaya en contra de lo normado.

Así mismo, se solicita el visto bueno, para que sea también la persona que asume el puesto de Prosecretaria en la Secretaría de la JUNAFO, quien incluya en el repositorio de la SUPEN la información relacionada con las actas de esta Junta Administradora junto con los documentos que lo respaldan, según lo estipulado en el artículo 5 del acuerdo SP-A-228-2020, Disposiciones aplicables a las actas que deben llevar los Órganos de Dirección y los Comités de Riesgo y de Inversiones de las entidades reguladas.

Se deja presentada la anterior solicitud para lo que esta estimable Junta Administradora estime resolver. Quedo atenta a cualquier ampliación que requieran al respecto”.
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Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Estoy de acuerdo con la propuesta en tanto vamos a respetar de que existen oficios dirigidos, por ejemplo, a jerarcas o certificaciones que tienen que ser firmadas exclusivamente por la Presidencia o por la Secretaría de la Junta. Una certificación tiene que ser en este caso, hoy en día, tendría que ser don Parris o si un oficio va dirigido a un Ministro o al mismo Presidente, debe ser suscrito por el Presidente, en todo lo demás a mí me parece que estaría bien.

Entendería que esto no es una adecuación salarial ni mucho menos, sino que está tendida hacia una mejora y aligerar los procesos y procedimientos de incorporación de las actas y otros documentos en el repositorio de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, y que no tengamos desfases por a, b o c, que me parece que es una muy buena iniciativa que nos están presentando.

A mí me parece que también a eso hay que sumarle, que no lo vi, no sé si fue que me lo salté en la lectura, el tema de los Comités que no se Annie, Oslean o Ingrid, si los temas de los Comités también tendrían el mismo tratamiento en cuanto a subir la información al repositorio, pero en principio yo estaría de acuerdo con lo que nos está proponiendo, aligera todo el tema. Creo que el hecho de que la Prosecretaria ejecute los acuerdos lo más pronto posible, pues mucho mejor, pero hay dos temas que son básicos desde mi perspectiva; es el tema de las certificaciones, que tienen que ser emanadas por la Secretaría, como sucede en la Secretaría de la Corte, o bien, documentos que son remitidos a jerarcas externos o internos de la organización, por ejemplo, el Presidente de la Corte, pero eso yo lo salvaguardaría, nada más esos dos aspectos y todo lo demás de acuerdo, más bien agradecerles el esfuerzo que hacen para liderar esto y no tener algún desfase en la información que tenemos que tener para la SUPEN, gracias más bien”.

Aunado a lo anterior, el integrante Arroyo Guzmán, indicó en el chat de esta sesión, literalmente lo siguiente: 

“Yo estoy de acuerdo con la propuesta en tanto, se respete que existen oficios dirigidos a jerarcas de instituciones que deben ser suscritas por el presidente de la Junta o bien en los casos que corresponda a la persona secretaria de la Junta, como es el caso de Certificaciones, y las actas sean firmadas por la presidencia y la secretaría. Los oficios de ejecución, serán como se ha solicitado, Entendiendo que, lo solicitado no representa una adecuación salarial al puesto, sino, que responde a la necesidad de ordenar y aligerar los procedimientos internos, con fines de salvaguardar la información en el repositorio correspondiente y así mismo la comunicación de acuerdos, entiéndase ejecución de estos. Me imagino, que igual operará para la incorporación de los documentos de los comités en el repositorio creado para finalidad de las actividades y responsabilidades de la SUPEN”.
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El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, agrega: “Sí es correcto, como dice don Rodrigo, habría que agregar ahí cuáles son esas salvedades porque aquí queda muy abierto, queda para todo, habría que delimitarlo un poquito ahí nada más, pienso, por lo demás, por supuesto agiliza y acelera todo proceso. Es conveniente”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Okey, entonces podemos acordar, otorgar la potestad y ahí agregamos las salvedades referentes a las que habló don Rodrigo, que acaba de ponerlo en el chat si no me equivoco.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Otorgar la potestad a la persona que asuma el cargo de Prosecretaria/o de la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, de firmar las comunicaciones de los distintos acuerdos tomados por este órgano colegiado, con la salvedad de que, los oficios que van dirigidos a Altos Jerarcas, las certificaciones y las actas de este órgano colegiado, continuarán siendo firmados por el Secretario o Presidente de esta Junta Administradora, según corresponda. 2.) Asimismo, se autoriza para que la persona Prosecretaria/o de la Secretaría de la JUNAFO, sea quien incluya en el repositorio de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, la información relacionada con las actas de esta Junta Administradora y de los Comités Técnicos, junto con los documentos que lo respaldan. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO para lo que corresponda. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc160488145]PENSIONES

[bookmark: _Toc160488146][bookmark: _Toc159246563]ARTÍCULO XI

Documento N° 143-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0119-JP/DJA-2024 del 23 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión iniciada por la señora Carmen Corina Gudiel Rodríguez, cédula de identidad 08-0082-0187 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Mauricio Silva Alvarado, cédula de identidad 06-0106-0165, cuyo deceso acaeció el 20 de julio del 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 31 de agosto del 2023 (30 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Carmen Gudiel Rodríguez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.°23-001521-0725-TS recibido por esta Dirección el 11 de diciembre del 2023, así como dos aclaraciones remitidas el 09 de enero y el 05 de febrero de 2024 respectivamente, suscritos por la Licenciada Laura Estevanovich De Marco, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Gudiel Rodríguez.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona referida es la Sra. Carmen Corina Gudiel, persona referida, de nacionalidad nicaragüense y costarricense por naturalización, portadora del número de identificación 800820187, cuenta con 51 años de edad, viuda, dedicada a labores domésticas no remuneradas, universidad completa, figura como la solicitante de pensión en calidad de cónyuge del exjubilado judicial.

El Sr. Mauricio Silva Alvarado, figura como la persona fallecida y ex funcionario judicial, portador del número de identificación 6-106-165, cursó la universidad completa, jubilado del Poder Judicial desde el año 2000.

Tomando en cuenta de la historia de vida de la persona valorada y en función de la consulta judicial se conoce que la Sra. Carmen y el Sr. Mauricio se establecieron en matrimonio en dos períodos distintos de sus vida en el año 1997 y el año 2021, relación producto de la cual procrearon a dos hijos en común a Emmanuel Mauricio Silva Gudiel portador del número de identidad 117100131 y Josué Mauricio Silva Gudiel cédula de identidad 604520942, de 25 y 24 años de edad respectivamente, ambos estudiantes universitarios.

Se describe que durante la relación entre las partes vivenciaron diversas separaciones por presuntos hechos de violencia doméstica y es razón por la cual la Sra. Carmen residió en diferentes lugares durante su vida matrimonial pues su esposo laboró en la provincia de Heredia y también residió en el cantón de Moravia y ella de manera habitual en el cantón de Pérez Zeledón.

Con respecto a la organización y distribución de roles del grupo familiar, se conoce que el Sr. Mauricio representó ser el proveedor económico absoluto de la persona valorada y sus hijos, así mismo apoyaba económicamente a su madre y hermanas. Éste ejerció como juez penal y la Sra. Carmen dedicada a labores domésticas no remuneradas aunado al cuido, atención de los hijos también fue garante de tres sobrinos del Sr. Mauricio, personas con discapacidad hasta el año 2022.

Se conoce que a partir de mediados del mes de diciembre del año 1999 se emitió la incapacidad absoluta y permanente con derecho a la jubilación vitalicia al Sr. Mauricio quien por afectaciones de salud de " Trastorno Anancástico (obsesivo) de la Personalidad con rasgos paranoides".

Se reporta para el día 20 de julio del año en curso el deceso del Sr. Mauricio a sus 69 años de edad y es su esposa la persona valorada quien se ha encargó a lo largo de la relación a atender y brindarle apoyo con sus afectaciones de salud, organización económica y acompañamiento en sus diversas etapas de su discapacidad.

Durante la convivencia de las partes, se reporta la siguiente distribución económica en cuanto a ingresos y egresos del grupo familiar.

[image: Tabla
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Del cuadro anterior se identifica que los ingresos económicos correspondían al alquiler de la vivienda en Heredia propiedad del Sr. Mauricio y la pensión de éste quien continuaba ejerciendo su rol de proveedor económico. Se reporta la solvencia de todas las necesidades alimentarias y no alimentarias del grupo familiar, aunado a ellos colaboraba económicamente con su progenitora y hermanas en solventar diversas necesidades sin embargo no se cuenta con el monto ni la documentación que permita constatar tal información.

Posterior al fallecimiento del Sr. Mauricio, la persona referida y sus hijos para solventar las necesidades alimentarias, no alimentarias y las generadas de los gastos fúnebres de éste, acudieron a estrategias de sobrevivencia como el traslado de vivienda, la solicitud de un préstamo de dinero a un hermano de la Sra. Carmen y utilizar el dinero correspondiente al monto del socorro mutuo, todas medidas paliativas empleadas hasta la definición de la pensión del Sr. Mauricio.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

En el cuadro se visibilizan las condiciones económicas posterior al fallecimiento del Sr. Mauricio, que corresponde al ingreso del alquiler de la vivienda en San José únicamente. 

En cuanto a egresos se contemplan además de los correspondientes a las necesidades básicas, también a rubros de menaje, universidad de uno de sus hijos quien es estudiante, tarjetas de crédito y deudas en tiendas comerciales. La diferencia entre el egreso e ingreso es de aproxima al ¢1,163.000.00.

Cabe mencionar que al momento de la valoración social la Sra. Carmen reside en una vivienda prestada en Pérez Zeledón en conjunto con su hijo, su progenitora la Sra. Corina Rodríguez de 93 años de edad, nicaragüense a quien cuida por presentar dependencia total en todas las actividades de la vida diaria e instrumentales y su sobrina María Fabiola Campos Gudiel, quien es la ayudante en el cuido de la persona adulta mayor.

La infraestructura de la vivienda en la que reside la persona valorada, presenta mal estado de conservación en ventanas al no contar con vidrio ni otro material que le brinde protección al grupo familiar, ausencia de cielorraso con exposición de cableado eléctrico, ausencia de puertas que brinden privacidad en los aposentos por lo que utilizan cortinas de tela, el piso de los cuartos es de cemento, tales condiciones son toleradas hasta contar con un monto mensual de la pensión del Sr. Mauricio y poder disponer de este para solventar tal necesidad y las otras.(…)”

IV. Información más relevante de las aclaraciones solicitadas al estudio socioeconómico realizado por la Profesional en Trabajo Social: 

Primera ampliación:

“(…) 1) “Alquiler casa Josué”, favor indicar si corresponde a una casa independiente de la que actualmente se encuentra viviendo doña Carmen.

Con respecto al lugar de residencia de Josué quién es hijo de la Sra Carmen Corina, es estudiante universitario y reside independiente de su grupo familiar de origen. Alquila un inmueble en el Barrio Sinaí de San Isidro de Pérez Zeledón y durante el período lectivo se traslada a San José al menos tres días a la semana siendo que en el año 2023 se hospedaba con familiares y en ocasiones con amigos; los otros días de la semana permanece en el cantón de Pérez Zeledón.

2) “Universidad y Transportes”, favor indicar cuánto de dicho monto corresponde a transportes y si obedece a gastos que mantiene doña Carmen o únicamente su hijo estudiante. Ambos rubros corresponden a egresos propios de Josué el hijo de la Sra. Carmen Corina, el transporte incluye traslados de Pérez Zeledón - San José y viceversa, así como servicios de transporte privado para movilizarse en ambos lugares, aproximadamente 120 mil colones al mes durante los períodos lectivos, los gastos son asumidos por la Sra. Carmen Corina siendo que su hijo es aún dependiente de ella y en su momento de su progenitor.

3) “Cuota Gollo (Deuda)”, favor indicar a nombre de quién se encuentra dicha deuda. La deuda adquirida en esta entidad comercial se encuentra a nombre de la persona referida la Sra. Carmen Corina, según la facturación Nº 27182 presentada a este despacho y emitida por Gollo.

4) “Gastos varios”, favor desglosar a qué obedecen dichos gastos. "Los gastos varios que se reportan es un monto que el grupo familiar contempla para solventar mensualmente necesidades que surgen de la cotidianidad. Algunos ejemplos de estos gastos reportados y su monto económico son:

Corte del césped de la vivienda en la que residen: ¢15, 000.00
Cuidado del pelo de la Sra. Carmen Corina: ¢15, 000.00.
Vestido y calzado: ¢ 20, 000.00.
Vehículo: ¢30,000.00

Estos gastos varían sin embargo siempre contemplan la cantidad de ¢50,000.00 para solventar tales necesidades. (…)”

Segunda ampliación: 

“(…) En el dictamen social emitido N.° 23-001521-0725-TS, se informó lo siguiente:

“Cabe mencionar que, al momento de la valoración social la Sra. Carmen reside en una vivienda prestada en Pérez Zeledón en conjunto con su hijo, su progenitora la Sra. Corina Rodríguez de 93 años de edad, nicaragüense a quien cuida por presentar dependencia total en todas las actividades de al vida diaria e instrumentales y su sobrina María Fabiola Campos Gudiel, quien es la ayudante en el cuido de la persona adulta mayor.” Sin embargo, no queda claro cual de los dos hijos reside con la señora Gudiel Rodríguez, por lo anterior, solicitamos se nos informe el nombre del hijo que reside en la misma vivienda con su madre.

En conjunto con la Sra. Carmen Gudiel, su progenitora y sobrina reside su hijo Emmanuel Mauricio Silva Gudiel. quien es portador del número de identificación 117100131.

2. Adicionalmente, en el mismo informe, se contempló en el cuadro de egresos del núcleo familiar actual un egreso definido como: Menaje, por un monto de ¢450,000.00 mensuales, ante lo cual, me permito solicitar se informe y especifique cuales son los rubros o conceptos que integran dicho monto.

Del cuadro en mención se hace la aclaración que corresponde a los rubros de egresos reportados posterior al fallecimiento del ex funcionario público, no implica que mensualmente la persona valorada y su grupo familiar contemplan ese rubro como un egreso más, sino como un rubro requerido al momento y con el fin de solventar la necesidad inmediata. De la información que se reportó con respecto a los rubros se obtuvo lo siguiente:

* Fregadero de un metro monto de para un total aproximado de ¢ 95.000.00
* Piso con especificación de 1.20 a para un total aproximado de ¢120.000.00
* Compra de artículos para la cocina como vajillas, cubiertos, bowls, para el baño papeleras, cuarto de lavado canasta, ganchos, tendedero para un total aproximado de para un total aproximado de ¢152, 700
* Material para vivienda: tubo PVC, llave control escuadra, barniz, llave chorro, llave de fregadero, espander Plastiland, tornillo de metal, extractor de aire, impermeabilizante dry coat entre otros, para un total aproximado de ¢ 79, 485.00

Los rubros reportados anteriormente corresponden a los utilizados por la persona referida y su grupo familiar para la vivienda en la que residen actualmente y que aún con tal inversión requiere de mantenimiento, pues no cuenta con condiciones básicas de protección, seguridad, sin embargo, al consultarle a la Sra. Carmen Corina a cerca de la prioridad de la solvencia de las necesidades con respecto a la vivienda, reportó el menaje anteriormente descrito. Aunado a esto se reportó que fue adquirido por medio de crédito en comercio como Gollo, rubro sostenido por varios meses.

3. Se solicita informar el nombre de la Universidad en la que estudia el joven Josué Silva Gudiel. El hijo de la persona referida Josué Mauricio Silva Gudiel es estudiante universitario en la carrera de Educación Física, se encuentra matriculado en tres asignaturas impartidas los días Lunes, Martes, Miércoles y Jueves en la Universidad Autónoma de Centroamérica (UACA).

4. Finalmente, solicitamos se informe el motivo por el cual, la señora Carmen, paga una casa de alquiler en Pérez Zeledón por ¢80,000.00 para que viva su hijo Josué, dado que, según el informe de Trabajo Social, él estudia en San José; además, sobre este pago mensual de casa de alquiler, si es posible considerar en la respuesta, la situación actual de doña Carmen, ya que, ella indica que reside en una vivienda prestada en Pérez Zeledón, y que la condición de dicha casa de habitación según el dictamen social es: “presenta mal estado de conservación en ventanas al no contar con vidrio ni otro material que le brinde protección al grupo familiar, ausencia de cielorraso con exposición de cableado eléctrico, ausencia de puertas que brinden privacidad en los aposentos por lo que utilizan cortinas de tela, el piso de los cuartos es de cemento, tales condiciones son toleradas hasta contar con un monto mensual de la pensión del Sr. Mauricio y poder disponer de este para solventar tal necesidad y las otras.”

Según la información reportada por la persona referida y la documentación presentada, el alquiler del apartamento en Pérez Zeledón del cual corresponden a los ¢80,000.00 y en el que reside su hijo Josúe únicamente durante el período de vacaciones de la universidad y de dos a tres días por semana, fue un acuerdo tomado entre todos los miembros del grupo familiar, considerando la ausencia de espacios físicos en la casa en la que reside la Sra. Carmen Corina aunado a que ha sido la organización familiar adquirida previo al fallecimiento del ex funcionario judicial.

Se reporta también que la vivienda en la que reside la persona valorada es "prestada" pues no cuentan con la documentación legal a su nombre pues es una "posesión", por solicitud del exfuncionario judicial quien le indicó que se trasladara a habitar el bien inmueble y es la razón por la cual ella opta por mantenerse en el lugar. Se reitera que el lugar no cuenta con las condiciones básicas de protección empero presuntamente para eso se contempla el rubro de gastos varios para paulatinamente solventar tales necesidades. (…)”

V. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“…Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

Asimismo, según criterio N.°0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)”

VI. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Frutos Vásquez [sic] era de ¢ 2,562,455.78 (dos millones quinientos sesenta y dos mil cuatrocientos cincuenta y cinco colones con 78/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Gudiel Rodriguez de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ ₡2,049,964.62 (dos millones cuarenta y nueve mil novecientos sesenta y cuatro colones con 62/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar por un monto de ¢1,163.000.00. (un millón ciento sesenta y tres mil colones con 00/100)

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 31 de agosto de 2023, un total de 31 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Mauricio Silva Alvarado.

VII. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Carmen, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Silva Alvarado, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar y así, lograban satisfacer necesidades básicas, por lo que la señora Carmen dependía completamente de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°.228 de dicha Ley. 

· De las certificaciones aportadas por la señora Gudiel, se constató que no es beneficiaria de alguna pensión por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la Caja Costarricense del Seguro Social o del Magisterio Nacional, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

· La Trabajadora Social concluye lo siguiente:

“(…) Culminado el estudio ordenado, se determina que la Sra. Carmen Corina Gudiel Rodríguez Gamboa, fue esposa del Sr. Mauricio Silva Alvarado, dedicada a las labores domésticas no remuneradas generando así una dependencia económica hacia el ex funcionario judicial.

Posterior al deceso, la Sra. Carmen y su grupo familiar han implementado estrategias de sobrevivencia para solventar sus necesidades alimentarias y no alimentarias como la solicitud de préstamo de dinero y el rubro de socorro mutuo brindado por la institución ante el fallecimiento del Sr. Mauricio.

Se evidencia de los cuadros aportados en el dictamen que corresponden las condiciones previo y posterior al deceso, que los ingresos variaron de manera que se le imposibilita a su esposa e hijos sobrellevar el estilo de vida adquirido a lo largo de su vida. Así mismo, durante la investigación social de campo se evidencian privaciones en cuanto a vivienda principalmente la cual es prestada y no brinda las condiciones básicas de privacidad, seguridad y protección. (…)”

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°.228, delimitando claramente como posibles beneficiarios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente a la señora Gudiel Rodriguez, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Mauricio Silva, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que está presente. 

· No se omite indicar que los hijos que tienen en común la señora Carmen Gudiel y el fallecido Mauricio Silva son Emmanuel Mauricio Silva Gudiel portador del número de identidad 0117100131 con una edad de 25 años y Josué Mauricio Silva Gudiel cédula de identidad 0604520942, quien cuenta con 24 años de edad y el cual cumple los 25 años el próximo 18 de mayo de 2024, ambos son estudiantes universitarios y no presentó solicitud de pensión. 

· Para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomando como referencia lo indicado en el estudio, así como las aclaraciones remitidas por el Departamento de Trabajo Social, el monto por concepto de “alimentación” se dividirá entre cuatro personas, por cuanto la señora Carmen Gudiel vive con la mamá, el hijo mayor Emmanuel y la sobrina. Además, el monto por concepto de “alquiler casa Josué” no se tomará en cuenta por cuanto no es un egreso exclusivo de la señora Carmen, por otro lado, el egreso de “Universidad y transporte” según informe es única y exclusivamente del hijo Josué por lo que tampoco será tomado en cuenta, por último el rubro de “menaje” se indica que es un monto requerido al momento y no es un gasto que se contemple mensualmente por la solicitante. 

· Es por los motivos antes expuestos que se contemplarán los siguientes ingresos y egresos mensuales, quedando de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Es así como, del cuadro antes señalado se concluye, que la señora Carmen Gudiel, presenta un déficit económico de ¢ 115.065,00 (ciento quince mil sesenta y cinco colones con 00/100) entre sus ingresos y egresos.

VIII. Recomendaciones 

1. Considerando que la señora Carmen Gudiel Rodriguez ha demostrado que dependía de los ingresos de su cónyuge para sobrevivir, asimismo, que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢ 115.065,00 (ciento quince mil sesenta y cinco colones con 00/100) se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Gudiel sea el 10% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado [sic] su esposo fallecido, el cual equivale a ¢204,996.46 (doscientos cuatro mil novecientos noventa y seis colones con 46/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle: 

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Lo anterior a partir del 31 de agosto del 2023, día en que se recibe la solicitud de pensión. Es necesario resaltar que la señora Gudiel Rodriguez realiza una solicitud ante esa estimable JUNAFO a fin de que se le reconozca su beneficio a partir del día siguiente al fallecimiento del señor Silva Alvarado, dado que por diligencias propias de la determinación de la fecha exacta del fallecimiento de la persona causante no pudo contar con una certificación oficial por parte del Registro Civil de manera pronta, lo que dificultó realizar el presente trámite de solicitud de pensión.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en estudio N.° 23-001521-0725-TS y las aclaraciones del mismo informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, los cuales toman como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Carmen en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico y aclaraciones: 

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación (…)”.

-0-

La licenciada Gabriela Valladares, profesional 1 de la Unidad de Cálculo de Beneficios del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de la JUNAFO, aclara mediante correo electrónico del 5 de marzo del 2024 que, a pesar de que en el primer párrafo del apartado “Datos de interés” se indicó literalmente:

“La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Frutos Vásquez era de ¢ 2,562,455.78 (dos millones quinientos sesenta y dos mil cuatrocientos cincuenta y cinco colones con 78/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos”.

Por un error involuntario se indicaron los apellidos de otra persona, siendo lo correcto “el señor Silva Alvarado” y según la documentación remitida, se valida que los montos sí corresponden a los correspondientes al monto de jubilación que recibía el señor Mauricio Silva Alvarado.

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “La solicitud fue presentada el 31 de agosto del año 2023, 30 días hábiles posteriores al deceso del señor Silva, no estoy de acuerdo con el informe, me parece que el informe es contradictorio, habla de que efectivamente quien fue don Mauricio Silva Alvarado asumía la totalidad de los gastos del hogar, había una dependencia económica por parte de doña Carmen, completa y absoluta, y que vengamos a otorgarle un 10% del 80% jamás. Ella no tiene ningún tipo de recurso, no es beneficiaria de ningún tipo de pensión, de tal manera que lo dejo a criterio de ustedes”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Igual que usted, no estoy de acuerdo con la propuesta que estamos analizando, existe una dependencia y una relación directa entre la persona fallecida y quien gestiona la pensión. 

Uno analiza la razonabilidad de los gastos que se han incorporado en el estudio del Departamento de Trabajo Social y Psicología, que tienen sus particularidades siempre, los estudios sociales son la fotografía en el momento de una persona que puede estar alterada, que puede estar nerviosa, que puede acudir al olvido, en fin; pueden pasarle muchas cosas en esta entrevista; hay agobio, uno no se sabe cuánto ha pasado entre la entrevista y el fallecimiento de la persona, en fin, hay una serie de elementos que en estos informes que siempre vemos, pues ellos atienden en el momento de la fotografía y no es culpa del trabajador social pero sí es una cuestión de sensibilidad que tal vez estuvo por ahí.

Me parece que si guardamos la discrecionalidad que tenemos en la Junta, sumado el criterio pro fondo y las actuaciones que hemos tenido en el futuro, no estoy de acuerdo con el 10% como lo expresa usted y, basándose uno en los gastos en la potencialidad que tiene la señora en su vida y que ya la otra persona no está, recomendaría o plantearía la posibilidad de ese 10% pasarlo a un 40% del 80%. Hay criterios, por ejemplo, que la persona ya no está, que los gastos esto y lo otro, pero sí considero que no podemos ajustarnos estricta y únicamente al tema del gasto propio y fecundarlo o asumirlo solamente en que sea ese, pero tampoco podría estar de acuerdo en estar en el monto máximo en todos los casos, porque hay casos en donde tiene resuelta su vivienda, donde tiene resuelta otras posibles fuentes de ingresos, pero hay casos de casos y cada caso por eso lo vemos en forma individualizada, no hay un machote en eso, por eso mi propuesta”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Yo iba a proponerles el 80% basado en esto, cuando hay dependencia total debería de ser el 100%, a eso uno debería de quitarle un porcentaje como lo indica don Rodrigo porque la persona fallecida deja de tener un efecto sobre el gasto total, pero el criterio que haya dependencia total eso significa que el 100% de los recursos se usaban para ese núcleo familiar, no le veo sentido a un 10%, pero lo mismo creo que debería de ser el 80%”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Nosotros votamos un caso similar la semana pasada y le dimos un 60% si no estoy equivocado, entonces yo propongo un 60%, tomando en cuenta que, lo que ya voy entendiendo más o menos de los informes, de que efectivamente ya el cónyuge murió, ella queda sola, los gastos merman en alguna medida, aunque hay otros que no, entonces hay tres posibilidades u opciones para votar, la primera es un 40% del 80% que propone don Rodrigo, la segunda es un 80% del 80% propuesto por don Mauricio y yo propongo un 60%, voy a comenzar la votación”.

El integrante Villalta Fallas, interviene: “Don Juan Carlos disculpe, me adhiero a su propuesta del 60% en ese caso, para mantener la coherencia con la vez pasada”.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “Antes de votar, quiero hacer una justificación del voto. En términos reales, matemáticos y financieros no existe una proyección real, en ningún estudio que he visto de Trabajo Social que diga que los gastos van a bajar, es una suposición realmente, nada más, eso no tiene validez con un pronóstico que se vaya a dar porque ni siquiera existe el estudio, es decir, yo puedo decir lo contrario, que la persona al fallecer el que queda sobreviviente podrá tener talvez una depresión muy grande, podrá más bien necesitar unos medicamentos, podría cambiar de casa porque vivía con la persona, y hay muchos factores que tampoco están pronosticados, pero así como yo puedo decir que pueden bajar los gastos, yo puedo decir que suben, entonces ninguna de las dos alternativas es viable desde el punto de vista científico porque no se está calculado, no se está proyectando, eso es un tema que también tenemos que incorporar.

Si usted me dice que la persona se muere y ya no va a comer en la casa, puede ser que yo me deprima tanto y voy a tener más gastos en medicamentos porque él no está en casa o ella, es decir, esto es muy subjetivo y es un tema que no se ha medido.

Entonces considero con base a la parte histórica que hemos ido analizando con los casos que suceden en este tema, que al final es dependiente pero al final no quieren dar nada, me alejo totalmente de este estudio de Trabajo Social y Psicología, y optaría por la opción del 60% para que la persona tenga un beneficio correspondiente a lo que realmente dice el estudio y a la parte de número actuales o pasados, que eso sí se materializo en la realidad y, el pronóstico será un tema que tenemos que valorarlo con alguna fórmula matemática que sí se puede calcular, hay pronósticos de muchos tipos.

Entonces podríamos más bien crear otra fórmula con ese tema porque tenemos varias cosas don Rodrigo, Mauricio y yo, agrego este otro tema de pronóstico realmente según la situación, porque si usted valora a una persona después de que muere otra, familiar, esposo, esposa, cónyuge, no hay un seguimiento a la persona, a la afectación de la persona que quedó, es decir, nos faltan muchas cosas que hacer, creo que deberíamos de especializar más esta situación, yo sé que nosotros estamos un poco aquí en transición todavía, falta más, pero hay cosas que tenemos de afinar muy bien, creo que eso le daría más fortaleza a las decisiones que tomamos.

Pero bueno, ahorita lo tenemos con estos parámetros, pero podríamos mejorar y esta parte científica existe y hay que implementarla en algún momento y también la ponemos de tarea si ustedes lo permiten con el proyecto que tenemos don Rodrigo, don Mauricio y mi persona para poder implementar ese tipo de cosas con esa línea científica para ver si es cierto o no, ya después tendremos valores o tenemos baremos históricos que nos podrían dar un elemento fuerte para poder poner el pie bien y tomar decisiones, eso es lo que nos falta a nosotros ¿verdad? un histórico más científico para poder decir “bueno le toca el 20% o le toca el 30 por esto, esto y esto” entonces eso es lo que tenemos que crear, tenemos que crearlo en algún momento, es sumamente importante para la toma de decisiones.

Entonces yo optaría por la opción que propone el presidente y me gustaría que quede este comentario en esta acta”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Yo secundo la propuesta de don Rodrigo de un 40%”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, entonces don Arnoldo vota por un 40%, don Rodrigo por un 40%, don Mauricio por un 60%, don Parris por un 60%, ¿don William?”.

El integrante Soto Solano, agrega: “Que difícil porque quería justificar mi votación, porque en realidad estoy de acuerdo con todos y considero que la Ley al establecer un 80% ya contempló, efectivamente no se puede girar la misma proporción que cuando la persona estaba con vida y más si hay una dependencia absoluta, yo estaba de acuerdo con don Mauricio en un principio porque me parece que el 80% es lo que establece la normativa y es razonable, también como dice don Parris, nada está estandarizado de saber si los gastos merman o aumentan, en teoría se supone que van a disminuir al no existir una persona que estaba en vida, pero también me parece que al existir esa dependencia total no sería justo rebajar lo que ya está por norma establecido, pero para no apartarme del criterio general de la propuesta anterior, voy a ajustarme al 60%”.

El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Muy bien, entonces así votamos por otorgarle un 60% don Mauricio, don Parris, don William y yo, a partir del 31 de agosto del año 2023”.

Considerando:

Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0119-JP/DJA-2024 del 23 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, se recomienda otorgar a la señora Carmen Gudiel Rodriguez un 10% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido Mauricio Silva Alvarado, teniendo en cuenta los elementos valorados en el estudio N.º 23-001521-0725-TS, del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, esta Junta se separa de dicha posición y considera que se le debe otorgar un porcentaje mayor, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que, no cuenta con ningún tipo de ingreso y a lo largo de la vida conyugal era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Carmen dependía completamente de los ingresos de su cónyuge, por lo tanto, se determina por mayoría de votos, que ese porcentaje debe ser un 60% del 80% del monto de jubilación que devengaba el señor Silva Alvarado al momento del deceso, menos las deducciones que por Ley correspondan.

Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Carmen Corina Gudiel Rodríguez, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Mauricio Silva Alvarado; el oficio N° 0119-JP/DJA-2024 del 23 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO; así como el dictamen socioeconómico N.° 23-001521-0725-TS emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, y, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta por mayoría dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Gudiel Rodríguez, cuya asignación mensual en bruto será el equivalente al 60% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Silva Alvarado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 31 de agosto del 2023, día en que se recibió la solicitud de pensión, según lo normado en el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo de su cargo.

Voto de minoría: Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán y Arnoldo Hernández Solano, votan por otorgarle a la señora Carmen Gudiel Rodríguez un 40% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Mauricio Silva Alvarado. Se procede con la votación, se aprueba por mayoría y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc160488148]ARTÍCULO XII

Documento N° 144-2024

[bookmark: _Hlk161657631][bookmark: _Hlk161322979]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0113-JP/DJA-2024 del 23 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Shirley Quirós Agüero, cédula de identidad 01-0680-0266 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Carlos Luis Frutos Vásquez, cédula de identidad 06-0157-0030, cuyo deceso acaeció el 13 de julio del 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 28 de julio del 2023 (11 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Shirley Quirós Agüero, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante.

II. Valoración socioeconómica practicada

[bookmark: _Hlk161323294]Mediante informe N.° 23-000151-1786-TS y recibido por esta Dirección el 14 de noviembre del 2023, así como aclaración remitida el 05 de febrero de 2024, suscritos por la Licenciada Wendy Vanessa Delgado Hernández, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Quirós Agüero.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona valorada en este proceso es la señora Shirley Quirós Aguero, quien es costarricense, portadora de documento de identificación número 106800266, vecina de Santiago de Puriscal. Cuenta con 57 años de edad y escolaridad de secundaria incompleta. Se dedica a las labores del hogar y atiende en su mismo domicilio un pequeño bazar instalado en la cochera de su casa.

Estuvo casada durante casi 42 años con el señor Carlos Luis Frutos Vásquez, quien falleció el pasado 13 de julio del año en curso. Con éste procreó dos hijos de nombre Jéssica y Carlos Andrés, ambos Frutos Quirós de 41 y 36 años de edad respectivamente.

La primera es divorciada y se desempeña como enfermera en el Hospital San Juan de Dios, es madre de un adolescente de 15 años de edad de nombre Ithan Andrés Frutos Quirós, estudiante de décimo año del Saint Jude School. La misma reside en apartamento independiente ubicado en la misma propiedad.

El segundo de los hijos es divorciado, padre de un niño de nombre Luis Andrés Frutos Fallas de 8 años de edad, que reside con la madre en Guápiles. Es abogado y ejerce funciones en el Centro de Atención Integral Jorge Arturo Montero Castro, conocido como CAI La Reforma. Habita vivienda alquilada en Mercedes Norte de Puriscal.

Doña Shirley describió trayectoria de pareja estable pues nunca se separaron, no obstante, la dinámica fue compleja en su opinión, pues durante los primeros años de convivencia, el señor Frutos la agredió de forma física, verbal y emocional durante muchas ocasiones. Refirió que con los años y conforme fueron creciendo los hijos, las manifestaciones de maltrato físico fueron desapareciendo, quedando en su contra sólo eventos de violencia verbal y emocional de su esposo.

Refirió la valorada que su esposo fue siempre un hombre organizado y responsable, pero muy machista que la anuló por lo general en la toma de decisiones y otros aspectos importantes del hogar. Indicó que su situación de violencia de pareja le afectó considerablemente a lo largo de los años, contando con tratamiento y seguimiento médico psiquiátrico en la CCSS y a nivel privado en la actualidad.

De acuerdo a la referencia, la valorada no laboró nunca fuera del hogar, encargándose por completo de las labores del hogar, la crianza de los hijos y de dos sobrinos que tuvo a su cargo de nombre Linsay y Omar Retana Quirós. El señor Frutos fue el único ingreso estable del hogar.

No obstante, al respecto reportó doña Shirley que, para la manutención del hogar, su esposo le otorgaba de su salario la mitad de lo que recibiera para los gastos del hogar, monto que por lo general a ella nunca le alcanzaba. Esto la motivó siempre a buscar la forma de realizar ocasionalmente venta de comidas, de ropa o artículos varios para generar la forma de completar los gastos propios y del hogar. 

Informó que cuando su madre fallecida le heredó una vivienda en la comunidad donde creció hace aproximadamente 20 años, con la venta de la misma, logró ayudarse económicamente durante muchos años.

Esa dinámica según anotó, le permitió completar los costos para atender los pagos de los recibos y compra de alimentos dentro del hogar, siendo ella la que siempre estuvo a cargo.

Aseguró que cuando sus hijos crecieron, su esposo siempre le otorgó la mitad de su aguinaldo y del salario escolar, por lo que ella siempre tuvo para atender sus gastos personales, vestido y compra de electrodomésticos para el hogar.

Doña Shirley vive en la actualidad con un adulto mayor que tiene a su cargo de nombre Ricardo Valverde Chavarría de 86 años de edad, quien es soltero, pensionado de RNC. El señor es conocido desde hace muchos años, oriundo de la misma comunidad de origen de la valorada, quien según refirió, se ha encargado de cuidarlo desde hace 3 años ante la falta de recurso familiar de cuido. Según se informó, este adulto mayor padece de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

La valorada habita vivienda adquirida durante la convivencia con el señor Frutos, no obstante, éste la registró a nombre de la hija de ambos. El inmueble fue dividido años atrás en 2 partes; una primera planta donde habitaba don Carlos Luis con la valorada, y una segunda planta donde habita doña Jéssica con su hijo adolescente. La cochera fue remodelada poco antes de la Pandemia, convirtiéndose en un pequeño bazar propiedad de la valorada. Según doña Shirley, este bazar fue retomado este año.

El inmueble está ubicado en sector céntrico de Santiago de Puriscal. De fácil acceso, cercano a servicios de carácter público. Se observó en buenas condiciones de higiene y de conservación; cuenta con servicios básicos completos de electricidad, agua potable, cable e internet.

Como padecimientos de relevancia, doña Shirley reportó Depresión y Ansiedad. Toma medicamento de la CCSS y otro comprado a nivel privado. Indicó que desde hace varios meses recibe atención médica privada que le ha ayudado mucho en su proceso de duelo y a manejar la ansiedad. Agregó que desde hace algún tiempo se encuentra recibiendo atención dental privada en cuanto a mantenimiento, limpieza y cambio de calzas.

Es importante indicar que la valorada es propietaria de una finca de aproximadamente 8 hectáreas, ubicada en comunidad del distrito Chires, Puriscal, recibida años atrás como herencia de su progenitor. Se informó que en dicha finca tiene algunas vacas que le cuida el esposo de una hermana; dicho señor vive con su hermana en el lugar.

Al respecto refirió la misma que su hermana y el cónyuge viven en la finca y le dan mantenimiento general por un monto de 50.000 colones mensuales. A cambio les presta la vivienda, les permite vender la leche y el queso que se produce con sus vacas y aprovechan para la venta y consumo propio todo lo que se cosecha en el lugar. Doña Shirley indicó que el esposo de su hermana además trabaja como peón agrícola en otros lugares de la comunidad.

Respecto a su situación económica actual, señaló la valorada que su único ingreso personal es el que le genera su bazar. Mismo instaurado antes de presentarse la Pandemia por Covid con el apoyo y aporte de su esposo fallecido.

Según certificación de ingresos a nombre de la misma emitida por el Lic. Daniel Cedeño Herrera, contador público, dicho negocio le genera en este momento una ganancia neta de 63.222 colones mensuales.

Señala la señora Quirós Agüero que recibe de don Ricardo un monto aproximado de 40.000 colones de la pensión que este recibe, que lo utiliza para los gastos de alimentación del mismo.

Comentó que cuanto su esposo enfermó la dinámica familiar y económica de su hogar se vio considerablemente afectada, siendo que, por procesos administrativos, de incapacidad y posteriormente de pensión, los montos utilizados variaron, debiendo tomar ahorros, solicitar prestado, entre otros, para hacerle frente no sólo a los gastos de la enfermedad, sino también a los del funeral.

Manifestó que conforme le fueron pagando unos dineros de su esposo del Banco Popular, Póliza del Colegio de Abogados, Fondo Mutual, entre otros, posterior a su deceso, fue cancelando dineros prestados; además, con éstos ha atendido sus gastos actuales y del hogar, mientras le resuelven lo relacionado con la pensión que considera como derecho le corresponde.

De acuerdo a la declaración jurada de aporte que ambos hijos presentan al momento de valoración, se tiene que su hija Jéssica aporta en efectivo un aproximado de 150.000 colones mensuales que doña Shirley utiliza según lo descrito para gastos médicos personales, de recreación y otros. Además de ello, esta hija paga el salario de la señora que realiza las labores de limpieza en ambos sectores de la vivienda (primera y segunda planta).

La declaración del hijo menor indica que su aporte es en especie, principalmente en cuanto al traslado de la señora Quirós Agüero a citas médicas, a la finca que tiene en la comunidad de la Gloria de Chires, así como el traslado periódico del alimento y demás productos que se requieren para el cuidado y mantenimiento del ganado propiedad de doña Shirley.

En torno a los egresos de la valorada, de acuerdo a la información descrita en el proceso, así como la revisión de los recibos, tiquetes y facturas aportadas al momento de la valoración, correspondientes al pago de servicios, compra de alimentos y otros gastos, se tiene que mensualmente el gasto promedio que involucra a la señora Quirós Agüero es el siguiente:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Señaló doña Shirley que la morir su esposo se quedó sin seguro médico, por lo que debe resolver al respecto (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“…Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

Asimismo, según criterio N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original. 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Frutos Vásquez era de ¢ 836,264.72 (ochocientos treinta y seis mil doscientos sesenta y cuatro colones con 72/100) mensuales en bruto, y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensual líquido, se omite indicar que el señor Carlos disfruto de su jubilación del 01 de julio al 13 de julio de 2023 fecha del deceso.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Quirós Agüero de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢669,011.78 (seiscientos sesenta y nueve mil once colones con 78/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar por un monto de ¢764,160.00 (setecientos sesenta y cuatro mil ciento sesenta colones con 00/100)

· Como se desprende del estudio socioeconómico, la señora Shirley convive con un adulto mayor que cuida por lo que se solicitó una aclaración, la cual fue recibida el 05 de febrero del 2024, en la que la Trabajadora Social encargada del peritaje indicó sobre los gastos denominados "alimentación” y “Deuda Rena Ware” lo siguiente:

“(…) Atendiendo lo anterior y de acuerdo a la consulta de ampliación realizada con la señora Quirós Agüero, se puede señalar:

Alimentación: Refiere doña Shirley que el adulto mayor que ella tiene a su cargo de forma voluntaria le brinda de su pensión de RNC una suma de 40.000 colones al mes como aporte para cubrir sus gastos, mismos que varían de acuerdo a la necesidad de don Recadero. No obstante, en cuanto a lo que alimentación refiere, asegura doña Shirley que de todo lo que compra para su hogar (granos, frutas y verduras, carnes, galletas, lácteos y derivados, entre otros) es utilizado para alimentarse tanto ella, como el mayor a su cargo.

Manifestó doña Shirley que ella no discrimina en nada de lo compra o existe en su casa, siendo que don Recadero tiene acceso a todo. En este sentido señaló que ella se preocupa por tener variedad en los alimentos y una dieta balanceada en general, pues por los padecimientos del adulto mayor, debe cumplir con las recomendaciones de las Clínica del Dolor que en este momento brinda atención médica al mencionado.

Al respecto informó que meses atrás don Recadero fue diagnosticado con cáncer “Linfoma de cédulas B extramodal de zona marginal de tejido linfoide asociado a mucosas”. Además de ello padece de Hipertensión Arterial, Cardiopatía con marcapasos y en control en Hematología.

2. Respecto al rubro de “Deuda de Rena Were” informó doña Shirley que, desde hace muchos años atrás, ella ha tenido como afición comprar por cuotas los productos de esta marca (ollas, cuchillos, cacerolas, sartenes, cucharones, cubertería, entre otros), pues siempre le han llamado la atención y han sido de su agrado. Indicó que, por el alto costo de dichos productos, y siendo que siempre dependió de su esposo, todo lo que fue comprando lo obtuvo a crédito, cancelándolo por medio del pago de cuotas mensuales, provenientes del dinero que su esposo fallecido le daba para los gastos.

Es así que, en el caso de la actual deuda, esta fue obtenida bajo la misma modalidad. Aseguró que todas y cada una de las facturas fueron emitidas a su nombre, lo cual pudo observarse en el Estado de Cuenta RENA WARE CR. emitido en fecha 28 de setiembre del 2023. Número de contrato D771261 a nombre de la señora Shirley Quirós Agüero, que fue facilitado por la misma en el proceso de valoración social realizado (…)”

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 28 de julio del 2023, un total de 11 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Carlos Luis Frutos Vásquez.

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Shirley, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Frutos Vásquez, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar y así, lograban satisfacer necesidades básicas, por lo que la señora Shirley dependía completamente de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.° 228 de dicha Ley. 

· De las certificaciones aportadas por la señora Shirley, se constató que no es beneficiaria de alguna pensión por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la Caja Costarricense del Seguro Social o del Magisterio Nacional, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

· La Trabajadora Social en su informe concluye lo siguiente:

“(…) La persona valorada en este proceso es la señora Shirley Quirós Agüero, quien es costarricense, de 57 años de edad, dedicada a las labores del hogar y atiende en su mismo domicilio un pequeño bazar instalado en la cochera de su casa.

Estuvo casada por casi 42 años con el señor Carlos Luis Frutos Vásquez, quien falleció el pasado 13 de julio del año en curso. Con éste mantuvo una convivencia de pareja estable en el tiempo, y procreó dos hijos de nombre Jéssica y Carlos Andrés, ambos Frutos Quirós de 41 y 36 años de edad respectivamente. Ambos son independientes.

La señora Quirós Agüero no laboró nunca fuera del hogar, encargándose por completo de las labores de su casa y la crianza de los hijos, además de dos sobrinos que tuvo a su cargo por algún tiempo. El señor Frutos Vásquez fue el único ingreso fijo y su costumbre fue facilitarle a su esposa la mitad de sus ingresos para la atención de la economía doméstica.

En la dinámica del grupo familiar Frutos Quirós, la gestionante acostumbró la administración del monto otorgado a lo largo de los años por su esposo, aunado a lo recibido a partir de algunas actividades de empredimiento, que en general favorecieron la adecuada satisfacción de sus necesidades y las de todos en el hogar.

Sus ingresos mensuales actuales fijos son los generados por un pequeño bazar establecido dentro de su casa (63.222 colones), el aporte de 150.000 colones de su hija mayor y 40.000 de aporte de la pensión de RNC de un adulto mayor que está a su cargo, pero que en realidad dicho monto es utilizado para cubrir una parte mínima de los gastos de este señor.

Los dineros recibidos tras el deceso de su esposo correspondientes a derechos otorgados una única vez, han sido utilizados para cancelar deudas y gastos del funeral, así como para cubrir en este momento la manutención actual.

De acuerdo a lo contabilizado en el proceso de valoración, los egresos mensuales que permitan la satisfacción de las necesidades de la señora Quirós Agüero, son de aproximadamente 764.160 colones al mes. (…)”

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficiarios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente a la señora Quirós Agüero, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor [sic] judicial fallecido Carlos Frutos, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que está presente.

· Es por los motivos antes expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomando como referencia lo indicado en la aclaración remitida por el Departamento de Trabajo Social, los montos indicados en el informe por concepto de alimentación, fue dividido entre ambos integrantes del núcleo familiar para calcular el monto único de la señora Shirley se contemplarán los siguientes ingresos y egresos mensuales, quedando de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Es así como, del cuadro antes señalado se concluye, que la señora Shirley Quirós, presenta un déficit económico de ¢ 319.130,50 (trecientos diecinueve mil ciento treinta colones con 50/100) entre sus ingresos y egresos.

VII. [bookmark: _Hlk161657645]Recomendaciones 

a) Considerando que la señora Shirley Quirós Agüero ha demostrado que dependía de los ingresos de su cónyuge para sobrevivir, asimismo, que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢ 319.130,50 (trecientos diecinueve mil ciento treinta colones con 50/100) se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Quirós sea el 59% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese [sic] devengado su esposo fallecido, el cual equivale a ¢394,716.95 (trecientos noventa y cuatro mil setecientos dieciséis colones con 95/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. 

Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Lo anterior a partir del 14 de julio del 2023, día después de la muerte del servidor [sic] judicial.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en estudio N.° 23-000151-1786-TS y aclaración del mismo informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, los cuales toman como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Shirley en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico y aclaración: 

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación (…)”.
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “El informe viene con un 59% del 80%, viendo también el estudio socioeconómico y el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología, creo que podríamos dar un 60% del 80% también, no un 59%, es un asunto … para llevar una línea uniforme, no sé qué les parece”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Aquí yo más bien había planteado en la lectura y en las recomendaciones que yo siempre hago aquí anotaciones, a mí me parece que el porcentaje está muy estrecho al gasto, entonces yo aquí lo que tenía planteado era más bien aumentarle ese 59% a un 65% por un tema de ajuste que hay en esos gastos de las personas y como lo que acaba de decir don Parris en el punto anterior, hay un tema de que… esa es la foto de hoy, yo insisto con el tema de la foto, me parece que guardando la discrecionalidad que nos otorga la Ley y siempre siendo consecuente con el pro fondo, además de la situación social y personal de quien hace esta gestión, plantearía más bien alejarme de ese 59%, no porque el estudio esté malo, sino porque no es suficiente y propondría un 65%”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, señala: “Propongo como la propuesta suya (refiriéndose al integrante presidente Juan Carlos) de un 60% del 80%”.

El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Alguno más desea tomar la palabra?, si no comenzamos la votación. 

Votar 1 es un 65% del 80%, votar 2 es un 60% del 80%”.

Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán, William Soto Solano y Mauricio Villalta Fallas votan por la opción 1 correspondiente a otorgarle a la señora Shirley Quirós Agüero un 65% del 80% del monto bruto de jubilación que recibía el señor Carlos Luis Frutos Vásquez al momento de su deceso. Por otra parte, los integrantes Juan Carlos Segura Solís, Arnoldo Hernández Solano y Parris Quesada Madrigal votan por otorgarle un 60% del 80%, por lo tanto, debido al empate en la votación el integrante presidente Segura Solís, ejerce el voto calificado y por mayoría, se le otorgará a la gestionante un 60% del 80% del monto bruto de jubilación que percibía el señor Frutos Vásquez.

[bookmark: _Hlk161321637]Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Shirley Quirós Agüero, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Carlos Luis Frutos Vásquez; el oficio N° 0113-JP/DJA-2024 del 23 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO; así como el dictamen socioeconómico N.° 23-000151-1786-TS emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, y, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta por mayoría dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Quirós Agüero, cuya asignación mensual bruta será equivalente al 60% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Frutos Vásquez al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 14 de julio del 2023, día después de la muerte del jubilado judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona gestionante. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 

Voto de minoría: Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán, William Soto Solano y Mauricio Villalta Fallas, votan por otorgarle a la señora Shirley Quirós Agüero un 65% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Carlos Luis Frutos Vásquez. Se procede con la votación, se aprueba por mayoría y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc160488150][bookmark: _Toc34222242]ACUERDOS CORTE PLENA / CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL
[bookmark: _Toc158630992][bookmark: _Toc111124835]
[bookmark: _Toc160488151]ARTICULO XIII

Documento N° 1047-2023 / 138-2024

En sesión N° 042-2023 del 10 octubre de 2023, artículo XVII, el licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, propuso realizar un proyecto de reforma de ley para el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, sobre los 10 años que debe de tener una persona para poder tener la posibilidad de jubilación o pensión, para el caso de las personas que fallecen en el ejercicio de la función judicial o que queden incapacitadas absoluta y permanentemente. Por lo anterior, se le solicitó a la Dirección de la JUNAFO, que presentara una propuesta para modificar dicho artículo, a más tardar el 24 de octubre del 2023.

Asimismo, en sesión N° 043-023 del 17 de octubre de 2023, artículo XXVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 

“(…), esta Junta dispone: 1.) Aprobar la propuesta de redacción para el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como la modificación del Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para atender el tema de pensión proporcional y temporal, para los familiares de aquel personal que muera a causa del ejercicio de sus funciones, además se deberá incorporar para conocimiento en la actividad convocada para el próximo 10 de noviembre de 2023 con las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial. 2.) Así mismo, se insta a Corte Plena y Consejo Superior, a que consideren ampliar la póliza que tienen las personas que trabajan en el Poder Judicial, a fin de resguardar a los funcionaros, frente a la oleada de violencia que sufre el país.

Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad”.

- 0 -

Posteriormente el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2023 del 09 de noviembre de 2023, artículo XXVI, devolvió el acuerdo anterior a la Junta Administradora, con la finalidad de que aclarara y ampliara a ese Consejo en qué sentido se solicita la ampliación de la póliza indicada.

Finalmente, esta Junta Administradora, en sesión N° 051-2023 del 13 de diciembre de 2023, artículo XVI, aclaró al Consejo Superior que la intención de lo indicado por este órgano colegiado en sesión N° 043-2023 del 17 de octubre de 2023, artículo XXVI, comunicado mediante oficio N° 0803-JUNAFO-2023 del 01 de noviembre de 2023, era en los términos de que tanto Corte Plena como el Consejo Superior valoraran la ampliación de la cobertura económica asignada a las personas servidoras judiciales que fallecen en cumplimiento de sus labores.

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 08-2024 del 01 de febrero de 2024, artículo XLII, comunicado mediante oficio N° 1492-2024, recibido el día 23 de febrero de 2024, en el cual se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Se acordó: Indicar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que este Consejo, no puede ampliar la cobertura económica en las pólizas de los riesgos de trabajo, porque es un sistema que está establecido por ley en forma universal para todos los trabajadores, cuya administración se le confirió al Instituto Nacional de Seguros y además se distingue como parte de las relaciones individuales de trabajo”.

- 0 -

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo:




Manifestaciones: 

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Sinceramente no entendí este artículo, es decir, sé que nos están comunicando, pero esto puede tener injerencia en nuestro personal, y cómo es posible que no haya cobertura en las pólizas de riesgos para las personas que fallecen en el ejercicio de la función judicial o que quedan incapacitadas absoluto y total, de verdad que no lo entendí”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Yo no sé si una póliza de vida y por estar ya difunto no, yo no entiendo muy bien la materia de seguros, es un tema muy profundo, me gustaría tal vez que la Asesoría Legal se pronuncie al respecto para que indague ese tema a ver si con certeza es así o hay algún otro tipo de póliza o algún otro mecanismo importante que pueda subsanar esa situación, puede ser muy sencilla la respuesta porque es una póliza de vida y está muerto no, pensando vagamente, pero sí ocupamos más profundamente hacer ese análisis para decir con certeza es así o no, entonces diría que incluir en el acuerdo tramitarlo mediante la Asesoría Legal para que indague al respecto sobre ese tema, gracias”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, comunica: “Hay que recordar que esto fue motivado por el fallecimiento del muchacho del Organismo de Investigación Judicial – O.I.J, entonces nosotros lo que queríamos ver es la posibilidad de que se ampliara el monto que tiene esa póliza, eso es lo primero. Yo estoy de acuerdo con la propuesta, pero quiero dejar manifestado mi pesar por no poder encontrar una forma de auxilio para las personas funcionarias del Poder Judicial que fallecen en el cumpliendo de su deber.

Es clara la competencia del Consejo Superior y no la discuto de ninguna forma y de la misma Corte Plena, sé que no es resorte de esta Junta lo tengo muy claro, pero, también fue un hecho de que nosotros queríamos manifestar nuestra preocupación, porque desde la parte de nosotros que nos corresponden las jubilaciones o pensiones, en este caso del muchacho que fallece, no tenemos hoy en día para donde coger, o sea la familia de él tiene que ver que hace, falleciendo en el cumplimiento de su deber.

Uno sabe que existe una póliza, pero también sabe que los montos que establece esa póliza y tal vez don William nos puede ayudar en eso, no es tampoco la gran cosa, es cómo cuando me dicen que la gente tiene el Fondo de Socorro Mutuo, tampoco es la gran cosa hoy en día con los funerales, es una incidencia, entonces si quisiera dejar manifestado aquí que me da un pesar muy grande. 

No es que la Junta quería imponer, no es que la Junta quería hacer una diferencia, no, es que estamos mostrando la preocupación por personas que fallecen en cumplimiento de la seguridad de todos nosotros, y es que a ese muchacho cuando lo agarran a balazos ahí y lo dejan tirado junto con el compañero que queda en una silla de ruedas mientras se recupera, pero perdón entonces ¿en qué estamos?, van a seguir muriendo nuestros oficiales, porque hablamos del oficial del O.I.J pero igual puede fallecer una persona, recientemente estaban dando en Canal 7 el tema de los notificadores y el riesgo que tienen al entrar en las zonas conflictivas de este país y que le roben la motocicleta, los documentos, un balazo o que lo asalten, lo que sea, de verdad que es un riesgo enorme y acudir solamente a que no se puedo hacer nada, vieras que a mí me da un gran pesar que no veamos a las personas como personas.

Están viendo a las personas, en el Consejo Superior, y tengo que decirlo así, están viendo a las personas que trabajan en el Poder Judicial como un número, “acudimos a que vamos a mejorar esto, a que no marquen”, esto es una brutalidad, la vida humana no tiene reparo, no tiene valor para nadie más, pero tenemos que ver un acuerdo de estos en donde el Consejo Superior no puede ampliar, entonces busquemos un mecanismo porque nadie le dice que no lo puede hacer, la Ley no se lo está prohibiendo, la Ley no le prohíbe al Poder Judicial buscar una segunda instancia o un reaseguro, no se lo prohíbe, de eso estoy segurísimo.

Pero quiero dejar manifiesta aquí mi disconformidad y mi gran dolor porque sé que no competencia de la Junta, sé que no podemos hacer más allá de lo que nos establece la Ley, estoy clarísimo por sí acaso me quieren regañar por eso pero el Poder Judicial es uno solo y deberíamos por lo menos hacer una manifestación a la Corte Plena de nuestra preocupación por las personas que están falleciendo en cumplimiento de su deber y que no los cubre ni el Poder Judicial en forma suficiente con una póliza y un Fondo de Socorro Mutuo que es irrisorio porque si esa persona tenía uno o dos bebés o si tenía a toda su familia, esta se verá afectada pero no lo están diciendo ni lo están viendo, es todo un tema, pero, en Corte si deberían ver que están muriendo personas y de que se está hablando que estamos en un país cada vez más cerca al narcotráfico, que estamos perdiendo todo el norte del país y con acciones como esas y decisiones como estas, perdón pero les estamos abriendo la puerta de entrada, de salida, el techo y todas las ventanas para que hagan lo que quieran. Lo lamento mucho por las personas que fallecen, son heridas y que se están yendo del Poder Judicial por decisiones tan nefastas como esta”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “A mí me extraña sobremanera que las asociaciones que están respaldando a todos estos funcionarios y hablo de todos, no sólo de la parte penal y demás, no hayan ahondado más en ese tema, entiendo que no se puedan ampliar las coberturas porque los seguros así funcionan y lamentablemente como dice don Rodrigo, se ven cómo objetos.

Esto es como ver un vehículo, si tienes la cobertura de colisión y vuelcos, solo te cubre eso pero si es por vandalismo ya no te lo cubre, si te cayó un rayo y se quemó el carro, eso no te lo cubre porque la cobertura no decía contra caída de rayos o por caída de piedras, entonces el carro no colisionó ni se volcó pero iba por la Ruta 27, le cayó una piedra y pérdida total, eso no te lo cubre, uno entiende que los seguros funcionan así; pero también como dice don Rodrigo, creo que existen otras alternativas que tendría que ver la parte jurídica, sobre otro tipo de cobertura o de otro seguro, no necesariamente que venga dentro del mismo seguro existente, pero sí que exista otro seguro paralelo que abarque estas áreas que no están siendo cubiertas en estos que establece la corte, porque no es sólo este caso reciente, ha habido muchos casos; tuve dos compañeros que murieron en Limón y que fueron acribillados en el acto y sucedió lo mismo, esto no es noticia nueva, esto ocurrió ya hace treinta y resto de años.

Entonces entiendo la respuesta del Consejo porque la cobertura es esa, no se puede ir más allá de lo que ya existe, pero sí deberíamos ver la opción de qué otras coberturas y sugerirlas, porque entiendo que no es competencia de nosotros modificarlas, pero si es competencia nuestra sugerir el bienestar porque son personas que al final de cuentas tendrían que ser respaldadas por la Junta Administradora en el momento que fallece un funcionario y que su familia queda en desamparo, entonces considero que no debemos dejar de lado este tema, en este momento tenemos que acatar lo que dice el Consejo y dar por entendido el acuerdo, si no necesariamente acudir a otra instancia”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Le comentaba ayer a Eduardo, a raíz de un asunto que hay que contestar hoy y de una modificación de un acuerdo que venía en la agenda, que este curso de Seguridad Social que estoy llevando desde la semana antepasada y llevamos dos módulos, lo va cambiando a uno y le va dando un pensamiento más humanista, es decir, lo que decía don Parris referente a los porcentajes y lo que decía don Rodrigo referente a que nos están viendo como un número. Cuando los Derechos Sociales no están debidamente regulados en la norma, para eso está la persona juzgadora que tiene que darle una amplitud o una cobertura más allá de lo que la norma dice, siempre y cuando la norma se lo permita.

En este caso, una cosa es ampliar la cobertura y otra cosa es dejar desprotegidos a las personas que están laborando en el ejercicio de las funciones propias del cargo y, vean que hoy el Director del O.I.J hace una manifestación muy dura, por primera vez está diciendo “estamos frente a un país con un estado narco” y venir con esta situación el Consejo Superior donde con todo el respeto pero están creyendo que solamente son a los policías, es decir, lo veo tan peyorativo, tan falta de una connotación social. No, es que ya no son los policías es que ahora va a ser un Juez, va a ser un Fiscal, va a ser un Defensor.

Es decir, me parece tan deshumano este acuerdo del Consejo Superior que yo estoy de acuerdo en decirle a la Corte Suprema de Justicia no solamente el contenido presupuestario, si es que así lo están viendo, no; es que hay plata para otras cosas y aquí no hay plata para algo tan fundamental como lo es una obligación del patrono, de tener a sus funcionarios con una póliza de riesgos de trabajo, y resulta ser que por la peligrosidad del ejercicio de sus funciones así tiene que ser la póliza y no es que venga a decirme que no pueden cumplir con la póliza porque cuidado y esto no va a la vía judicial y el patrono está incumpliendo con una de sus obligaciones fundamentales como lo es tener la póliza adecuada de riesgos del trabajo. 

Llevando este curso me siento tan motivado, se me empiezan a abrir unas posibilidades tan ricas de poder hacer derecho aquí en esta Junta también, pero resulta ser que tenemos otra gente que siguen aquí en tiquicia, perdonen que sea tan realista y no ven más allá de un presupuesto, de un número, es que no podemos seguir así, deberíamos de ampliarlos, es decir, ¿hasta dónde llegan los derechos…? ¿dónde está la Seguridad Social?, porque hay que empezar ya aspectos generales de la Seguridad Social, o sea que de alguna manera u otra necesitamos ir hacia una progresividad de los derechos y no a una regresión y aquí estamos yendo a una regresión, y me parece que por eso no entendía, claro, ahora conforme lo que dice don Rodrigo y es el no poder ampliar la cobertura, eso no es de un patrono, eso no es una justificación, y esto de irse a la vía ordinaria o a un proceso de Seguridad Social, esto inclusive es una infracción a las leyes de trabajo” .

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Quiero que quede en actas que lamento profundamente la resolución y respuesta del Consejo Superior en este asunto, gracias”.

El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: “Ustedes saben que yo tengo una línea por muchos años muy social por formación, y voy a mezclar aquí, sin conflicto de intereses ni mucho menos, voy a ser muy claro y preciso al respecto, esta persona que estamos tratando, así como otras que hemos tratado, nosotros tenemos una póliza según los datos que tengo aquí millonaria, a la familia de él se le dio un monto sustancial, es decir, sí existen pólizas para ese tipo de eventos.

Nosotros desde otra perspectiva, donde yo también tengo una función importante para el beneficio de los activos en este caso y no activos en el momento que fallecen, pero esa póliza existe, existe una póliza de seis millones de colones que le damos a los familiares de las personas que fallecen; eso es muy importante, es un sentir social.

No es que estamos regalando aquí nada, va de 0 a 80% para ceder o no, dependiendo de un estudio que por general no viene tan bien hecho para poder decidir si se le da la jubilación a las personas que convivieron con una persona que trabajó durante muchos años acá y aportó al Fondo y a otras entidades afines para poder dejar a la familia como corresponde.

Hay un tema muy sensible que es como deja a la familia cuando uno se va de aquí, uno necesita dejar a la familia bien, uno trata de hacer todo lo posible pagando cuotas mensuales, haciendo un ahorro, sacrificando un gasto presente para hacer un gasto futuro, eso se llama ahorro en economía; entonces ese sacrificio que hacemos todas las personas en vida podría ser que cuando ya no estemos se lo den a las familias que es lo que más queremos, es el núcleo donde llegamos.

Es decir, uno tiene la expectativa de que la familia de uno quede bien, mejor de lo que puede ser, entonces el sacrificio que se hace en vida por ese tipo de pólizas no lo viven los familiares en el presente, lo viven en el futuro y eso es lo que un padre o madre de familia tiene que hacer; es una obligación social humana de las personas, así el derecho a la jubilación y a la pensión a las familias. Ese derecho no se puede tergiversar de ninguna manera por otros cálculos que a veces ni siquiera existen en los informes, una suposición no funciona, cuando uno no planifica lo que hace es inventar, lo que hace es lo contrario, ver qué pasa. 

En este tema de jubilaciones y pensiones es un tema sumamente de seguridad social cómo dijo don Juan Carlos anteriormente, por lo tanto el tema pro-fondo y el tema social son importantísimos y ese equilibrio hay que manejarlo, nosotros últimamente hemos trabajado mucho en este tema y las capacitaciones también como don Juan Carlos, yo también he llevado muchas en ese tema, me han sensibilizado de una manera proactiva desde el punto de vista objetivo, aquí no es cómo “pobrecito, que lástima”, no. La gente aporta para que la familia quede mejor o que cuando salga jubilado me den lo que me tienen que dar, entonces se ha creído que la persona que está asociada a un régimen como este o a una organización gremial no merece nada porque ya se fue, pero, uno no lo hace con esa intención, uno lo hace con la intención de que los que quedan queden bien.

Esta perspectiva hay que tenerla, esa proyección es real, esa si no hay que calcularla porque a uno no se le muere toda la familia cuando uno se muere, eso no pasa, excepto que pase una tragedia pero es un caso esporádico, pero en el sentido real de la vida se va la persona y quedan muchos dependiendo, es más, podría ser que las personas que se van tengan alguna otra actividad económica y eso nadie lo ve, se acabó la actividad económica, porque era el que representaba eso, eso nadie lo mide, nadie sabe. 

Eso es lo que me preocupa que el estudio de Trabajo Social y Psicología es muy limitado, puede ser que tuviera otros ingresos, lógicamente legales y todo, ¿pero qué pasa con eso?, nadie se fija, entonces también se pierde ese otro ingreso, tras de que el ingreso que recibía era poco porque estamos hablando en términos brutos, no sabemos la liquidez de las personas, ese es otro tema que no se valora, una persona que queda con un millón de colones de pensión o a los familiares, ¿y el líquido cuánto es?, bueno habría que valorar, se cancelan deudas y todo por la muerte cuando hay pólizas, pero eso no lo vemos, nosotros creemos que el monto es ese y no necesariamente ya que podrían pasar algunas circunstancias importantes, por eso hay que medir.

La planificación es sumamente importante para no hacer cosas subjetivas y en este tema creo que vamos a ser pioneros, lo hemos tocado muchas veces y me gustó lo que dijo don Juan Carlos, de hacer un derecho muy consolidado y que realmente el fundamento de las jubilaciones y pensiones no es el problema que el Estado tenga que sustentarlas si no también que uno las sustenta como empleado y sacrifica esa plata. Es más, existe en el Poder Judicial bastantes casos que la liquidez es más baja de lo que le rebajan del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y de renta, y eso nadie lo mide, es decir hay cosas muy subjetivas que quedaron ahí, que las hicieron subjetivas pero que se pueden de medir, entonces ¿cómo queda la familia?, es decir ya se murió el chavalo o chavala y la familia vea a ver qué hace.

Por eso nosotros desde otro lado hicimos una póliza importante y ojalá hubiera un montón de pólizas que al final la familia pudiera recibir, eso ni siquiera paga un octavo de lo que la persona vale para ellos en vida, entonces cuando monetizamos la parte social se pierde la calidad humana y eso, desde mi punto de vista no lo voy a permitir, particularmente trabajo, me han criticado, me han dicho que ¿por qué? Cuando uno llega a un nivel de la vida en la Pirámide de Maslow, al principio uno busca tener más ingresos para comprar casa, vehículo y todo, pero cuando uno recorre muchos años, uno lo que ocupa es una autorrealización.

Esa autorrealización por lo general es gratis, es lo que usted le regala a la vida y a la parte social de lo que usted es, ahí no es necesario recibir plata ni dietas ni nada, es una parte muy natural que se forma con el transcurso de los años, del tiempo y de la experiencia y eso no lo tiene cualquiera, hay que desarrollarlo, ese grado de sociabilidad es muy importante y ayuda a un montón de personas porque me consta, es una bendición que eso pueda suceder por un grupo de personas organizadas y que logran esos objetivos importantes a cambio de nada, más bien a cambio de críticas y de otras cosas pero para eso hay que tener las cosas muy bien puestas y estar muy bien en la tierra y decir que uno también tiene que colaborar de una manera que no sea económica, que no sea recibiendo nada a cambio, eso principalmente la gente mayor no lo creen, porque nunca lo hicieron pero si en algún momento lo hubieran hecho sería importante.

Y la ayuda no es el momento si no que es permanente, es constante, es que la gente vive todos los días, los chiquitos, los adultos mayores comen todos los días y la gente cree que “ya le dimos esto y ya”, es como cuando el papá le da toda la herencia a los hijos y se lo tomaron, ¿para qué?, eso es otra cosa, es decir, esta parte social es una continuidad de vivir sin un ser querido pero vivir bien, y eso afecta a las personas, eso duele, hay mucha gente que se lleva a la otra persona, es más, de hecho mucha gente quisiera eso para llevarse la jubilación o pensión, piensan en un límite extremo pero no es eso, lo importante aquí es nosotros tener una filosofía muy social, financiera, protección de los recursos por supuesto pero, más que todo esta parte del sentir, del que nazca adentro de cada uno de nosotros esa protección a los compañeros judiciales y a las familias que convivieron años con ellos, muchas gracias.

Es que de verdad hay que hablar así, a mí me nace eso y me gusta porque sí se materializan las cosas, sí funciona la colaboración, la ayuda social si existe y ¿por qué no lo vamos a hacer?, ¿por qué no?”.

SALE DE LA SESIÓN EL INTEGRANTE ARNOLDO HERNÁNDEZ SOLANO.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Venía con una propuesta de tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior, pero creo que aparte de tomar nota deberíamos instar a la Corte Suprema de Justicia para que valore, rectifique o hacerle un llamado a la Corte por parte de este órgano de que no nos encontramos conformes con lo dispuesto por el Consejo Superior toda vez que de acuerdo con las normas de seguridad social los funcionarios y las funcionarias necesitamos o se requiere de una póliza amplia para que cubra todos los tipos de siniestros que puedan verse expuestos, tomando en cuenta el riesgo que se está produciendo hoy más que nunca en nuestra sociedad”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se indica en las manifestaciones plasmadas anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 08-2024 del 01 de febrero de 2024, artículo XLII, en el cual indican que no se puede ampliar la cobertura económica en las pólizas de los riesgos de trabajo, por ser un sistema que está establecido por ley en forma universal para todos los trabajadores, cuya administración se le confirió al Instituto Nacional de Seguros y, además, se distingue como parte de las relaciones individuales de trabajo. 2.) En disconformidad con la posición adoptada por el Consejo Superior en el acuerdo citado, se insta a la Corte Suprema de Justicia a fin de que valore la posibilidad de optar por una póliza que cubra a las personas servidoras judiciales que ponen en peligro su vida e incluso a las que fallecen en el cumplimiento de sus funciones. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena y la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc160488153]ARTÍCULO XIV

Documento N° 77-2024 / 149-2024

En sesión 008-2024 celebrada el 13 de febrero de 2024, artículo IX, esta Junta Administradora tomó el acuerdo cuya parte dispositiva, en lo conducente literalmente dice: 

“(…)

Una vez conocido y discutido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la participación del doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente de la JUNAFO, en el “IV Curso: La Buena Gestión en la Seguridad Social”, mismo que se llevará a cabo en dos fases: la primera fase iniciará el 29 de febrero y finalizará el 17 de abril de 2024, de forma virtual y sin costo alguno; la segunda fase se realizará de forma presencial y corresponde a la participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social que tendrá lugar en Madrid, España, del 6 al 10 de mayo del 2024. […] 6.) Solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial, se conceda permiso con goce de salario y sustitución al doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente de este órgano colegiado, debido a la aprobación de esta Junta Administradora para participar en la actividad detallada en el inciso 1 de este acuerdo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -

Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 14-2024 del 21 de febrero de 2024, artículo XXXII, remitido mediante copia del oficio N° 1067‑2024 del 22 de febrero del 2024, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“(…)

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que indique a este Consejo si existen recursos presupuestarios para hacerle frente a sustitución del doctor Juan Carlos Segura Solís, durante el período del 6 al 10 de mayo del 2024. Se declara acuerdo firme”.

- 0 -

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el oficio completo:



Se acordó:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota del acuerdo emitido por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 14-2024 celebrada el 21 de febrero de 2024, artículo XXXII, comunicado mediante copia del oficio N° 1607-2024 recibido el 26 de febrero del 2024, en el cual solicitan a la Dirección de Gestión Humana indicar sobre la existencia de recursos presupuestarios necesarios para afrontar la sustitución del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de este cuerpo colegiado, durante el periodo del 6 al 10 de mayo de 2024, referente a su participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social que tendrá lugar en Madrid, España. 2.) Estar a la espera de la respuesta que brinde la Dirección de Gestión Humana en la sesión indicada en el inciso anterior. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y del doctor Juan Carlos Segura Solís para lo que corresponda. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc160488155]ASUNTOS VARIOS

[bookmark: _Toc159246587][bookmark: _Toc160488156]ARTICULO XV

Documento N° 238-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el estudio realizado por la Asesoría Jurídica de la JUNAFO remitido por el licenciado Eduardo Chacón Monge, mediante correo electrónico del 27 de febrero del 2024, el cual literalmente dice:

Esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un órgano con desconcentración máxima del Poder Judicial, de conformidad con el artículo N° 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que tiene completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley. Sobre esta figura, el doctor Ernesto Jinesta Lobo, detalla lo siguiente: “Se verifica cuando el superior jerárquico, además de no poder avocar las competencias y revisar la conducta del inferior –de oficio o a instancia de parte por vía de recurso-, no puede dictarle al “inferior” desconcentrado órdenes, instrucciones o circulares (artículo 83, párrafo 3°, y 102, incisos a, d y e íbidem). Las normas que crean la desconcentración máxima son de aplicación extensiva en favor de la competencia del órgano desconcentrado (artículo 83, párrafo 5, íbidem). La denominación de esta institución, tiene su origen en la perspectiva del órgano desconcentrado, puesto que, al estar abstraído, además, de la potestad de mando que es, quizá, la esencial de la relación jerárquica, sus poderes son más amplios en tanto que los del superior jerárquico se ven ostensiblemente reducidos”. (Tratado de derecho administrativo, Tomo 1, Segunda edición, página 482). Aunado a lo anterior, el criterio de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, refiere sobre este órgano lo siguiente: “En ese sentido, destaca como notas distintivas de la Junta, en primer lugar, su competencia exclusiva en la materia, de forma que ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún el propio Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca, siendo sus resoluciones de acatamiento obligatorio, aparte de agotar la vía administrativa; y en segundo lugar, la independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones, en particular, la administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para lo que debe sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la SUPEN”.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 183 inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública y del principio de intangibilidad de los actos propios, esta Junta Administradora no puede anular de oficio, los actos que haya emitido y que sean declaratorios de derechos, debiendo recurrir al proceso judicial de lesividad para su anulación.
 El proceso de lesividad está regulado en los artículos 10 inciso 5), 34 y 39 inciso 1 punto e) del Código Procesal Contencioso Administrativo (Ley No. 8508 de 28 de abril de 2006) y está constituido como el proceso judicial en el cual la propia Administración autora de un acto administrativo declaratorio de derechos solicita su nulidad.

Ahora bien, el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo, expone que “1) Cuando la propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previamente el superior jerárquico supremo deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza. El plazo máximo para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. En este último supuesto, el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia que declare la nulidad lo hará, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad futura”, asimismo, el citado artículo detalla: “4) La declaratoria de lesividad de los actos dictados por órganos administrativos con personalidad jurídica instrumental, será emitida por el superior jerárquico supremo”.

Por lo anterior, al tener esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, superior jerárquico dentro de la estructura del Poder Judicial, debe solicitar a este último iniciar el proceso de lesividad para la anulación de un acto administrativo, mediante una resolución fundada, indicando que es lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza, dentro del plazo de un año contado a partir de su dictado, salvo que contenga vicios de nulidad absoluta, caso en el que podrá hacerse la declaratoria de lesividad mientras perduren sus efectos. Una vez declarada la lesividad, la demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo debe plantearse en el plazo de un año, contado a partir del día siguiente a la firmeza del acto que declara la lesividad.

Con base en este preámbulo, el presente escrito pretende declarar el acto administrativo adoptado por esta Junta Administradora del fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, como lesivo a los intereses públicos y económicos del Fondo que administra, toda vez que se le indicó al señor Olman Ugalde González que puede jubilarse con los preceptos de la Ley Orgánica del Poder judicial N° 7333 –actualmente están derogados los artículos relativos a las jubilaciones-, cuando lo correcto es que le aplican para una posible solicitud de jubilación, los artículo establecidos en la Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, ley que actualmente está vigente, por lo que se le otorga erróneamente un derecho que no le corresponde, esto generaría otorgar un beneficio de jubilación de forma incorrecta, causando una afectación al acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial.

Para el entendimiento del presente caso, antes de realizar el análisis de fondo, es importante mencionar que la solicitud de jubilación presentara por el señor Olman Ugalde González nace por un reconocimiento de tiempo servido que tramitó en el Poder Judicial, debido a que trabajó en otra institución estatal, a raíz de esto, el gestionante consideró que el cómputo de ese tiempo, le generó el derecho de jubilarse con los preceptos estipulados en la Ley N° 7333, la cual se encuentra derogada, -referente al apartado del régimen de jubilaciones y pensiones- y no con lo regulado en la Ley N° 9544 que actualmente se encuentra vigente; el desarrollo del presente escrito, es para esclarecer que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones interpretó erróneamente la normativa al indicarle al señor Ugalde González que si le correspondía jubilarse con los preceptos de la Ley N° 7333, cuando no es correcta dicha aseveración, tomando en consideración que no cumplía con los requisitos para ello y que tampoco los consiguió en el plazo establecido en el transitorio VI de la Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

El 22 de mayo de 2018 comenzó a regir la modificación al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (Ley N° 9544), esto varió sustancialmente los requisitos para optar por una jubilación, por lo anterior, se procede a transcribir los requisitos que se derogaron en cuanto al cómputo de tiempo servido, así como los que aplican con la ley vigente, a saber:

1-. La Ley N° 7333, denominada Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial, referente a los requisitos para optar por una jubilación (derogados), estipulaba lo siguiente:

“ARTICULO 224.- Los servidores judiciales podrán acogerse a una jubilación igual al salario promedio de los últimos veinticuatro mejores salarios mensuales ordinarios, devengados al servicio del Poder Judicial, siempre que hayan cumplido sesenta y dos años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública sea al menos de treinta.
(…)
ARTICULO 231.- Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años. Sin embargo, en estos casos se aplicarán las siguientes reglas: si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones, establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Poder Judicial tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar- que el monto de esas cotizaciones sea trasladado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Este traslado incluye también las sumas depositadas para efecto de la pensión del interesado por el Estado. En el caso de que no hubiese existido esa cotización o que lo cotizado por el interesado y por el Estado no alcanzare el monto correspondiente establecido para el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este Fondo la suma adeudada que, en todos los casos, incluye las cuotas del Estado. Para esos casos, el Consejo Superior del Poder Judicial dará las facilidades necesarias, deduciendo una suma no mayor de un diez por ciento del sueldo, jubilación o pensión cualquiera que sea el número de años servidos en el Poder Judicial. En cuanto a la prueba para la debida comprobación de los servicios prestados será admisible todo medio de prueba y en cuanto a su interpretación se aplicará por analogía el principio in dubio pro operario”. (El subrayado se adiciona).

Sobre esto, del texto mencionado anteriormente, se puede extraer tres requisitos, los cuales son:
· Que haya cumplido sesenta años de edad.
· El número de años laborados para la Administración Pública sea al menos de treinta.
· Referente al cómputo del tiempo servido, debía haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años. 

2-. Ahora bien, la Ley ° 9544, denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, vigente en la actualidad, indica lo siguiente en cuanto a los requisitos para optar por una jubilación: 

Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años. (El subrayado se adiciona).

(…)
Artículo 226- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de Igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años. (El subrayado se adiciona).

A diferencia de la Ley N° 7333, se debe resaltar que la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, estipula los siguientes requisitos para optar por una jubilación de manera ordinaria:

· Tener cumplidos los sesenta y cinco años de edad.
· Que hayan trabajado al menos treinta y cinco años.
· Para el cómputo del tiempo laborado, el servidor deberá laborar al menos los últimos 20 años servidos para el Poder Judicial.

Para el presente caso, es importante indicar estas diferencias, específicamente en cuanto al cómputo del tiempo servido en el Poder Judicial, resaltando que, de previo a la reforma, la ley exigía como requisito para optar por una jubilación, haber laborado los últimos 5 años para el Poder judicial, sin embargo, la Ley Orgánica del Poder judicial vigente, N° 9544, estipula específicamente que la persona servidora judicial debe haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años.

Finalmente, como último dato importante, es menester aclarar que el Consejo Superior del Poder Judicial era el órgano que administraba el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta el 27 de enero de 2020, fecha en que fue conformada y juramentada esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esto se trae a colación debido a que parte de las gestiones que se explicarán en el presente documento, las realizó el Consejo Superior cuando tenía esa competencia.

ANTECEDENTES DEL CASO:

1.- En la sesión de Consejo Superior N° 78-2018 del 04 de setiembre de 2018, artículo LXXXVIII, ese órgano le reconoció al señor Olman Ugalde González “para efectos de anualidades y jubilación… el tiempo de 30 años, 4 meses y 28 días laborados Banco Central de Costa Rica, a partir del 28 de setiembre de 2016” (sic). En esa ocasión se ordenó el reintegro de ciento treinta y seis millones doscientos veinticinco mil doscientos treinta colones con setenta y ocho céntimos (¢ 136 225 230.78) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en virtud de que lo cotizado por el interesado y el Estado no alcanzaba el monto correspondiente establecido para nuestro fondo. Lo adeudado se cancelaría mediante deducciones de un diez por ciento (10%) del salario bruto mensual del funcionario, los cuales deberían ser cancelados en su totalidad al momento en que solicitare el acogimiento a la jubilación de acuerdo con lo ordenado en la sesión número 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XX, de ese mismo órgano superior administrativo.

De este antecedente es importante recalcar que, para que se materialice el total del reconocimiento de tiempo servido, es importante que la persona interesada deba cancelar la totalidad del monto de previo a acogerse a su jubilación, ese requisito lo impuso el Consejo Superior en la emisión del acto administrativo. Sobre esto, en muchas ocasiones las personas que gestionan el reconocimiento de tiempo, solicitan al órgano administrador que cese el rebajo tiempo después de haber iniciado con los pagos, indicando que solo reconozcan el tiempo servido proporcional al porcentaje que cancelaron, porque les deja de interesar continuar con el trámite.

2.- Posterior a ese acuerdo, el señor Olman Ugalde González, mediante nota del 18 de mayo de 2021, remitió a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, solicitud para acogerse al beneficio de jubilación, nota que fue conocida en la sesión 22-2021 celebrada el 24 de mayo de 2021, artículo IV, en la que expresó los siguientes puntos:

“Por medio de la presente, les hago saber que el suscrito, Olman Gerardo Ugalde González, soy una persona no vidente, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José y Magistrado Suplente de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia.

Me apersono ante ustedes para hacerles saber que, al día de hoy, cuento con un tiempo total servido al Estado de 35 años, y tres meses; presento un tiempo reconocido de trabajo para otras instituciones del Estado, para efectos de jubilación, de 30 años, 4 meses y 28 días y el próximo 16 de julio 2021 cumpliré cinco años de laborar para el Poder Judicial. 

Por consiguiente, el 16 de julio de 2021, cumpliré con el requisito establecido, para la jubilación, en el numeral 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (“LOPJ”), normativa con la cual se me efectuó el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación. En relación con este tópico, en la LOPJ, se regla:

[bookmark: _Hlk71469133]“Artículo 231.- Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años. Sin embargo, en estos casos se aplicarán las siguientes reglas: si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones, establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Poder Judicial tendrá derecho a exigir –y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar– que el monto de esas cotizaciones sea trasladado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Este traslado incluye también las sumas depositadas para efecto de la pensión del interesado por el Estado. En el caso de que no hubiese existido esa cotización o que lo cotizado por el interesado y por el Estado no alcanzare el monto correspondiente establecido para el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este Fondo la suma adeudada que, en todos los casos, incluye las cuotas del Estado. Para esos casos, el Consejo Superior del Poder Judicial dará las facilidades necesarias, deduciendo una suma no mayor de un diez por ciento del sueldo, jubilación o pensión cualquiera que sea el número de años servidos en el Poder Judicial. En cuanto a la prueba para la debida comprobación de los servicios prestados será admisible todo medio de prueba y en cuanto a su interpretación se aplicará por analogía el principio in dubio pro operario.”.

Además, la CIRCULAR Número 167-2014 Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones”. - Dispone en el Artículo 20.-

“La persona servidora judicial podrá solicitar el reconocimiento del tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación, según lo establece el artículo 231 de la L.O.P.J. y el Reglamento para el Reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos de anualidades y jubilación. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10’% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien deberá autorizar expresamente en la gestión de reconocimiento, que el rebajo se continúe haciendo aún después de jubilado o en caso de muerte en la pensión a que tengan derecho sus beneficiarios.”. La negrita es agregada. 

He de subrayar que, desde el reconocimiento del tiempo servido, se me ha venido deduciendo de mi salario mensual, de las dietas como magistrado Suplente de la Sala Segunda y de las anualidades, un diez por ciento de todos los dineros recibidos; con la finalidad de ir cubriendo, de forma razonable y conforme a las facilidades estipuladas en el numeral transcrito, el monto correspondiente para la jubilación con cargo al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 

Además, he de comunicar que, a la fecha de hoy, no se ha efectuado, por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social (“CCSS”), el traslado de los montos aportados por las cotizaciones de obrero, patronal y estatal, respecto al lapso que laboré para otras instituciones estatales. 

Por ende, en este momento, desconozco cuál será el verdadero adeudo que tendré con el Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial. En la actualidad, solo existe una suma preliminar, fijada por el Departamento de Gestión Humana, a la cual no se le han descontado las sumas que debe trasladar la CCSS por los montos resultantes de las cotizaciones de obrero, patronal y estatal. 

Asimismo, he de rescatar que la LOPJ dispone que, una vez descontados los montos de cotizaciones de obrero, patronal y estatal, además de lo cancelado por el trabajador durante el tiempo laborado, si quedara una suma en descubierto, el interesado deberá reintegrar al Fondo la suma adeudada. Para tales efectos, en el citado numeral 231 de la LOPJ, se establecen facilidades que se deberán otorgar a la persona trabajadora, jubilada o pensionada y queda absolutamente definido el cómo se deberá solucionar lo referente a las condiciones que debe otorgar el Consejo Superior para el pago de la deuda resultante después de que la CCSS haga los traslados de Ley. 

Cabe enfatizar que tales facilidades no solo se encuentran regladas únicamente para los supuestos en los que el funcionario es trabajador activo, sino que tienen un alcance mucho mayor que también tutela a la persona cuando se encuentre jubilada, e, incluso, su protección abarca al sucesor de la pensión. 

En otras palabras, no es imprescindible que, con anterioridad al otorgamiento de la jubilación, se haya cancelado en su totalidad el monto adeudado al Fondo, sino que –al amparo del canon 231 de la LOPJ que me resulta aplicable y con base en la cual se hizo el reconocimiento de mi tiempo servido para otras instituciones estatales– es posible que el saldo pendiente se vaya deduciendo de la suma mensual de la jubilación. 

Nótese que la norma contempla una serie de facilidades para la cancelación del eventual monto adeudado, según los siguientes tres escenarios: 

1.-	Cuando el funcionario está como trabajador activo. La norma legal establece la primera regulación a cumplir y dispone: “deduciendo una suma no mayor de un diez por ciento del sueldo”. Esta es la situación en la que, actualmente, me encuentro, debido a que, de mi sueldo o de las dietas que percibo como Magistrado Suplente de la Sala Segunda, se efectúa la retención de un diez por ciento.

[bookmark: _Hlk72013344]2.-	El segundo escenario está instaurado para casos donde la persona deja de ser un trabajador activo y pasa a ser jubilado. Entonces, la ley estipula: “(…) deduciendo una suma no mayor de un diez por ciento de [la] jubilación (…)”. Este es, precisamente, el supuesto que se aplicaría al suscrito, una vez que se me reconozca el derecho a la jubilación. Es incuestionable que lo enunciado significa que la facilidad que se recibe, como trabajador activo, también aplica a la persona jubilada. La única diferencia es que la retención no se realizará del sueldo del trabajador, sino que la deducción del diez por ciento (a lo sumo) se practicará sobre el monto de la jubilación que le corresponda a la persona jubilada.

3.-	Finalmente, la ley consagra una tutela sobre la pensión, al prever, para casos en los que el jubilado fallece y si existiera un saldo en descubierto con el Fondo, que a quienes le sucedan en su jubilación, también del monto mensual que reciban como pensión, se les deberá de retener un diez por ciento (máximo). Lo anterior también se encuentra regulado en el precepto 17 del Reglamento actual para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en El Estado y sus Instituciones para Efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial. En dicho numeral, se preceptúa:

“Cobro del reintegro que debe hacer la persona interesada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras judiciales. En caso de que la persona servidora judicial o la persona jubilada judicial fallezca antes de cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras judiciales, el monto determinado en el estudio de reconocimiento de tiempo servido aprobado por el Consejo Superior, los beneficiarios deberán continuar cancelando el saldo para obtener los beneficios de la pensión.”. (El destacado no corresponde al original). 

Por paridad de razones, por coherencia normativa y, principalmente, por respeto al principio de legalidad y a los estudiados términos de la versión del canon 231 de la LOPJ que me resulta aplicable, este beneficio también se debe conceder a la persona jubilada. Una interpretación contraria vaciaría de contenido la norma.

Lo anterior corrobora que el propósito del ordenamiento jurídico –en los numerales que aplican al suscrito–, sobre este tema en particular, es proporcionar facilidades tanto a la persona trabajadora activa, como a la persona jubilada o beneficiaria de la pensión. 

En virtud de todo lo expuesto, les comunico que he tomado la decisión de acogerme a mi jubilación, a partir del 3 de agosto 2021 y, por tal razón, respetuosamente les requiero:

1) Se me autorice la jubilación, a partir del 3 de agosto 2021, y que se me transfieran las facilidades de pago que ya me fueron otorgadas como funcionario –a las que, por mandato legal (art. 231 LOPJ), como persona jubilada tendré derecho– para proseguir cancelando el monto adeudado, es decir: “(…) deduciendo una suma no mayor de un diez por ciento de [la] jubilación (…)”.

2) Se solicite a la Caja Costarricense de Seguro Social que efectúe el traslado de los montos por las cotizaciones de obrero, patronal y estatal. Con tal información, aunado al importe que he realizado durante el período laborado para el Poder Judicial –correspondiente a la deducción del diez por ciento de mi salario, de las dietas como magistrado Suplente de la Sala Segunda y de mis anualidades–, se proceda a fijar a cuánto asciende la deuda que me quedará con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

(…)”

En ese momento, esta Junta Administradora del Fondo de jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indicó lo siguiente:

“Se acuerda por unanimidad: 1) Tener por conocida la solicitud de jubilación presentada por el servidor Olman Gerardo Ugalde González, considerando los alegatos planteados por el gestionante. 2) Manifestarle al Sr. Ugalde que: a) Bajo los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma Ley N°. 9544) que establece un mínimo de 20 años, ni bajo los preceptos de la anterior Ley (Ley N°. 7333) que establecía un mínimo de 10 años, se encuentra cumpliendo con el plazo mínimo necesario de laborar para este Poder de la República que lo haga acreedor del beneficio de jubilación en este régimen del primer pilar. b) El reconocimiento de tiempo servido realizado al estimable funcionario judicial, no “fija” de forma alguna, el derecho de aplicación de las condiciones establecidas en la anterior versión de la LOPJ. c) El Sr. Ugalde González no Juan Carlos Segura Solís cumple con los requisitos establecidos en el transitorio VI de la reforma a la LOPJ introducida con la Ley N°. 9544, transitorio de los 18 meses para jubilarse con las disposiciones establecidas en la anterior ley N°. 7333. d) Debido a lo anterior, para todos los efectos deberá aplicarse lo estipulado en la LOPJ vigente, en lo referido a los artículos N°. 224, 224 bis y 226 de dicho cuerpo normativo, del cual se destaca en particular lo dispuesto en el artículo N°. 226 que establece lo siguiente: “Artículo 226- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años...” 3) Resaltar el criterio jurídico N°. DJ-C-208-2021 emitido el 20 de abril de 2021 por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, conocido en sesión N°. 19-2021 artículo N° XIII del cual se destaca lo siguiente: “…se concluye, con fundamento en lo esbozado que las expectativas de jubilación para la gestionante se ven limitadas por la normativa aludida, toda vez que para el momento en que esta cumpla 60 o 65 años de edad carecerá del requisito de prestar veinte años de servicio en el Poder Judicial, requisito indispensable para optar por una pensión anticipada u ordinaria; siendo también improcedente la posibilidad que trabajando para el Poder Judicial, no cotizare para el Régimen de Jubilaciones y Pensiones de la Institución y lo haga para el Régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, según lo acotado.” 4) Dados los elementos anteriores, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial procede a rechazar la solicitud del beneficio de jubilación planteada por el Sr. Ugalde por improcedente, al no cumplirse con los requisitos establecidos por Ley para obtener el derecho jubilatorio en este régimen sustituto al IVM. 5) La Dirección de la JUNAFO y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para lo que a cada área corresponde. Se declara acuerdo firme.”

3.- Conforme al acuerdo adoptado anteriormente, el señor Ugalde González, presentó recurso de reconsideración en contra del acuerdo supracitado, adoptado por la Junta Administradora del fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 22-2021 celebrada el 24 de mayo de 2021, artículo IV, recurso que fue conocido por este órgano en la sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV. A manera de resumen, el señor Ugalde González, planteó los siguientes argumentos:

a.- El 31 de mayo del presente año, el solicitante interpuso recurso de reconsideración en contra del acuerdo indicado en el acápite anterior. Alegó en el recurso:

a.1.- El Consejo Superior en el año 2018 le reconoció para efectos de jubilación un tiempo servido para el BCCR de 30 años, 4 meses y 28 días desde el 28 de setiembre de 2016 y lo obligó a cancelar al FJP una suma millonaria en tractos mensuales del diez por ciento de su salario. El acuerdo tiene su fundamento en el artículo 231 LOPJ antiguo y se mantiene vigente para él, porque el acuerdo no ha sido objeto de revocatoria ni de nulidad.
a.2.- Es sujeto de cobertura del transitorio VI de la Ley 9544, pues al reconocérsele los más de treinta años de servicio en el BCCR, cumplió con la cantidad de años laborados en la Administración Pública (AP), requeridos en el ordinal 224 de la otrora LOPJ; incluso en virtud de ello, ha estado pagando la deuda con el FJP como si “hubiese trabajado para el Poder Judicial, desde el primer día que ingreso a laborar en la Administración Pública”.
a.3.- Como ha laborado para la Administración Pública por más de treinta años no puede aplicársele el supuesto establecido en el inciso b) del artículo 225 de la LOPJ previo a su reforma. Ese inciso refiere a las personas servidoras judiciales que optan por jubilarse al cumplir los sesenta o más años pero que no cuentan con los treinta años de servicio, lo cual no es su caso.
a.4.- Muy próximamente cumpliría con lo preceptuado en el artículo 231 LOPJ no vigente pero que le es aplicable.
a.5.- El acuerdo de la JUNAFO conculca el adoptado por el Consejo Superior del año 2018 e implica que: 

a.5.1.- podría acceder a su jubilación hasta que cumpla setenta y tres años, porque antes de eso no tendría los veinte años de servicio para el Poder Judicial. 
a.5.2.- Durante esos años más de servicio en el Poder Judicial, se mantendría cancelando el monto determinado por el Consejo Superior y el trece por ciento ordinario que se paga al FJP, lo cual es grave. 
a.5.3.- Tendrá que prestar servicio al Estado por más de cincuenta años de los cuales, veinte serían en el Poder Judicial, lo que sugiere un tratamiento similar al de “cualquier persona de primer ingreso a la institución y sin que deba cancelar reintegro alguno al Fondo”. Esa cantidad de años laborados haría carecer de lógica el cobro establecido por el Consejo Superior, porque la cantidad de dinero generada en el régimen en el que cotizó cuando fungió como funcionario del BCCR por más de treinta años y luego en el del Poder Judicial por los veinte años adicionales exigidos en la LOPJ vigente (artículo 226), serían suficientes “para acceder a la jubilación, sin necesidad de un cobro adicional”. Aunado a ello, la eventual diferencia en las cotizaciones se ha de calcular juntamente con el traslado de las aportadas en el BCCR al FJP y los montos cotizados en los veinte años en Poder Judicial; de manera que, si en conjunto cubren el monto correspondiente al FJP no tendría que seguirse con la deducción salarial.
a.5.4.- Lo cancelado parcialmente y las deducciones futuras, en el escenario en el que debe laborar para el Poder Judicial hasta los setenta y tres años, harían que el FJP incurra en un enriquecimiento antijurídico, porque se le “cobraría la diferencia como si hubiera ingresado a laborar al Poder Judicial” desde que comenzó su prestación de servicios en el Estado; empero, no se le reconoce su acceso a la jubilación, al mismo tiempo que “recibiría las cotizaciones que…” cumplió “…para el IVM y las que habría cancelado para el Fondo del Poder Judicial durante los 20 años que se…” le “…estaría obligando a trabajar”. Los rebajos realizados y los futuros hasta el cumplimiento de la prestación de servicios en el Poder Judicial -v.g. veinte años-, surgen con motivo de la labor realizada por más de treinta años en la Administración Pública y ello significa que la diferencia fijada en el “2016 ya no tendría sentido o, cuando menos, habría variado sustancialmente”.
a.5.5.- Cancelaría el equivalente a las cotizaciones de más de cincuenta años de servicio para el Poder Judicial, suma que es “abiertamente mayor” a la que hubiera tenido que pagar de haber prestado servicios en el Poder Judicial desde el inicio.

a.6.- La aplicación de la normativa vigente y el cobro de la diferencia adeudada al FJP, hacen obligatorio el respeto del numeral 224 LOPJ actual, de manera que, a los “62 o 65” años pueda concedérsele la jubilación pues el “requisito de los 35 años de servicio para el Poder Judicial se acredita por el hecho de que cancelaría la diferencia por los años” servidos en otra institución estatal. “El requisito de los 35 años de servicio para el Poder Judicial se acredita por el hecho de que cancelaría la diferencia por los años que…” estuvo “…en otra instancia estatal”. Admitir el cobro en lo sucesivo y a la vez la obligación de prestar servicios por veinte años al Poder Judicial sin “reconocerse la diferencia que se habría cubierto hasta hoy” es “completamente infundado, desproporcional y confiscatorio”.
a.7.- Así las cosas, solicitó principalmente la reconsideración del acuerdo adoptado en sesión N° 22-2022 celebrada el 24 de mayo de 2021, artículo IV, así como la autorización de su jubilación a partir del tres de agosto de dos mil veintiuno; o bien, subsidiariamente solicita aclaración y adición de la resolución en el sentido de que se especifique si se continuará con la deducción definida por el Consejo Superior en virtud del reconocimiento de tiempo servido y por ende, se le permitiría jubilarse a los 62 o más años de edad, de conformidad con el numeral 225 inciso b de la LOPJ vigente.
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial analizó los alegatos expuestos anteriormente, tomando el acuerdo que –en lo conducente- indicó lo siguiente:

Analizada la gestión anterior, así como el antecedente supracitado, se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, magistrado suplente de la Sala Segunda y en su condición de Juez del Juzgado de Seguridad Social, en nota de 31 de mayo de 2021. 2.) Acoger parcialmente el recurso de reconsideración en cuanto a que efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica anterior (7333), por lo que al cumplir con los 5 años de laborar de forma continua podrá acceder a dichos beneficios. 3.) Comunicar al señor Ugalde González, que esta Junta no podrá acceder a su petición de aprobar el beneficio de jubilación hasta tanto no se cancele la deuda que mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, según lo dispuso el Consejo Superior al aprobar el reconocimiento de tiempo servido en sesión N° 78-2018 celebrada el 4 de septiembre de 2018, artículo LXXXVIII. 4.) Hacer el presente acuerdo de la Dirección de JUNAFO, así como del señor Ugalde González.” (El subrayado en negrita se adiciona).

De previo a continuar con la explicación de los antecedes del caso, es importante mencionar que fue en este acuerdo, que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, adoptó el acto administrativo indicándole al señor Olman Ugalde González, que le aplican los preceptos de la ley previo a la reforma (Ley 7333), sin embargo, fue un error de interpretación cometido por el órgano, debido a que no cumplía con el requisito de tener al menos los últimos 5 años laborados para el Poder Judicial, elemento fundamental para que le aplicara esa normativa, tema que se desarrollará posteriormente.

4.- Después, en sesión N° 31-2021 celebrada el 28 de julio de 2021, artículo V, se conoció nota presentada por el señor Olman Gerardo Ugalde González, del 18 de julio de 2021, en donde solicitó lo siguiente: … “Que Conforme se establece en el Artículo 226 de la Ley 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en el Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial modificada 7333. Favor se proceda a solicitar a la Caja Costarricense de Seguro Social efectúe el traslado de los montos por las cotizaciones de obrero, patronal y estatal. y con tal información, aunado a los importes que he realizado durante el período laborado para el Poder Judicial –correspondiente a la deducción del diez por ciento de mis salarios, de las dietas como magistrado Suplente de la Sala Segunda y de mis anualidades–, se me proceda a fijar en definitivo a cuánto ascenderá la deuda que me corresponde cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Es en este acto, que esta Junta Administradora detecta que interpretó erróneamente la normativa, según lo que acordó en la sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, por lo que, en respuesta a esta última gestión presentada por el señor Ugalde González, dispuso por unanimidad que previamente a resolver lo que correspondiera, se debía solicitar a la Dirección Jurídica criterio respecto de lo siguiente: a.) Analizar el caso presentado por el doctor Ugalde González, con la finalidad de valorar la viabilidad de la gestión presentada en el presente acuerdo, referente al traslado de cuotas solicitado, de la Caja Costarricense del Seguro Social, al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. b.) Asimismo, en el caso hipotético de que proceda el traslado de cuotas solicitado, deberá la Dirección Jurídica analizar si el señor Ugalde González, se encuentra dentro de los presupuestos contemplado en la Ley Orgánica del Poder judicial, de previo a su reforma, para efectos de decretarle la jubilación.

5.- En sesión N° 35-2021 celebrada el 23 de agosto de 2021, artículo XVI, se conoció nota presentada por el señor Olman Ugalde González, en donde solicitó, -en lo conducente- aclarar y adicionar el acuerdo que fue remitido a consulta de la Asesoría Jurídica, conforme fue resuelto en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio del 2021, artículo IV. Se dispuso “efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica anterior (7333), sin embargo, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones acordó en ese momento rechazar la solicitud que presentó toda vez que se estaba a la espera del informe solicitado a la Dirección Jurídica en sesión N° 31-2021 celebrada el 28 de julio de 2021, artículo V, motivo por el cual no era posible emitir ningún pronunciamiento al respecto.

6.- Finalmente, en sesión N° 43-2021 celebrada el 25 de octubre de 2021, artículo IV, la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 31-2021 celebrada el 28 de julio de 2021, artículo V, remitió el criterio N° oficio N° DJ-C-565-2021 de 5 de octubre de 2021, que, entre su contenido, es imperativo destacar las siguientes citas:

“(…)

II.- CRITERIO. –

(…)

Ahora bien, el cómputo de los tiempos servidos podía contemplar a los discontinuos y en diversos puestos en el Poder Judicial, así como aquellos que, se hubieren suscitado fuera del Poder Judicial en otras instituciones o dependencias públicas estatales. En tal sentido dictaba el artículo 231 lo siguiente:

“Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años. Sin embargo, en estos casos se aplicarán las siguientes reglas: si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones, establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Poder Judicial tendrá derecho a exigir -y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar- que el monto de esas cotizaciones sea trasladado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Este traslado incluye también las sumas depositadas para efecto de la pensión del interesado por el Estado. En el caso de que no hubiese existido esa cotización o que lo cotizado por el interesado y por el Estado no alcanzare el monto correspondiente establecido para el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este Fondo la suma adeudada que, en todos los casos, incluye las cuotas del Estado. Para esos casos, el Consejo Superior del Poder Judicial dará las facilidades necesarias, deduciendo una suma no mayor de un diez por ciento del sueldo, jubilación o pensión cualquiera que sea el número de años servidos en el Poder Judicial. En cuanto a la prueba para la debida comprobación de los servicios prestados será admisible todo medio de prueba y en cuanto a su interpretación se aplicará por analogía el principio in dubio pro operario.” (El subrayado se suple).
Sobre ese numeral, en el acta número 43 de la sesión efectuada a las 14:00 horas del 22 de setiembre de 1992, por la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, se evidencia que el exmagistrado Luis Paulino Mora Mora (q.e.p.d.), indicó:
[image: Imagen de la pantalla de un celular de un mensaje en letras negras

Descripción generada automáticamente con confianza baja][footnoteRef:3] [3:  Folio 3087 del expediente legislativo número 7333.] 

En la misma sesión el exmagistrado Daniel González explicó:

[image: ][footnoteRef:4] [4:  Íbidem.] 

	Las consideraciones externadas por ambos otrora magistrados, dejan muy claro lo que el numeral 231 diáfanamente expresaba y es que, a quienes se les reconociera tiempo laborado en instituciones estatales fuera del Poder Judicial, debían necesariamente haber servido los últimos cinco años de su prestación de servicios para el Poder Judicial, a pesar de contar incluso con los treinta años de servicio en la AP, como una medida de protección al FJP. Ello significa que, para el caso de quienes pretendían una jubilación ordinaria, debían tener sesenta y dos años de edad y treinta años de servicios en la AP, de los cuales como mínimo los últimos cinco años debieron ejecutarse en el Poder Judicial; y si tenían treinta años o más de servicio fuera del Poder Judicial y se les reconocía en el Poder Judicial, siempre deberían laborar para éste al menos los últimos cinco años. En lo que a las anticipadas se refiere, especialmente cuando hiciera falta la edad, pero no los años de servicio; siempre deberían haberse trabajado para el Poder Judicial aquellos últimos cinco años. 

Entonces, la Ley 7333 imponía tres requisitos para el otorgamiento del beneficio jubilatorio ordinario a saber: a) que la persona contara al menos con sesenta y dos años y; b) treinta años de servicio para la AP, c) de los que se requiere que haya laborado los últimos cinco años en el Poder Judicial, cotizando para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la institución, aunque se haya incluso laborado para otra institución o dependencia treinta años o más; y en el caso de las anticipadas: a) menos de sesenta años de edad pero con treinta años de servicio o más en la AP de los cuales los últimos cinco años debieron darse en el Poder Judicial; o, b) sesenta años de edad o más pero con menos de treinta años de servicio en cuyo caso el mínimo de años servidos sería de diez de los cuales los últimos cinco tendrían que ser en el Poder Judicial. En otras palabras, podían tenerse los años de servicio en la AP requeridos en la norma 7333, pero sí de ellos no se había laborado los últimos cinco años con el Poder Judicial, no existía la posibilidad de jubilarse con el régimen del Poder Judicial de conformidad con la Ley 7333.
(…)

III.- CONCLUSIONES Y RECOMENDACIÓN. –

a. La Ley 7333 imponía tres requisitos para el otorgamiento del beneficio jubilatorio ordinario a saber: a) que la persona contara al menos con sesenta y dos años y; b) treinta años de servicio para la AP, c) de los que se requiere que haya laborado los últimos cinco años en el Poder Judicial, cotizando para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la institución, aunque se haya incluso laborado para otra institución o dependencia treinta años o más; y en el caso de las anticipadas: a) menos de sesenta años de edad pero con treinta años de servicio o más en la AP de los cuales los últimos cinco años debieron darse en el Poder Judicial; o, b) sesenta años de edad o más pero con menos de treinta años de servicio en cuyo caso el mínimo de años servidos sería de diez de los cuales los últimos cinco tendrían que ser en el Poder Judicial. En otras palabras, podían tenerse los años de servicio en la AP requeridos en la norma 7333, pero sí de ellos no se había laborado los últimos cinco años con el Poder Judicial, no existía la posibilidad de jubilarse con el régimen del Poder Judicial de conformidad con la Ley 7333.
b. Sobre las cuotas obrero, patronales y estatales aportadas a otros regímenes distintos al del Poder Judicial y su traslado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Ley 7333 facultaba el traslado al momento en que el Poder Judicial hacía el reconocimiento de tiempo servido fuera de éste.
c. Quienes al 22 de noviembre de 2019 carecían de alguno de los requisitos para jubilarse enlistados en la ley 7333 y verificados en el acápite conclusivo “a”, no podrían estar cubiertos por la ley 7333.
d. Puede tenerse los años de servicio en la AP requeridos en la norma 9544, pero sí de ellos no se ha laborado los últimos veinte años con el Poder Judicial, no existe la posibilidad de jubilarse con el régimen del Poder Judicial de conformidad con la Ley 9544.
e. La Ley 9544 determina que el traslado de los aportes obreros patronales y estatales dados en otros regímenes jubilatorios diversos del Poder Judicial, procede al momento en que se otorgan los beneficios jubilatorios en el régimen del Poder Judicial.
f. Si alguna persona cesa su prestación de servicios con el Poder Judicial sin hacerse acreedora del beneficio jubilatorio correspondiente al FJP, no procederá las devoluciones a esas personas directamente de sus aportes al FJP, empero sí debería el FJP trasladar el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que hayan contribuido a la formación del FJP mediante una liquidación actuarial a la CCSS o a quien administre el régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. Si el monto determinado actuarialmente como cotizado al FJP es menor que lo solicitado por el régimen receptor, el FJP sólo enviará lo determinado actuarialmente; caso contrario, de resultar mayor lo determinado actuarialmente, la diferencia de la cuota obrera se deberá trasladar al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que cesó sus labores con el Poder Judicial.
g. Ante la aparente duda vislumbrada por la JUNAFO en la sesión 31-2021 del 28 de julio de 2021, artículo V, relativa a la aplicación de uno u otro régimen jubilatorio para el caso concreto, y en virtud del acto administrativo favorable externado en la sesión 25-2021 del 14 de junio del 2021, artículo IV; se recomienda a la JUNAFO que valore ese último acto administrativo para que decida la procedencia o no de su anulación, según lo expresado en el acápite “d” del desarrollo de este dictamen.

(…)

Analizado el criterio jurídico anterior, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, razona que en sesión 25-2021 del 14 de junio del 2021, artículo IV, otorgó erróneamente al señor Olman Ugalde González, la posibilidad de jubilarse con los preceptos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial número 7333, artículos que se encuentran derogados, cuando lo correcto es que debe aplicársele lo estipulado en la Ley 9544, norma que está vigente actualmente, debido a que, al 22 de noviembre de 2019 carecía de alguno de los requisitos para jubilarse enlistados en la ley 7333, por lo que no podía estar cubierto por esa normativa.

En ese momento, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomó el acuerdo que literalmente dice:

(…)

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibido el criterio jurídico DJ-C-565-2021 de 5 de octubre de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B de la Dirección Jurídica. (…) 3.) Comunicar al servidor judicial Olman Gerardo Ugalde González, que con base en el criterio DJ-C-565-2021 emitido por la Dirección Jurídica, se procede a iniciar el procedimiento administrativo para investigar una posible nulidad evidente y manifiesta del acuerdo adoptado por esta Junta Administradora en sesión N° 25-2021 de la sesión celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, que literalmente indicó: “Analizada la gestión anterior, así como el antecedente supracitado, se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, magistrado suplente de la Sala Segunda y en su condición de Juez del Juzgado de Seguridad Social, en nota de 31 de mayo de 2021. 2.) Acoger parcialmente el recurso de reconsideración en cuanto a que efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica anterior (7333), por lo que al cumplir con los 5 años de laborar de forma continua podrá acceder a dichos beneficios. 3.) Comunicar al señor Ugalde González, que esta Junta no podrá acceder a su petición de aprobar el beneficio de jubilación hasta tanto no se cancele la deuda que mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, según lo dispuso el Consejo Superior al aprobar el reconocimiento de tiempo servido en sesión N° 78-2018 celebrada el 4 de septiembre de 2018, artículo LXXXVIII…”

Se adjunta certificación emitida por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en donde certifica cada uno de los acuerdos anteriormente mencionados.

SOBRE LA FALTA DE ELEMENTOS EN EL ACTO ADMINISTRATIVO:

El acto administrativo necesita una serie de requisitos para que sea válido, estos requisitos se denominan elementos del acto administrativo, los cuales deben estar presentes en cada acto conforme al ordenamiento jurídico administrativo, naciendo así, un acto perfecto.

Los elementos del acto administrativo se dividen en materiales y formales, estos deben estar presenten en los actos administrativos emitidos por la administración, a falta de alguno de ellos, el acto se puede catalogar como nulo, en razón de que no cumplen con los preceptos solicitados por el ordenamiento jurídico. Sobre esto, la Ley General de la Administración Pública, en su numeral 128 nos expone que “Será válido el acto administrativo que se conforme sustancialmente con el ordenamiento jurídico, incluso en cuanto al móvil del funcionario que lo dicta”. En ese orden de ideas, si el acto no está conforme al ordenamiento jurídico, no se podrá ratificar como válido.

Bajo esta premisa, se desarrollarán los elementos del acto administrativo, con la finalidad de fundamentar que, al acuerdo adoptado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, no está acorde al ordenamiento jurídico, por lo que es nulo y está en contra de los intereses públicos y económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

1.- Elementos materiales o sustanciales.

Como se estipula en la Ley General de la Administración Pública, así como en la doctrina y jurisprudencia, los elementos materiales o formales se subdividen en subjetivos y objetivos. 

a.- En cuanto a los elementos subjetivos, se valora que la emisión del acto administrativo, haya sido adoptado por el órgano competente conforme a las atribuciones legales, en el presente caso el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, fue emitido por el órgano competente, considerando que el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la competencia para resolver sobre los asuntos del Fondo, su artículo 239 menciona lo siguiente - Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley. a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial. b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten. (…) (El subrayado se adiciona). Debido a esto, este elemento no se está cuestionando en el presente escrito, pero es importante desarrollarlo para el desarrollo del fundamento.

b.- En cuanto a los elementos objetivos, estos se subdividen en motivo, contenido y fin, los cuales se desarrollan a continuación analizados con el presente caso:

b.1.- Motivo: El motivo es el supuesto real que la norma jurídica propone, que le da fundamento a la emisión y aplicación del acto. El acto administrativo es el ejercicio de una potestad, dicho acto solo puede emitirse en función del presupuesto de hecho tipificado por la norma jurídica, bajo esta premisa, el acuerdo adoptado en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, por parte de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, carece de este elemento del acto, debido a que se le indicó al señor Olman Ugalde González, que se acogía el recurso de reconsideración en cuanto a que efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial anterior N° 7333, cuando no es correcta esa aseveración, tomando en cuenta que no cumplía con los requisitos establecidos para ellos, específicamente haber laborado los últimos 5 años para el Poder Judicial, en ese sentido, al no cumplir con ese supuesto, no es acreedor de gozar de los alcances de esa normativa, por esto, el acto administrativo se fundamenta en una norma jurídica que no le es aplicable al señor Olman Ugalde González, por lo que el motivo no se encuentra presente en el mismo. Véase el artículo 133 de la Ley General de la Administración Pública cita: 1. El motivo deberá ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta para dictar el acto. 2. Cuando no esté regulado deberá ser proporcionado al contenido y cuando esté regulado en forma imprecisa deberá ser razonablemente conforme con los conceptos indeterminados empleados por el ordenamiento., bajo este razonamiento, el motivo no es legítimo debido a que no se le está otorgando un derecho que no le corresponde, considerando que la norma jurídica no le aplica por no cumplir los requisitos.

b.2.- Contenido: Como doctrinariamente se ha establecido, es la definición del efecto del acto administrativo como resultado jurídico inmediato del mismo. La realización del contenido es el efecto del acto administrativo. El Contenido es lo que el acto administrativo declara, dispone, ordena, certifica o juzga y suele expresarse en la parte dispositiva de la resolución administrativa. (Doctor Ernesto Jinesta Lobo, Tratado de derecho administrativo, Tomo 1, Segunda edición, página 507). Sobre esto, es menester citar el artículo 132 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica lo siguiente:

1. El contenido deberá de ser lícito, posible, claro y preciso y abarca todas las cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo, aunque no hayan sido debatidas por las partes interesadas. 
2. Deberá ser, además, proporcionado al fin legal y correspondiente al motivo, cuando ambos se hallen regulados. 
3. Cuando el motivo no esté regulado el contenido deberá estarlo, aunque sea en forma imprecisa. 
4. Su adaptación al fin se podrá lograr mediante la inserción discrecional de condiciones, términos y modos, siempre que, además de reunir las notas del contenido arriba indicadas, éstos últimos sean legalmente compatibles con la parte reglada del mismo. 

El contenido del acto administrativo tiene una estrecha relación con el motivo, debido a que debe abarcar todas las cuestiones de hecho y derecho surgidas de este, en ese sentido, si el motivo está viciado por no estar apegado al ordenamiento jurídico, el contenido también lo estará, situación que se presenta en el acuerdo adoptado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, en donde su parte dispositiva indicó:

Analizada la gestión anterior, así como el antecedente supracitado, se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, magistrado suplente de la Sala Segunda y en su condición de Juez del Juzgado de Seguridad Social, en nota de 31 de mayo de 2021. 2.) Acoger parcialmente el recurso de reconsideración en cuanto a que efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica anterior (7333), por lo que al cumplir con los 5 años de laborar de forma continua podrá acceder a dichos beneficios. 3.) Comunicar al señor Ugalde González, que esta Junta no podrá acceder a su petición de aprobar el beneficio de jubilación hasta tanto no se cancele la deuda que mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, según lo dispuso el Consejo Superior al aprobar el reconocimiento de tiempo servido en sesión N° 78-2018 celebrada el 4 de septiembre de 2018, artículo LXXXVIII. 4.) Hacer el presente acuerdo de la Dirección de JUNAFO, así como del señor Ugalde González.”

El análisis de este elemento del acto es fundamental para entender por qué el acto administrativo posee vicios de nulidad, debido a que, para que al señor Olman Ugalde González le aplicara los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial anterior (Ley N° 7333), era indispensable que cumpliera con lo establecido en el transitorio VI de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial introducido con la Ley N°. 9544, el cual literalmente dice:
TRANSITORIO VI- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.

En ese orden de ideas, era necesario que el señor Olman Ugalde González, cumpliera con los siguientes requisitos para que le aplicara el citado transitorio, ya sea, mientras la Ley N.º 7333 de 5 de mayo de 1993 estuviera vigente, o los 18 meses posteriores a esta, a saber:

· Que haya cumplido sesenta años de edad.
· El número de años laborados para la Administración Pública sea al menos de treinta.
· Referente al cómputo del tiempo servido, debía haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años. 

Como se detalló en los antecedentes, el señor Ugalde González no cumplía con los requisitos indicados, específicamente haber laborado para el Poder Judicial los últimos 5 años; si bien es cierto, el tramitó el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del estado, pero, aunque cancele la deuda que se generó con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, lo cierto del caso es que no cumplió con el requisito de los últimos 5 años laborados en el Poder Judicial, tampoco lo cumplió en el periodo de 18 meses indicado en el transitorio, por este motivo, es que, para optar por el beneficio de jubilación, debe cumplir con los preceptos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente en este momento, en el sentido de que debe el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, véase los artículo 224 y 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Conforme a esta inteligencia, erróneamente este órgano colegiado le indicó al señor Ugalde González que efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial anterior (Ley N° 7333), por lo que, al cumplir con los 5 años de laborar de forma continua en el Poder Judicial podría acceder a dichos beneficios; cuando realmente era necesario que contará con esos 5 años laborados en el Poder Judicial para optar por los beneficios de la Ley N° 7333. Debido a esto, el contenido del acto administrativo se encuentra totalmente viciado, según lo expuesto anteriormente.

b.3.- Fin: La Procuraduría General de la República en su documento C-267-98 del 15 de diciembre de 1998, indicó lo siguiente sobre el fin del acto administrativo: “Entonces, para determinar el fin del acto se debe partir del principio general de que su finalidad es el interés público, es decir, la conveniencia de la mayoría frente el interés individual, la cual ha de prevalecer en caso de conflicto de intereses entre el individuo y la sociedad, entre el particular y el Estado como entidad de derecho público”, asimismo, el doctor Ernesto Jinesta Lobo, expone que “Se trata del resultado metajurídico y objetivo último que persigue el acto administrativo en relación con el motivo. (…) Las irregularidades del motivo y del contenido, se traducen en una inadecuación del acto administrativo a su fin y producen lo que se denomina vicio por exceso de poder. El fin principal del acto administrativo es siempre reglado, la ley lo fija, usualmente de forma expresa y específica…” (Tratado de derecho administrativo, Tomo 1, Segunda edición, página 512-513). Siguiente está inteligencia, para el caso que nos ocupa, el acuerdo adoptado en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, está viciado desde la exposición del contenido y del motivo, debido a que se le indica al señor Olman Ugalde González que puede jubilarse con una ley que se encuentra derogada, sin tener los requisitos para ello, en ese sentido, el fin del acto está completamente viciado, al estar la presentación fuera de la normativa jurídica.

2.- Elementos formales.

Los elementos formales del acto administrativo se dividen en la forma de expresión o instrumentos del acto administrativo, motivación y procedimiento administrativo, sobre este punto, solo nos enfocaremos en la motivación del mismo, debido a que es el elemento que no se encuentra presente en la emisión del acuerdo adoptado en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, sobre el particular, se le indicó al señor Olman Ugalde González que se acogía el recurso de reconsideración presentado en contra del acuerdo adoptado en sesión N° 22-2022 celebrada el 24 de mayo de 2021, artículo IV, en el sentido de que efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica anterior (N° 7333), por lo que al cumplir con los 5 años de laborar de forma continua podía acceder a dichos beneficios, sin embargo, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones no fundamentó el por qué varió la decisión, no motivó la justificación en cuanto a la posibilidad de que eventualmente le aplica la Orgánica del Poder Judicial anterior (Ley N° 7333), de haberlo hecho, se hubiera detectado que no el señor Ugalde González no cumplía con los requisitos establecidos para gozar de los beneficios de esa Ley, por esto, es menester citar nuevamente al doctor Ernesto Jinesta Lobo, el cual establece que “La motivación en una declaración de cuáles son las circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a la respectiva administración pública al dictado o emanación del acto administrativo, la motivación es la expresión formal del motivo…” (Tratado de derecho administrativo, Tomo 1, Segunda edición, página 532). Como se expuso en los elementos materiales, el motivo y el contenido no se encuentran presente en el acuerdo adoptado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, esto tiene relación directa en la falta de motivación del citado acuerdo, su finalidad no es satisfactoria al ordenamiento jurídico, la explicación de las razones no exponen el motivo de su emisión, por ende, el acto está viciado por falta de motivación.

SOBRE LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO:

Analizado el acuerdo adoptado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, así como los elementos que compusieron dicho acto administrativo, podemos indicar que falta varios elementos, como su contenido, motivo, fin y motivación, por ende, es importante destacar lo indicado en el artículo 166 de la Ley General de la Administración Pública que cita: “Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente.”, además, el artículo 169 expone: “No se presumirá legítimo el acto absolutamente nulo, ni se podrá ordenar su ejecución.” En este orden de ideas, en el presente caso se produce una nulidad absoluta debido a que la gravedad de la infracción está en contra del ordenamiento jurídico. 

Sobre el presente caso, el Olman Ugalde González laboró en otra institución del estado, específicamente en el Banco Central de Costa Rica, al llegar a laborar Poder Judicial, solicitó el reconocimiento de tiempo servido, por un tiempo de 30 años, 4 meses y 28 días. El Consejo Superior, órgano que en ese momento administraba el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobó dicho reconocimiento, con la advertencia de que, al momento de solicitar la jubilación, debía realizar el reintegro total de ciento treinta y seis millones doscientos veinticinco mil doscientos treinta colones con setenta y ocho céntimos (¢ 136 225 230.78) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en virtud de que lo cotizado por el interesado y el Estado no alcanzaba el monto correspondiente establecido para nuestro fondo. En ese momento, estaba vigente el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, que, en lo conducente para efectos de este análisis, solicitaba que, debía haber laborado los últimos 5 años para el Poder judicial, así indicado en el artículo 231 vigente en ese momento. El señor Ugalde González, solicitó a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, posterior a la solicitud de reconocimiento de tiempo servido, la aprobación de su derecho jubilatorio, no obstante, este órgano le denegó dicha solicitud, fundamentado lo siguiente: Manifestarle al Sr. Ugalde que: a) Bajo los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma Ley N°. 9544) que establece un mínimo de 20 años, ni bajo los preceptos de la anterior Ley (Ley N°. 7333) que establecía un mínimo de 10 años (sic), se encuentra cumpliendo con el plazo mínimo necesario de laborar para este Poder de la República que lo haga acreedor del beneficio de jubilación en este régimen del primer pilar. b) El reconocimiento de tiempo servido realizado al estimable funcionario judicial, no “fija” de forma alguna, el derecho de aplicación de las condiciones establecidas en la anterior versión de la LOPJ. c) El Sr. Ugalde González no cumple con los requisitos establecidos en el transitorio VI de la reforma a la LOPJ introducida con la Ley N°. 9544, transitorio de los 18 meses para jubilarse con las disposiciones establecidas en la anterior ley N°. 7333. d) Debido a lo anterior, para todos los efectos deberá aplicarse lo estipulado en la LOPJ vigente, en lo referido a los artículos N°. 224, 224 bis y 226 de dicho cuerpo normativo, del cual se destaca en particular lo dispuesto en el artículo N°. 226 que establece lo siguiente: “Artículo 226- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años...”. En este punto, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, había adoptado las decisiones conforme al ordenamiento jurídico, debido a que tenía claro que al señor Ugalde González no es acreedor del derecho jubilatorio por no cumplir los requisitos, sin embargo, posterior a este acuerdo, el señor Ugalde planteó un recurso de reconsideración en contra del acuerdo supracitado, el cual se analizó en sesión, y erróneamente, este órgano lo acogió parcialmente en sesión N° 25-2021 de la celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, indicándole que tiene la posibilidad de jubilarse con los preceptos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial número 7333, artículos que se encuentran derogados, cuando lo correcto es que debe aplicársele lo estipulado en la Ley 9544, norma que está vigente actualmente, debido a que, al 22 de noviembre de 2019 carecía de alguno de los requisitos para jubilarse enlistados en la ley 7333, por lo que no podía estar cubierto por esa normativa. Esto se desarrolla para entender que es completamente nulo indicarle a un administrado que tiene derechos sobre una ley que está derogada y que, al mismo tiempo, no tiene requisitos que le otorguen el beneficio para que se le aplique esa normativa, por lo anterior, es notable la falta de elementos esenciales del acto administrado en la actuación de esta Junta Administradora del Fondo de jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, adoptado en la sesión N° 25-2021 de la celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, la cual causaría un perjuicio directo a los intereses económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, debido a que con los preceptos de la Ley Orgánica del Poder judicial N° 7333, le otorgaban a los beneficiarios un porcentaje de jubilación mayor, en comparación a lo que establece la Ley N° 9544 vigente en este momento. Con base en esta explicación, es necesario que el acuerdo adoptado por este órgano en la mencionada sesión sea declarado como un acto que es lesivo a los intereses públicos y económicos de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

POR TANTO:
De conformidad con lo expuesto anteriormente, se acuerda por unanimidad: 1.) En aplicación al artículo 183 inciso 3 de la Ley General de la Administración Pública y de los artículos 10 inciso 5), 34 y 39 inciso 1 punto e) del Código Procesal Contencioso Administrativo, se declara que el acuerdo adoptado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, es lesivo a los intereses públicos y económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual literalmente indica: “Analizada la gestión anterior, así como el antecedente supracitado, se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, magistrado suplente de la Sala Segunda y en su condición de Juez del Juzgado de Seguridad Social, en nota de 31 de mayo de 2021. 2.) Acoger parcialmente el recurso de reconsideración en cuanto a que efectivamente le aplican los preceptos de la Ley Orgánica anterior (7333), por lo que al cumplir con los 5 años de laborar de forma continua podrá acceder a dichos beneficios. 3.) Comunicar al señor Ugalde González, que esta Junta no podrá acceder a su petición de aprobar el beneficio de jubilación hasta tanto no se cancele la deuda que mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, según lo dispuso el Consejo Superior al aprobar el reconocimiento de tiempo servido en sesión N° 78-2018 celebrada el 4 de septiembre de 2018, artículo LXXXVIII. 4.) Hacer el presente acuerdo de la Dirección de JUNAFO, así como del señor Ugalde González.”. Toda vez que se le indicó al señor Olman Ugalde González, que puede jubilarse con los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333 –actualmente están derogados los artículos relativos a las jubilaciones-, cuando lo correcto es que le aplican para una posible solicitud de jubilación, los artículos establecidos en la Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, ley que actualmente está vigente, por lo que se le otorgó erróneamente un derecho que no le corresponde. 2.) De conformidad con el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo, en donde indica que “1) Cuando la propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previamente el superior jerárquico supremo deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza. El plazo máximo para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. En este último supuesto, el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia que declare la nulidad lo hará, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad futura, (…) 4) La declaratoria de lesividad de los actos dictados por órganos administrativos con personalidad jurídica instrumental, será emitida por el superior jerárquico supremo”, se remite el presente asunto a la estimable Corte Plena, con la finalidad de que, como superior jerárquico supremo de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, declare la lesividad del acto administrativo adoptado en la sesión N° 25-2021 celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV, conforme a los argumentos expuestos en el presente escrito. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

ARTICULO XVI

Documento N° 152-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, escrito presentado por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, magistrado suplente de la Sala Segunda y juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, remitido mediante correo electrónico del 21 de febrero de 2024, del citado escrito se extrae literalmente lo siguiente:

“(…)

En virtud de todo lo explicado respetuosamente peticiono:

1.- Con la finalidad de conocer la suma real que adeudo por las diferencias de cotización y el verdadero monto que deberé cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Una vez aplicado lo cotizado por mi persona, el patrono y el Estado. Requiero: Conforme se establece en el Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial modificada 7333. A la brevedad se proceda a solicitar a la Caja Costarricense de Seguro Social efectúe el traslado de los montos de mis cotizaciones por las cotizaciones de obrero, patronal y estatal. y con tal información, aunado a los importes que he realizado durante el período laborado para el Poder Judicial –correspondiente a la deducción del diez por ciento de mis salarios, de las dietas como magistrado Suplente de la Sala Segunda y de mis anualidades–, se me proceda a fijar en definitivo a cuánto asciende la deuda que me corresponde cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Para cumplir con tal compromiso”.

- 0 -

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el escrito completo:




Manifestaciones: 

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Habría que motivar la solicitud, creo que es improcedente ¿verdad?”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Me queda la duda del momento y quién tiene que solicitar ese traslado de cuotas, yo me acuerdo que antes lo hacía uno en la Dirección de Gestión Humana, uno solicitaba la cuota para que le hicieran el cálculo y uno devolver el saldo descubierto en el Fondo, así se hacía antes, entonces me queda la duda en este momento cuál sería el procedimiento. Entonces más bien habría que preguntar en este caso a Ingrid, Oslean y a Eduardo Chacón, si este señor está pidiendo que la Junta Administradora le solicite a la Caja Costarricense del Seguro Social – C.C.S.S que le traslade pero, ¿para qué fines?, porque antes se hacía que uno lo solicitaba para el tiempo y para aportar al Fondo, entonces si lo vamos a hacer, ¿en qué momento es que procede?, porque lo que me da temor es que esto abra la puerta de que se le esté dando la razón en cuanto a la primera solicitud que él decía que le dieran la jubilación conforme a la Ley 7333, ¿se acuerdan?, todo eso que está en el mismo estudio que preparó Eduardo y nuestro compañero Diego.

Entonces no sé la intención de fondo de esa solicitud, y es lo que quisiera tener claro junto con el aporte que nos pueden dar Oslean, Ingrid, o Eduardo sobre el momento y el por qué de la razón de trasladarlo ahora. Si es un traslado nada más para ajustar la diferencia que él tenía que pagar de previo, eso es una cosa, pero si es para abrir una puerta que no deberíamos también me causa cierto temor, entonces si le parece don Juan Carlos, como para ver nada más por qué el momento es este y porque tiene que ser la JUNAFO y no la Dirección de Gestión Humana, por ejemplo”.

Se le concede el uso de la palabra al máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, manifiesta: “El caso de don Olman es un caso atípico, tenemos que estudiarlo muy bien, respetuosamente hay que valorar el momento en el cual sucede inclusive su cronología, don Olman ingresa a laborar al Poder Judicial en la etapa en la que el Consejo Superior todavía administraba el Régimen del Fondo. Inmediatamente ingresa a laborar, él hace la solicitud de reconocimiento de tiempo servido, en ese momento se determinó por parte de la Dirección de Gestión Humana que don Olman debía reintegrar al Régimen del Fondo de Jubilaciones más de cien millones de colones…”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, señala: “Ciento treinta y siete millones”.

El máster Mora Valdez, continua: “Muchas gracias. Para poder obtener eventualmente el derecho de jubilación. Don Olman, cuando él ingresa y hace esa solicitud en aquel momento se acostumbraba que automáticamente cuando la persona hacía el reconocimiento de tiempo servido se hacía la solicitud del traslado de recursos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social – I.V.M hacía nuestro régimen, esa era la costumbre que se tenía con la anterior Ley, la 7333. 

Bueno, nace la Ley 9544 y en el momento que nace la 9544, en ese ínterin viene don Olman y con menos de cinco años de trabajar en el Poder Judicial, él alega y hace esta primera gestión donde él dice “bueno pero a mí me reconocieron el tiempo servido, me reconocieron más de treinta años trabajados en el Banco Central, por lo tanto, tengo más de treinta años de trabajar para los efectos en el sector público y me tienen que hacer el equivalente y me tienen que jubilar ya”, vuelvo y repito aquí la diferencia es que tenía en ese momento menos de cinco años de trabajar para el Poder Judicial.

La situación de don Olman no cabe dentro del transitorio, don Olman no cumplía el tiempo mínimo de laborar en el Poder Judicial antes del 22 de noviembre del 2019, no lo tenía, y la discapacidad que posee don Olman era una discapacidad que ya previamente la traía antes de ser empleado del Poder Judicial y eso no le impidió ejecutar sus funciones. 

Todo esto se los comento porque de acuerdo a la Ley actual, la 9544, en el artículo 226 se regula cuál es el momento, cosa que no se regulaba en la 7333 y por eso antes se hacía la solicitud sin ningún problema. Leo textualmente el artículo 226 de nuestra Ley Orgánica: “(…) Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (…) mediante una liquidación actuarial”.

Esto es importante porque aquí lo establece claramente, establece que es al momento de otorgar la jubilación, no antes, no después; y eso cambia todo el panorama y toda la costumbre de hacer la solicitud de traslado de sus recursos y esos aportes del Régimen del I.V.M hacia nuestro régimen. Básicamente ya no se hace al momento en que una persona hace un reconocimiento de tiempo servido, sino como parte de las actividades cuando se determina que la persona va a someterse a un proceso de jubilación.

En este caso, en este instante, en este momento don Olman no está sujeto, al menos que yo tenga conocimiento, a ninguna posibilidad de jubilación ni por tiempo servido, ni por edad, ni por condición de invalidez; por esas tres alternativas que conozco que se establece en la Ley y por tanto, respetuosamente sugiero que no es el momento procesal oportuno para hacer la solicitud del traslado de cuotas del Régimen del I.V.M hacia este régimen, ¿por qué?, porque todavía don Olman no ha cumplido ninguno de los requisitos previos como para estar en esa etapa, estar en el momento de otorgarle una jubilación, me parece, ¿verdad?, eso respetuosamente.

Porque si podríamos indirectamente…, lo conversaba don Rodrigo en su intervención anterior, podría estar intrínsicamente dándosele la razón de que ya lo estamos considerando como que ya sí se encuentra en la etapa de estar jubilándose con nuestro régimen, cuando lo cierto del caso es que por los antecedentes que se han conversado y por las disposiciones que se han determinado por parte de sus personas, pareciera que él todavía no cumple ninguno de los requisitos como para poder ser sujeto a esta situación, muchas gracias”.

El integrante Arroyo Guzmán, expresa: “Gracias Oslean, muy claro, aquí por lo menos de mi parte lo que procede es rechazarle esa gestión que presenta el señor debido a que no se cumple con el numeral ya instaurado en la ley, muchas gracias”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Sí, indicarle un poquito más, no solamente el numeral, si no que indicándole que ese traslado se realiza cuando la persona ya ha cumplido con los requisitos contemplados para una posible jubilación, y que, en el caso bajo estudio, don Olman no cumple ni con la edad ni con el tiempo servido. Eso es lo que tendríamos que acordar, si les parece”.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “Sí, de acuerdo, según lo indicado no tiene las posibilidades según la normativa”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con lo señalado.
 
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, remitida mediante correo electrónico del 21 de febrero de 2024, en la cual solicita se inicie el trámite para el traslado de sus cuotas obrero-patronales del régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social – IVM, al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – FJPPJ. 2.) De conformidad con lo estipulado en la Ley N.° 9544 “Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial”, en el artículo N.° 226, el cual literalmente cita: “(…)Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial”, se rechaza la solicitud presentada por el doctor Ugalde González, en el entendido que, el citado traslado de cuotas se realiza al momento en que se le otorga a la persona servidora judicial su derecho jubilatorio, lo cual en este caso no se cumple al no contar el señor Ugalde González con los requisitos establecidos para iniciar con dicho trámite. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante. 4.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
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ARTICULO XVII

Documento N° 243-2024

En sesión N° 38-2023 del 19 de setiembre de 2023, artículo XII, en lo concerniente, se aprobó el “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial” y, se dispuso a realizar un taller con las diferentes Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que cuenten con la personería jurídica emitida por el Ministerio de Trabajo, a fin de discutir el anteproyecto de reforma. 

Posteriormente, en sesión N° 042-2023 del 10 de octubre de 2023, artículo III, se realizó una atenta invitación a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que estuviesen debidamente inscritos y al día en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al taller en el cual se analizarían las propuestas de esta Junta Administradora, para el ajuste al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha actividad se llevó a cabo el día 10 de noviembre de 2023.

Asimismo, en sesión N° 006-2024 del 06 de febrero de 2024, artículo XVI, se extendió una vehemente invitación a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, a participar en el Segundo Taller para el análisis del “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial”, el cual se llevó a cabo el 01 de marzo de 2023.

Aunado a lo anterior, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica literalmente lo siguiente: “Con la actividad del viernes pasado, creo que sí es valioso que nosotros fijemos aquí, bueno podemos hacer un comentario sobre lo que se hizo, los resultados que se dieron y acordar recibir aquí en Junta la próxima semana, el documento final don Juan Carlos para enviarlo a Corte Plena porque hay un compromiso que tenemos que cumplir en Corte, y no quisiera sinceramente darle mucho auge, que sea después Corte Plena en su discusión, en su quehacer que esto y lo otro, y el momento político, se sale de la JUNAFO porque nosotros no podemos promover, según entiendo, usted me corrige porque es el mejor sabe eso, pero según entiendo jamás podríamos nosotros correr con el tema de la Reforma de Ley, porque es Corte Plena la que debería de convocar y promover en la Asamblea y demás.

Pero sí creo que es oportuno dejar instaurado hoy en acta la celebración de ese día, que acudieron tantas personas, que se invitaron y demás, no sé si sería en este caso don Juan Carlos u Oslean los que podrían hacer el resumen y que quede en actas por favor, y que la próxima semana recibamos el documento final ya con todos los aportes, que creo que sí es necesario hacerlo y cerrar ese ciclo para poder enviarlo a Corte, si a ustedes les parece”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “Muy bien, ¿tomamos acuerdo? o por nuestra voluntad así lo acordamos, de que se envíe la próxima semana el documento final que va a ir a Corte Plena”.

El integrante Arroyo Guzmán, señala: “Que se reciba aquí en Junta, pero sí agradecería don Juan Carlos que quede en el acta de hoy un resumen de lo que se celebró, la participación de los gremios y demás, porque fue una actividad promovida con fondos de la JUNAFO, entonces que las personas que no fueron por lo menos tengan lectura y por eso recomendaba, acudía o solicitaba, no sé si es usted o don Oslean que nos haga un resumen muy breve, para que quede en acta y acordamos el tema que podamos ver la próxima semana el documento final, si les parece, creo que sí es necesario”.

El integrante presidente Segura Solís, solicita: “Don Oslean, usted haría un resumen de la actividad que se llevó a cabo el viernes”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, manifiesta: “Sí señor, no teníamos contemplado presentarlo hoy, pero con mucho gusto les indico.

En el taller de trabajo que se llevó a cabo el día viernes, se contó con la participación de 22 personas representantes de los gremios, básicamente en este segundo taller se vio la totalidad de la propuesta normativa con las mejoras o con las modificaciones acogidas por parte de la Junta Administradora, hubo un grupo de personas representantes de los gremios que estuvo anuente a entender que había que realizar este ejercicio y que tenemos cosas que mejorar a nivel de la ley pero también hubo -creo que si es importante destacarlo- un grupo de gremios que no estuvieron del todo de acuerdo con modificar algunos aspectos puntualmente como el tema del Índice de Precios al Consumidor – IPC y como el tema de los beneficios a los familiares del causahabiente.

Después, en esta actividad no tuvimos mayores inconvenientes, la situación se presentó bastante amena, no hubo situaciones anormales que reportar al menos hasta donde se me ha informado para esta actividad, si se contó con una participación activa de parte de los representantes de los gremios, tenemos todavía pendiente el compromiso de la señora Magda Díaz de remitir un aporte por escrito que nos había solicitado, para valorar el tema de perspectiva de género, eso todavía no nos lo ha hecho llegar, lo necesitamos ahorita para poder incluirlo, y lo segundo, que es por un tema meramente administrativo, les quería pedir que el documento formal de entrega hacia la Junta nos permitieran no remitirlo para el próximo martes, sino para el que sigue.

Tenemos una situación particular que les había comentado con el tema de la integración del personal en la Secretaría de la JUNAFO y realmente ahorita contamos con personal completamente nuevo, salvo doña Annie Ramírez prácticamente, todos los demás no se encuentran laborando en la Secretaría de la JUNAFO y eso nos mete presión para poder llevar a cabo tanto, para seguirle dando ritmo a las actas como esta labor extraordinarias que implicaría todas las manifestaciones y preparar la documentación de este resumen, entonces si quiera que por favor si ustedes tienen a bien, nos permitan entregarle este documento el martes 19 y no el martes 12 como sugiere don Rodrigo”.

El integrante Arroyo Guzmán, indica: “Totalmente de acuerdo, soy consciente de las dificultades que estamos padeciendo en la Secretaría por los temas de movimientos de personal y eso”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces la propuesta será remitida a esta Junta por parte de la Dirección el 19”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido lo expuesto por el máster Oslean Mora Valdez referente al resumen del Segundo Taller para el análisis del “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial”, el cual se llevó a cabo el 01 de marzo de 2023. 2.) La Secretaría de la JUNAFO remitirá a esta Junta Administradora la documentación final con los aportes realizados por los representantes de las organizaciones gremiales que participaron en dicha actividad. Lo anterior, para conocimiento de este órgano colegiado a más tardar en la sesión del 19 de marzo del año en curso. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

ARTICULO XVIII

Documento N° 1238-2023 / 242-2024

En sesión N° 02-2024 del 18 de enero de 2024, artículo XIV, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° SP-1476-2023 recibido el 21 de diciembre de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, superintendente de pensiones – SUPEN, el cual literalmente dice:

“Dadas las potestades del artículo 36 de la Ley 7523, “Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio[footnoteRef:5]” esta Superintendencia informa el resultado preliminar del estudio comunicado en el oficio SP-321-2023 del 13 de marzo de 2023, cuyo propósito corresponde a la revisión de: los beneficios por vejez otorgados durante el transitorio establecido por la Ley 9544 y los beneficios aprobados por la JUNAFO desde que asumió la administración del fondo a los sobrevivientes, cuyo causante corresponda a un exmagistrado(a); siendo este último tema sobre el cual se presentan los resultados en este oficio.  [5:  Reformado según Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador ] 


Para la revisión de los beneficios por sobrevivencia se consideró los siguientes artículos de la Ley 9544 los cuales establecen:

Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) 

Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial (…)

Además, el artículo 32 del Reglamento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se detalla: 

(…) Cuando se demuestre la dependencia económica, la Junta Administradora asignará el porcentaje de pensión, valorando las necesidades reales de la persona gestionante, con la finalidad de fijar un monto económico acorte a los gastos detallados en el informe socioeconómico (…)

Para llevar a cabo esta evaluación, se revisaron siete expedientes de sobrevivientes cuyo causante fue un exmagistado (a) y sobre los cuales se determinaron diferencias en cuanto a los elementos valorados para determinar la cuantía del beneficio. Además, se revisaron cuatro expedientes de sobrevivientes cuyo causante ocupó otro puesto en el Poder Judicial diferente al de magistrado(a). A continuación, se detallan los hallazgos determinados:

· En los casos de beneficios por sobrevivencia en que el causante fue un magistrado se aceptan gastos para el pago de estudios universitarios, crédito hipotecario, manutención, membresías hoteleras, marchamos y seguros de vehículos, para el disfrute de los hijos o nietos mayores de edad y profesionales que integran el grupo familiar. Además, se consideran gastos mensuales por medicamentos hasta por ₡700.000 a pesar de que el sobreviviente manifestó que no tiene un padecimiento y que nunca ha tomado medicamentos y por recreación por casi ¢2 500 000. Para cubrir los gastos mencionados, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (Junafo) aprobó el benefició máximo que le permite la Ley 9544, o sea un 80% del monto que recibía el causante.

· De los 7 beneficios aprobados a sobrevivientes cuyo causante corresponde a un exmagistrado se determinaron 4 casos en los cuales el monto concedido excede el tope establecido en el artículo 225[footnoteRef:6] de la Ley 9544. [6:  “Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial…”] 


· Para los casos en los cuales el causante ocupó un cargo en el Poder Judicial diferente al de magistrado, los gastos del grupo familiar se dividieron entre las personas del núcleo familiar para determinar la proporción que le corresponde al sobreviviente, para lo cual no se incluyen gastos de atención médica, transporte, ni vestido y en algunos casos la alimentación mensual es por ₡70 000. Para cubrir los gastos precitados, la Junafo aprobó beneficios que oscilan entre un 12% y un 42% del monto que recibía el causante.

Conforme los hallazgos expuestos, se evidencia que la Junafo no dispone de una metodología y/o procedimiento para uniformar la asignación de las pensiones por sobrevivencia, bajo principios de equidad, legalidad y viabilidad, que permitan cubrir las necesidades básicas de subsistencia, como alimentación, vivienda, cuidado de la salud y otros gastos esenciales para las personas mayores y garantizar la solvencia del Fondo en el largo plazo.

En el Anexo 1 se brinda con más detalle los hechos observados, requerimientos y plazo de atención. 

(...)”.
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo:



Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Este tema como siempre, nos trae cola, las asignaciones a los magistrados, magistradas y sus descendientes. 

[bookmark: _Hlk156563303]A mí me parece que podemos dar por recibido este oficio de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, y podemos trasladarlo a la Dirección de la JUNAFO, para atender las recomendaciones que están emitiendo, pero también que lo valore con la Asesoría Jurídica, a fin de que nosotros, a la brevedad que sea posible, conozcamos criterios que ya no sean discrecionales sino que sean ya reales, aterrizaditos y que podamos a partir de esas propuestas hacer una discusión dentro de la Junta y establecer ya criterios como una política, como una práctica dirigida hacia el quehacer en adelante, entonces como para no hacerlo tan extenso, plantearía esas dos acciones, darlo por recibido y trasladarlo a la Dirección para que nos presente aquí en un plazo razonable a la brevedad posible, esas propuestas y nosotros un poquito aquí discutirlas, porque esto siempre va a traer cola”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, interviene: “Es que don Rodrigo es un tema bastante rico en discusión y más bien creo que en una de las sesiones estas que tengamos con asuntos no tan cargados, como la que viene hoy la sesión, tener tiempo de discutirlo de manera amplia”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Claro, pero partiendo de una base que tiene que venir… porque si no nos vamos a desgastar y nos va a costar aterrizarlo, a todos los seres humanos nos va a pasar eso, por eso el planteamiento”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Sí por eso, una vez que esté el dictamen de la Asesoría Jurídica, entonces ahí tenemos la base para la discusión”.

El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Y la parte técnica con la Dirección de la JUNAFO, porque la base jurídica es un apoyo, pero la parte práctica, que es el conocimiento que tienen nuestros compañeros y compañeras ahí, es la que vendría a sumar y nosotros podríamos tener esa discusión que como muy bien lo señala usted don Juan Carlos. Gracias”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “Le consulto a usted don Juan Carlos y a don Rodrigo, si ese criterio o estas propuestas que vienen en ese documento, ya posteriormente que la parte jurídica y la Dirección lo analicen, si eso va a afectar el Reglamento”.

El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Por eso es la discusión don Arnoldo”.

El integrante Arroyo Guzmán, indica: “Correcto, así es”.

El integrante Hernández Solano, responde: “Ah okey, perfecto. Gracias, muy amable”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Estoy de acuerdo con don Rodrigo en el tema de ampliar ese tema, por supuesto don Juan Carlos de hacer una discusión formal y ver qué pasa con lo que dice don Arnoldo del Reglamento, pero creo que yo voy a decir y me voy a atrever a decir que esto es una injerencia política por tratarse de algunos nombres estratégicos o algunos puestos estratégicos donde vienen las revisiones y nosotros sí tenemos que manejar ese tema muy responsablemente y que no exista esa injerencia de ninguna manera en la toma de decisiones de esta Junta Administradora, es decir, por rebote se puede malinterpretar la respuesta sobre soluciones que hemos hecho al respecto.

Entonces, creo que ahí, cuando hagamos el debate de este tema tenemos que tener esa línea de pensamiento muy sólida como la hemos tenido siempre, pero también saber que hay influencias políticas que pueden generar algún trastorno o que puedan intentar influenciar la toma de decisiones. En esto nosotros tenemos que tener mucho cuidado y yo me atrevo a decirlo en esta Junta porque nosotros tenemos una total independencia y yo particularmente mientras esté en este cargo yo no voy a permitir injerencias políticas al respecto.

Y eso es muy importante porque esta independencia tenemos que hacerla sentir y mantener en la toma de decisiones y en el valor agregado que nosotros le damos a la Junta Administradora como tal, es un tema que hay que debatir, yo lo vi por el lado político, otros lo están viendo por el lado económico, otros lo están viendo por la parte social, pero también es un elemento que tenemos que valorar; el tema político hasta donde se pretende injerencia en la toma de decisiones para que nosotros podamos doblar el brazo o cambiar una decisión al respecto.

Entonces, creo que tenemos que tener los mecanismos y las herramientas técnicas muy fuertes para poder decir, la decisión tomada fue por esto, esto y esto, a nosotros no nos interesa el paciente disculpe, es el derecho que tiene, sea el sobreviviente o sea la jubilación correspondiente de la persona asociada a este Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de tal manera que si es importante llegar a algunas conclusiones en la reunión que se avecina, en este tema específico para poner los cimientos de injerencias políticas que pueden afectar la toma de decisiones. Es un comentario muy importante que yo lo valoro y se los dejo ahí para la próxima discusión. Muchas gracias don Juan Carlos”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Con todo gusto”.

Se le concede el uso de la palabra al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO: “Sobre este documento de la SUPEN, si ustedes abren el adjunto, en el adjunto viene un anexo, en ese anexo vienen varios requerimientos que la SUPEN está haciendo de manera puntual y eso es importante que lo valoren. 

En el primer requerimiento dice “Se solicita realizar un procedimiento y/o metodología para la elaboración de los estudios socioeconómicos, con el fin de estandarizar los elementos a evaluar, así como incluir un desglose detallado de los gastos considerados como válidos, para efectos de dicho estudio”. Da un plazo de 30 días para este punto.

Luego, en el punto dos dice, “Establecer en el reglamento la inclusión de diversos criterios, que justifiquen la asignación de porcentajes diferentes en la asignación de los beneficios por sobrevivencia, siguiendo una escala progresiva, hasta alcanzar un máximo del 80% del monto del causante. Con la finalidad de eliminar la discrecionalidad evidenciada”, luego dice, “Implementar un plan de comunicación dirigido a los afiliados y pensionados, con el objetivo de informar sobre los elementos necesarios que deben estar disponibles para el profesional en trabajo social, así como, divulgar el detalle de los gastos autorizados que formarán parte del estudio socioeconómico, necesario para el otorgamiento del beneficio por sobrevivencia”. Aquí nos dan un plazo de 30 días.

Luego dice “Enviar la metodología utilizada para el otorgamiento de los beneficios por sobrevivencia mencionados”, es decir, hay que enviarles cuáles que fueron los elementos que se utilizaron para estos beneficios y por último dice “Remitir el Criterio legal sobre la interpretación del artículo 225 de la Ley 9544, en relación con los beneficios por sobrevivencia cuya cuantía exceden el tope establecido en dicha norma”. 

Ya nosotros estamos trabajando en ese criterio jurídico, a nosotros nos están dando 15 días para estos dos puntos, lo del criterio lo estoy asumiendo con Diego, sin embargo, los otros puntos si son importante que queden acá, porque en el área administrativa se tienen que tomar decisiones sobre esto también”.

El integrante Arroyo Guzmán, expresa: “Eso mismo que dice Eduardo, cuando uno abre los archivos y demás, si hace la lectura, por eso la sugerencia de que lo trabajara la Dirección de la JUNAFO junto con la Asesoría Jurídica en un plazo razonable y que nosotros podamos luego en sede aquí, discutir el informe final que va ir a la SUPEN, pero efectivamente, por eso es que nace la recomendación o por lo menos mi idea, plantearla aquí en la Junta sobre eso mismo, partiendo de los documentos que la SUPEN nos remite ya conocidos desde años atrás cuando estaba en la Dirección, gracias”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Don Juan Carlos yo respetuosamente sugeriría que establezcamos una sesión de trabajo para este punto; antes de que terminara el año don Parris y mi persona nos comprometimos en hacer una metodología mejor que la que hubo al inicio con enfoque de ingresos y no con enfoque de gastos que nos evitaría esto, pero aparte de eso, se requeriría ya sea por enfoque de ingresos o de gastos, tomar una decisión con respecto a la metodología, entonces, más bien, yo diría que sería bueno acordar una fecha para discutir el tema y dejarlo ya listo”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Sí don Mauricio, pero esperemos a que don Eduardo nos dé el…”.

El integrante Villalta Fallas, responde: “Excelente”.

El integrante presidente Segura Solís, prosigue: “¿Verdad?, y una vez que lo tenga listo convocamos”.

El integrante Villalta Fallas, dice: “Sí, señor. Excelente”.

Se le concede el uso de la palabra a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO: “Don Juan Carlos, quizá nada más para ver si ustedes nos autorizarían a solicitar algún tipo de prórroga a la SUPEN, dado que uno de los puntos que ahora lo comentó Eduardo, da 15 días a partir de que nos fue comunicado este oficio. Es del 21 de diciembre, supongo que llegó entre 21 y 22, entonces, digamos que empieza a contar el plazo a partir de que nosotros entramos este año, quiere decir que el 26 de enero, de mañana en 8, vencería ese primer plazo y creo que no nos daría chance ni siquiera de ese primer plazo.

Y todos los demás que siguen son 30 días, que son 15 días más después del 26, sin embargo, creo que son puntos como muy delicados que no deberíamos tomarnos a la ligera y que requieren un análisis, pues bastante grande y que tal vez podríamos mejor solicitar desde ya o por lo menos en estos días que vienen, una prórroga a la SUPEN no sé, del mismo plazo que ellos nos dan, o sea en el de 15, 30 y en el de 30 creo que al menos unos 15 días más hábiles para ver si lo logramos, porque de verdad que son bastantes puntos y que contestar cada uno de ellos más el análisis que hay que hacer, pues sí requiere su tiempo, ¿verdad?”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Muy valioso lo que dice Ingrid sobre la ampliación del plazo, esa prórroga me parece que por la metodología que tiene el Poder Judicial, recordemos que, si vamos a hablar de reglamentos y demás, hay que hacer una valoración también aparte porque el Reglamento lleva su tema a lo interno del Poder Judicial y la parte de la metodología que, como decía Mauricio ahora y que me parece también oportuno haberlo recordado, era el tema de buscar una metodología.

Entonces, creo que más bien sería como hacer una sola solicitud Ingrid para todos por igual y decirle no sé, 30 días hábiles adicionales debido a la… porque recuerde que a la SUPEN siempre hay que justificarle, entonces habría que decirle que debido a todo el tema interno… que fue conocido en sesión del 18 de enero, ¿verdad?, porque hasta eso, la Junta lo conoce hoy puede haberlo entregado tal fecha, pero nosotros lo conocemos hoy entonces más bien que, debido a la metodología que tenemos, la cantidad de reuniones que se programan, las actividades ya previstas, sumado a esto, los compromisos que tenemos adquiridos y otros que tiene la Junta y el equipo de la JUNAFO, me parece que sería oportuno hacer una sola solicitud general de 30 días hábiles adicionales para poder conllevar metodología, discusión y enviar la propuesta a la SUPEN. No sé si a todos les parecería en este sentido, pero muy oportuno lo que Ingrid ha aportado y todos también, gracias”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con la propuesta anterior.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° SP-1476-2023 recibido el 21 de diciembre de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, superintendente de pensiones – SUPEN. 2.) Trasladarlo a la Dirección de la JUNAFO para que, en conjunto con la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remitan un informe para conocimiento y discusión de esta Junta Administradora, a fin de atender las recomendaciones y los requerimientos de la SUPEN. Lo anterior, a la mayor brevedad posible. 3.) Autorizar a la Dirección de la JUNAFO para que solicite a la SUPEN una prórroga de 30 días hábiles para atender dichos requerimientos. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”
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En relación con lo anterior, la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio 0030-DJA-2024 del 25 de enero del 2024, solicitó a la Superintendencia de Pensiones - SUPEN la ampliación del plazo otorgado para cumplir con el requerimiento remitido en oficio SP-1476-2023.

Informa la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que el plazo inicial fue prorrogado por la Superintendencia de Pensiones, en el entendido de que el requerimiento sea atendido a más tardar el 12 de abril del 2024.

Aunado al tema indicado anteriormente, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, realiza la siguiente manifestación: “Parris hizo referencia hace poco sobre los criterios que tenemos que emitir en la Junta para la asignación pensiones, hay que recordar que nosotros tenemos un compromiso con la Superintendencia de Pensiones – SUPEN que vence en abril, no recuerdo la fecha ahorita, sí sé que es en el mes de abril, tal vez Ingrid u Oslean me ayudan ahí con el tema de la fecha.

Entonces hago el comentario como para buscar la posibilidad porque ya viene semana santa y tiene que quedar aprobado por la Junta, entonces ver cómo hacemos porque eso tenemos que definirlo casi que, en el término de dos o tres semanas, o sea ya para que lo conozcan y después mandarlo.

No recuerdo exactamente la fecha, sí sé que habíamos pedido una ampliación de plazo, pero la fecha tal vez Ingrid u Oslean me ayudan ahí si lo tienen a mano, ese es el primer tema, que bueno podemos ahora tomar un acuerdo.

(…)

Parris y Mauricio, es acordar nosotros ver cómo hacemos para reunirnos, porque eso también es un tema y no quisiera llegar a abril sin haber hecho nada y que la SUPEN nos jale el aire, gracias”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Se toma nota de la prórroga otorgada por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, para cumplir con el requerimiento remitido en oficio SP-1476-2023 el cual deberá ser atendido a más tardar el 12 de abril del año en curso. 2.) La Dirección de la JUNAFO, la Asesoría Jurídica y los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán, Mauricio Villalta Fallas y Parris Quesada Madrigal tomarán nota para la remisión del informe correspondiente para conocimiento y aprobación de esta Junta Administradora y el posterior envío a la Superintendencia de Pensiones. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

ARTICULO XIX

Documento N° 244-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la sugerencia presentada por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, respecto a las sesiones de este órgano colegiado debido a los movimientos de personal que se han venido presentando en la Secretaría de la JUNAFO.

Manifestaciones: 

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “El tercer punto don Juan Carlos, es el tema que estamos padeciendo con los movimientos de personal en la Secretaría de la JUNAFO, entonces quería hacer una propuesta, que si la próxima semana se complica mucho el tema de las actas ante las dificultades que tenemos en la conformación de la Secretaría, que la próxima semana veamos los temas urgentes en tanto se va normalizado el quehacer de la Secretaría, hemos tenido gente con ascensos, que se van, etcétera, todo lo que la normalidad humana da, entonces más bien usted es el presidente y más bien es una sugerencia de que la próxima acta si tenemos dificultades de personal, que veamos los casos urgentes y hagamos una acumulación para el 19 si le parece don Juan Carlos y a los compañeros, más bien muchas gracias y ya cierro”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Yo tengo un pequeño inconveniente los martes que vienen, la clase del curso es a las 11 o a las 10 de la mañana, dependiendo del profesor, por ejemplo, el martes pasado fue a las 11:00 a.m., 6:00 a.m. hora de Madrid; ayer fue a las 10:00 a.m., 5:00 p.m. de Madrid, entonces de realizar las sesiones de Junta yo tendría que retirarme a esa hora y que don Rodrigo tome la presidencia para efectos de estar presente en esas clases”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Don Juan Carlos yo no sé si los demás compañeros tienen algún problema, pero podríamos hacerla, bueno también depende de su agenda, si lunes o miércoles igual en la mañana, yo en cualquiera de los dos días me acomodaría, pero preferiría que usted esté, ya sabemos que la capitanía es capitanía entonces mejor, pero no sé si los demás compañeros si tienen la posibilidad ajustarnos a lunes o miércoles”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “De continuarla con los miércoles, yo les pediría que fuera tipo 9:00 a.m. porque tengo votación a las 7:30 a.m., entonces podríamos variar la hora para que me dé tiempo de votar y así estar presente toda la sesión, si no les importa”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Me parece miércoles, yo podría a esa hora”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Para el próximo miércoles tendría un inconveniente solo que podría incorporarme un poco más tarde a la sesión, a menos que se traslade para otra fecha”.

El integrante presidente Segura Solís, dice: “No sé qué les parece porque estábamos sesionando los martes que es el día normal, don Rodrigo acaba de dar la posibilidad de que sea un lunes, no sé, lo someto a la consideración de ustedes, es por un período no muy largo porque vamos a ver… aquí tengo el programa”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, interviene: “Creo que es mes y medio don Juan Carlos, lo que le resta”.

El integrante Soto Solano, continua: “Yo igualmente sería solamente para el próximo miércoles, después ya no tendría ningún inconveniente”.

El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Ah bueno, entonces sí. Si gustan dejamos para este miércoles que viene a las 9:00 a.m. y los demás miércoles, igual a las 8:00 a.m. Es todo marzo y abril”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “De acuerdo”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, muchas gracias”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Acabo de hablar con los compañeros para la votación del próximo miércoles y les pedí que la pasáramos para el jueves, entonces el miércoles empezamos a las 8:00 a.m. si les parece”.

Se define la próxima sesión para el Miércoles 8:00 a.m. y así, durante marzo y abril

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la sugerencia realizada por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, respecto a las sesiones de este órgano colegiado debido a los movimientos de personal que se han venido presentando en la Secretaría de la JUNAFO. 2.) Trasladar las sesiones de esta Junta Administradora para los miércoles a partir de las 8:00 a.m. durante los meses de marzo y abril del 2024. 3.) Hacer de conocimiento de la licenciada Kattia Saborío Soto, jefa del Subproceso de Ambiente Laboral de la Dirección de Gestión Humana, la participación del licenciado Parris Quesada Madrigal, secretario de la JUNAFO, en dichas sesiones, de conformidad con lo establecido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4.) La Dirección de la JUNAFO y la Secretaría de la JUNAFO tomarán nota para los fines correspondientes. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

-o0o-

El señor presidente da por finalizada la sesión al ser las diez horas con cincuenta y siete minutos.






	
	

	Doctor Juan Carlos Segura Solís
Presidente Junta Administradora
	Licenciado Parris Quesada Madrigal
Secretario Junta Administradora




- Acta aprobada el 03 de abril de 2024 -
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San José, 29 de mayo del 2023.
Criterio N° DJ-AJ-C-219-2023.

MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins
Directora Ejecutiva

Poder Judicial

S.D.

Estimada sefora:

Por medio de la presente se procede a emitir criterio juridico en relacion con la consulta
planteada mediante el oficio N° 2277-DE-2022 recibido en la cuenta oficial de la Direccion
Juridica el 8 de julio del 2022 y reiterado mediante el oficio N° 3778-DE-2022 del 11 de

noviembre del 2022.

l. De la Gestion:

Mediante el oficio N° 2277-DE-2022, remitido a esta Direccién Juridica el 8 de julio del
2022, se solicita criterio juridico respecto a “si, desde la perspectiva legal, es posible remitir una
copia a la JUNAFO, de la resolucion donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios y
constan sus datos personales como lo son sus teléfonos y otros, para que con esa informacion
la Junta los localice e inicie la recuperacion de los dineros o, si por el contrario, €so no es viable
al estar protegidos los datos como informacion sensible. De estar en presencia de esa
condicion, se solicita aclarar cual informacién podria revelarse a la administracion del Fondo

para que puedan emprender acciones de recuperacién como instancia competente.”

Asimismo, mediante el oficio N° 3778-DE-2022 del 11 de noviembre del 2022, se reitera
el oficio N° 2277-DE-2022 y se traslada el oficio N° 264-SAF-DJA-2022, suscrito por la Licda.
Yesenia Flores Chacon, Jefa a. i del Subproceso Administrativo Financiero de la Direccion de
la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el MPM.
Oslean Mora Valdez, Director a. i. de la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual plantea “analizar la posibilidad de

Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661 Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr Fax: 2295-4686




mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr



Area de j'ﬁ \ p() DER
i JUDICIAL

DIRECCION JURIDICA
Cote Suprama de Justicia

Analisis Juridico

mantener la gestion de recuperacion por parte del Macroproceso Financiero Contable, mientras
se cuenta con el criterio juridico correspondiente, procurando abonar las cuentas por cobrar que
se mantienen a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el momento

mas oportuno’.

1. Anélisis:

De previo a la exposicion del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicacién de
lo dispuesto en el Reglamento de la Direccion Juridica del Poder Judicial, contenido en la circular
N° 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el articulo XXXIII
de la sesion numero 47-14, celebrada el dia 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta
Direccion cumple funciones de asesoria juridica en términos generales respecto de los alcances
de la legislacion vigente y no sustituye la valoracion de cada caso concreto que legalmente
compete al 6rgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye
una orientacion juridica general sobre la base de la informacion y solicitud que plantea esa
Direccion, sin que se prejuzgue o sustituya la capacidad de toma de decisiones que le compete

como oficina consultante.

Es asi como, frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la
asesoria legal en materia de criterios juridicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio
administrativo, pero un limite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoria juridica,
es no sustituir a los 6rganos competentes en el ejercicio de su decision, sino tan solo ofrecer
elementos para su valoracién o de lo contrario, los érganos de decisién quedarian vaciados de
su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarian tan solo como simples
repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haria que, en la practica, sea el asesor
juridico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decision de la sociedad expresada

en la legislacién que otorga y deslinda las competencias publicas.

En el presente informe se analiza la consulta realizada por la Direccion Ejecutiva

mediante el oficio N° 2277-DE-2022 recibido en la cuenta oficial de la Direcciéon Juridica el 8 de
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julio del 2022, por medio del cual se solicita criterio juridico respecto a la viabilidad legal de
remitir copia de la resolucién donde se ordena el pago al beneficiario o beneficiarios del Fondo
de Socorro Mutuo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, con el fin de que con la informacion personal que ahi consta, puedan recuperar sumas

giradas de mas, correspondiente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Al respecto, esta unidad asesora se permite exponer lo siguiente:

1. Sobre la naturaleza juridica del Fondo de Socorro Mutuo.

La Asamblea Legislativa decretd la creacion del Fondo de Socorro Mutuo mediante Ley
N° 2281 del 28 de octubre de 1958, para los funcionarios y empleados nombrados en propiedad
y jubilados del Poder Judicial, sujeto a las reformas establecidas por Ley. De manera que, la

finalidad de este fondo es otorgar un auxilio gue hace mas llevadera la carga consiguiente a la

familia del servidor o jubilado judicial fallecido o0 a quien este haya designado como beneficiario.!

En ese sentido, la Sala Constitucional en resolucion N° 05033-97 de las catorce horas
con nueve minutos del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y siete, indica respecto
a la naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial en lo que interesa, lo siguiente:
“(...) resulta absolutamente claro que el Fondo que crea la ley 2258, no tiene base asociativa:
éste fue creado por el legislador, para regular un aspecto de la relacion de servicio publico
existente entre el Poder Judicial y sus servidores, a fin de otorgar a éstos ultimos una proteccion

adicional frente a los riesgos derivados de su fallecimiento”.

Del texto anterior se desprende que, la naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo es la

retribuciéon econdémica a los beneficiarios designados por el mutualista; en el entendido de que,

1 En ese sentido se puede observar el expediente legislativo de la Ley N°2281 “Ley de Socorro Mutuo del Poder
Judicial”.
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si el fallecido no hubiese definido beneficiarios, dicho aporte serd entregado en partes iguales

a los herederos legitimos, asi declarados en firme.2

El Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial encuentra sustento juridico en el principio
cristiano de justicia y solidaridad social, cuyo fundamento se desarrolla en el articulo 74 de la
Constitucion Politica,> entendiéndose que este Fondo tiene una finalidad determinada de
proteccién y beneficio social. En ese sentido, mediante la resolucion supra indicada, se sefiald

lo siguiente:

“(...) se desprende con naturalidad que el hecho de procurar el sostenimiento del
régimen a través de deducciones salariales aplicadas a sus integrantes, tampoco
gquebranta los derechos y garantias fundamentales, que se citan en la accion, pues como
ha quedado patente, no se trata de un menoscabo en el patrimonio de los empleados o
jubilados del Poder Judicial, pues la contribucién a que obliga la ley encuentra su
contrapartida en el derecho de los beneficiarios del trabajador, de gozar de los
beneficios derivados del régimen, razén por la que no existe razén alguna para
afirmar que se ha lesionado el articulo 45 de la Constitucion Politica.-" (Sentencia
namero 5033-97, supra citada) (El énfasis es suplido).

En conclusion, el Fondo de Socorro Mutuo constituye un mecanismo de proteccion al
trabajador, mediante el cual se determina un aporte econémico de la persona trabajadora a
través de una deduccién salarial y cuya finalidad es brindar un auxilio econémico ante la

eventualidad del fallecimiento del mutualista.

2 El Articulo 3 de la Ley de Socorro Mutuo, indica en lo que interesa: “(...) En falta de esa designacioén, o si los
beneficiarios también hubieren fallecido o no se presentaren a reclamar sus derechos dentro de un plazo de seis
meses, contados a partir de la fecha del respectivo fallecimiento, la entrega se hara, por iguales partes, a los
herederos legitimos, asi declarados en firme, del miembro de que se trata, si fueren el conyuge o parientes suyos
hasta de segundo grado por consanguinidad; en caso contrario, la suma quedara a beneficio del Fondo de Reserva
del Socorro a que se refiere el articulo 5 de esta ley.”

3 El articulo 74 de la Constitucién Politica indica, lo siguiente: “Los derechos y beneficios a que este Capitulo se
refiere son irrenunciables. Su enumeracion no excluye otros que se deriven del principio cristiano de justicia social
y que indique la ley; seran aplicables por igual a todos los factores concurrentes al proceso de produccion, y
reglamentados en una legislacion social y de trabajo, a fin de procurar una politica permanente de solidaridad
nacional.”
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2. Sobre la competencia en la recuperacion de sumas giradas de mas

correspondientes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Con la reforma a la Ley Organica del Poder Judicial, N° 9544, del 22 de mayo del 2018,
se brinda la competencia de recuperar las sumas giradas de mas a la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En ese sentido, el articulo 239, inciso c,

indica lo siguiente:

“Articulo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial como un érgano del Poder Judicial, que contara con completa
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y
atribuciones que le otorga la ley.

(...)

c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro
necesarias.” (El énfasis es suplido).

De previo a la reforma supra citada, el Macroproceso Financiero Contable era el érgano
competente para gestionar dichos cobros, dado que tenia a cargo la administracién tanto del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como del Fondo de Socorro Mutuo. Es
asi como por costumbre administrativa, el Macroproceso Financiero Contable invitaba a los
beneficiarios, a autorizar el rebajo de las sumas giradas de mas correspondientes al Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el Fondo de Socorro Mutuo, sin que esto
implicara una responsabilidad en el pago de la misma, dado que la naturaleza juridica de ambos
Fondos es distinta, entendiéndose de esta forma que, el Fondo de Socorro Mutuo se encuentra
tutelado constitucionalmente por el principio cristiano de justicia y solidaridad social cuyo fin es
la proteccién y beneficio social, mientras tanto, las deudas con el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial son personales y Unicamente se pueden cobrar mediante la via
judicial a través de un proceso sucesorio donde la Junta Administradora del Fondo de

Jubilaciones y Pensiones se apersone como parte acreedora.

De conformidad con lo expuesto, resulta importante hacer énfasis en el principio de
legalidad. Dicho principio encuentra fundamento juridico en la Constitucion Politica, la cual
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indica en su articulo 11, lo siguiente: “Articulo 11.- Principio de Legalidad Administrativa.
Los funcionarios publicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse
facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta
Constitucion y las leyes. La accion para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es

publica”.

Asimismo, el articulo 11 de la Ley General de la Administracion Pablica establece lo

siguiente:

“Articulo 11.- Principio de Legalidad Administrativa.

1. La Administracion Publica actuard sometida al ordenamiento juridico y sdélo
podra realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios publicos gue autorice
dicho ordenamiento, segln sea la escala jerarquica de sus fuentes. (El énfasis es
suplido).

2. Se considerara autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos
en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa’.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, resulta procedente indicar que la
Administracion Publica y sus funcionarios deben actuar por disposicion expresa de ley, es decir,
Unicamente pueden realizar lo que legalmente esta permitido. En tal sentido la Sala Segunda
mediante la resolucién N° 2002-583, del veinte de noviembre del dos mil dos, indica en lo que

interesa:

“(...) En relacion con la Administracion Publica, el principio rector, es el de Legalidad,
consagrado en los articulos 11 de la Constitucion Politica y 11 de la Ley General de la
Administracion Publica. Significa, que alos Organos Publicos solo les esté permitido
realizar, 1o _gue esté autorizado previamente en el Ordenamiento Juridico,
debiendo -por _consiquiente- quedar consignados por_escrito, todos los actos y
resoluciones, que se acuerden, con pleno sometimiento a la Constitucién, alaley
y a todas las otras normas del Ordenamiento Juridico Sectorial Publico (...)". (El
énfasis es suplido).

En relacién con el caso que nos ocupa, se debe tomar en consideracion que el articulo

59, inciso 1 de la Ley General de la Administracion Publica establece que “La competencia sera
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regulada por ley siempre que contenga la atribucion de potestades de imperio.”, de manera que,
gueda claro que por disposicion legal la competencia de ejercer las acciones de cobro
necesarias que acontezcan del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es Unica

y exclusivamente de la Junta Administradora del citado Fondo.
3. Sobre la proteccion de datos personales.

El derecho a la proteccién de datos personales encuentra fundamento juridico en el
articulo 12 de la Declaracion Universal de los Derechos Humanos, el cual establece que
“Nadie sera objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su
correspondencia, ni de ataques a su honra o0 a su reputacion. Toda persona tiene derecho a la
proteccion de la ley contra tales injerencias o ataques”. Es asi como el derecho a la proteccién
de datos personales se encuentra vinculado con el derecho a la intimidad como un limite al
acceso de documentos de caracter privado y datos personales que se encuentran en custodia
de las oficinas publicas y que encuentra tutela en el articulo 24 de la Constitucion Politica al
indicar “Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las
comunicaciones. Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas,
orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la Republica.” De este modo, las instituciones
publicas tienen la obligacion de garantizar la proteccién de la informacién de las personas
usuarias y salvaguardar todos aquellos datos de caracter sensible.

Por su parte, la Ley N° 8968 denominada “Ley de Proteccion de la Persona frente al
Tratamiento de Datos Personales”, regula el derecho de autodeterminacién informativa, el cual
corresponde a “una ampliacion del derecho a la intimidad y que su proteccidn surge a partir del
desarrollo de mecanismos informaticos y tecnoldgicos globales que manejan bases de datos

que contienen informacién de las personas.™

4 Resoluciéon N° 00100-2015 de la Seccién IV del Tribunal Contencioso Administrativo.
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Asimismo, la Sala Constitucional ha reconocido la existencia y vigencia de un derecho
de los habitantes de la Republica al control y resguardo de sus datos personales. En ese
sentido, mediante la resolucion N° 1345-1998 de las once horas con treinta y seis minutos del
veintisiete de febrero de mil novecientos noventa y ocho, dicho Tribunal Constitucional
desarroll6 lo siguiente:

“El Derecho ala Intimidad implica reconocer y aceptar el derecho fundamental de
toda persona fisica o juridica a conocer lo que conste sobre ella, sus bienes o
derechos en cualquier reqistro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecénica,
electrénica o informatizada, sea publico o privado; asi como la finalidad a gue esa
informacién se destine y, en su caso, a que se rectifiqgue, actualice, complemente o
suprima, cuando el sujeto considera que la misma es incorrecta, inexacta o que implique
discriminacion. Lo mismo gue a no ser_utilizada o divulgada indebidamente y se
respete su legitima confidencialidad. El fin de este derecho consiste en que cualquier
persona tenga la posibilidad de defenderse contra calificaciones sospechosas incluidas
en registros que sin darle derecho a rectificarlas o contradecirlas podrian llegar a
causarle un grave perjuicio.” (El énfasis es suplido).

De conformidad con lo anteriormente expuesto, la Administracion Publica debe asegurar
el respeto de la intimidad y la dignidad humana mediante un adecuado manejo de datos que
consten en bases de datos, archivos, registros, o cualquier otro medio de resguardo de datos
idéneo, en el entendido de que, toda persona tiene derecho a saber quién posee datos sobre

ella, su contenido y su finalidad. °

Ahora bien, en lo que respecta a la presente solicitud de criterio sobre “si, desde la
perspectiva legal, es posible remitir una copia a la JUNAFO, de la resolucion donde se ordena
el pago a favor de los beneficiarios y constan sus datos personales como lo son sus teléfonos

y otros, para que con esa informacion la Junta los localice e inicie la recuperacion de los dineros

5 Op. cit. En ese mismo sentido puede observarse el articulo 4 de la Ley N° 8968, el cual regula lo siguiente:
“ARTICULO 4.- Autodeterminacién informativa

Toda persona tiene derecho a la autodeterminacién informativa, la cual abarca el conjunto de principios y garantias
relativas al legitimo tratamiento de sus datos personales reconocidos en esta seccion.

Se reconoce también la autodeterminacién informativa como un derecho fundamental, con el objeto de controlar
el flujo de informaciones que conciernen a cada persona, derivado del derecho a la privacidad, evitando que se
propicien acciones discriminatorias.” (El énfasis es suplido).
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0, Si por el contrario, eso no es viable al estar protegidos los datos como informacion sensible.
De estar en presencia de esa condicion, se solicita aclarar cual informacion podria revelarse a
la administraciéon del Fondo para que puedan emprender acciones de recuperacion como
instancia competente”, al respecto, es necesario tener claro que los datos personales
corresponden a “cualquier dato relativo a una persona fisica identificada o identificable™ y ante
el caso que nos ocupa, conforme a la naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo los datos
personales que constan en la resolucion donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios o

herederos legitimos, son Unicamente de interés para la Administracion Publica y su titular;

de manera que, cuando la persona mutualista fallece, los familiares se apersonan a la Direccion
Ejecutiva y se procede a abrir el sobre lacrado donde consta la designacion del beneficiario o
beneficiarios (si los hubiera) y se elabora el acta de apertura. Posterior a ello, la persona
beneficiaria o beneficiarias, o a falta de estos, los herederos legitimos declarados en firme,
solicitan el giro del dinero y en ese momento la Direccion Ejecutiva debe realizar la resolucion

donde se ordena el pago. Dicha resolucion contiene datos personales gue hace identificable a

la persona o0 personas beneficiarias, como lo es el nombre, la cédula, el niUmero de cuenta

bancaria donde se debe girar el dinero y el niUmero de teléfono. Esa resolucion es remitida al

Macroproceso Financiero Contable, a la Direccion de Gestibn Humana y a las personas
beneficiarias, mediante notificaciones separadas ’ y el Macroproceso Financiero Contable
procede a incluir los datos en el Sistema Contable para realizar el pago respectivo, lo que
implica que, estos datos Unicamente puedan ser tramitados a través de personas que se
encuentran debidamente acreditadas por la Administracién Publica mediante el acceso al
sistema con perfiles especiales, en donde se debe insertar un usuario y una clave,® lo que a

todas luces genera a estas personas servidoras judiciales la obligacion de guardar

6 Ver articulo 3, inciso b) de la Ley de Protecciéon de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos
Personales.

" Informacién suministrada por la Sra. Silvia Castro Chinchilla, Jefa del Sub Proceso Servicios
Administrativos de la Direccién Ejecutiva, mediante comunicacion personal el 18 de noviembre de 2022.
8 Informacién suministrada por la MBA. Andrea Valerin Arroyo, Jefa del Subproceso de Egresos del
Macroproceso Financiero Contable, mediante comunicacion personal el 16 de noviembre de 2022.
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confidencialidad en el manejo de la informacién. En ese sentido, el Comité Juridico
Interamericano en fecha 9 de abril de 2021, aprobd los "Principios actualizados sobre la
privacidad y la protecciébn de datos personales”, entre los que se encuentra el Principio V

denominado "Confidencialidad”, el cual establece que los datos personales no podran

divulgarse, ponerse a disposicion de terceros ni utilizarse para fines distintos de los

cuales fueron recopilados, excepto, cuando exista consentimiento de la persona en

cuestion o bajo autoridad de la ley.

Del mismo modo, la Ley de Protecciéon de la Persona frente al tratamiento de sus

datos personales, en su articulo 3, inciso f) desarrolla el deber de confidencialidad al indicar lo

siguiente: “Deber de confidencialidad: obligacion de los responsables de bases de datos,
personal a su cargo y del personal de la Agencia de Proteccion de Datos de los Habitantes
(Prodhab), de guardar la confidencialidad con ocasion del ejercicio de las facultades dadas por
esta ley, principalmente cuando se acceda a informacién sobre datos personales y sensibles.
Esta obligacion perdurara aun después de finalizada la relacion con la base de datos.”
Asimismo, el numeral 11 de ese mismo cuerpo normativo, establece la responsabilidad de quien
intervenga en el tratamiento de datos personales e impone la obligacién de guardar el secreto
profesional o funcional, aun posterior a la finalizacion de su relacion con la base de datos. Por
su parte, el articulo 14 regula que, los responsables de las bases de datos Unicamente podran
transferir la informacion cuando el titular del derecho asi lo haya consentido y se realice sin la
vulneracion de los principios y derechos reconocidos en la ley.

De lo anterior se sustrae que, la informacion personal le compete Unicamente a la
persona duefia de la misma, por lo tanto, la Administracion Publica tiene el deber de
resguardarla y brindarle proteccion con base en un correcto manejo de la informacion a la que
pueda tener acceso, esto debido a que el Estado funge como custodio. En este sentido, el
derecho de autodeterminacion informativa figura como un limite al derecho de acceso a la
informacion, limitando el derecho de acceso a la informacion al consentimiento de la persona

propietaria de la informacion.

Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661 Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr Fax: 2295-4686
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Por otra parte, resulta importante considerar lo desarrollado en el articulo 40 del
Reglamento a la Ley de Proteccion de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales

relativo a la transferencia de datos personales, el cual indica lo siguiente:

“Articulo 40. Condiciones para la transferencia. La transferencia requerira siempre el
consentimiento inequivoco del titular. La transferencia implica la cesion de datos
personales por parte, Unica y exclusivamente, del responsable que transfiere al
responsable receptor de los datos personales. Dicha transferencia de datos personales
requerird siempre del consentimiento informado del titular, salvo disposicion legal en
contrario, asimismo que los datos a transferir hayan sido recabados o recolectados de
forma licita y segun los criterios que la Ley y el presente Reglamento dispone. No se
considera trasferencia el traslado de datos personales del responsable de una base de
datos a un encargado, proveedor de servicios o intermediario tecnolégico o las
empresas del mismo grupo de interés econdémico.

Toda venta de datos del fichero o de la base de datos, parcial o total, debera reunir los
requerimientos establecidos en el parrafo anterior.”

En ese sentido, debe comprenderse que, lainformacion podria compartirse siempre

y cuando la personatitular de los datos consienta la cesion de sus datos, de lo contrario

no podra comunicarse informacion que contenga datos personales y sensibles a
terceros; de manera que, legalmente no resulta viable remitir una copia de la resolucion donde
se ordena el pago a favor de los beneficiarios o herederos legitimos del Fondo de Socorro Mutuo
a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado que
la proteccion de datos personales es reserva de ley al estar consagrado en nuestra Carta Magna
y en diversos cuerpos normativos nacionales como internacionales, debidamente ratificados por
Costa Rica. En ese sentido, el articulo 19, inciso 1) de la Ley General de la Administracion
Pulblica indica que “El régimen juridico de los derechos constitucionales estara reservado a la

ley, sin perjuicio de los reglamentos ejecutivos correspondientes.”

1. Conclusiones.

De conformidad con lo dispuesto en los articulos 11, 24 y 74 de la Constitucion Politica;
articulo 239, inciso c) de la Ley Orgéanica del Poder Judicial; articulos 11, 19 inciso 1) y 59 inciso

1) de la Ley General de la Administracion Publica; articulo 12 de la Declaracion Universal de los
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Derechos Humanos; articulo 3, inciso b) y f), 4, 11y 14 de la Ley de Proteccion de la Persona
frente al Tratamiento de sus Datos Personales; articulo 40 del Reglamento a la Ley de
Proteccion de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales relativo a la
transferencia de datos personales; principio V del denominado “Principios actualizados sobre la
privacidad y la proteccion de datos personales”,; resoluciones de la Sala Constitucional N° 1345-
1998 de las once horas con treinta y seis minutos del veintisiete de febrero de mil novecientos
noventa y ocho y N° 05033-97 de las catorce horas con nueve minutos del veintiocho de agosto
de mil novecientos noventa y siete; resolucion N° 00100-2015 de la Seccién IV del Tribunal
Contencioso Administrativo y resolucion de la Sala Segunda N° 2002-583 del veinte de

noviembre del dos mil dos, se concluye lo siguiente:

1. La naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial es otorgar una proteccion
adicional al beneficiario o beneficiarios designados, o, a falta de ello, a los herederos
legitimos, asi declarados en firme, frente a los riesgos derivados del fallecimiento del
mutualista; de manera que, el citado Fondo, encuentra sustento juridico en el principio
cristiano de justicia y solidaridad social, desarrollado en el articulo 74 de la Constitucion
Politica; entendiéndose que tiene una finalidad determinada de proteccion y beneficio

social.

2. Los montos a recuperar por concepto de sumas giradas de mas que corresponden al
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conciernen a deudas personales
gue deben ser cobradas mediante el un proceso sucesorio, debiendo apersonarse la

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones como parte acreedora.

3. Segun dispone la Ley General de la Administracion Puablica en el articulo 59, inciso 1, la
competencia serd regulada por la ley; es decir, la competencia es reserva de ley; en otras
palabras, so6lo por ley puede establecerse. Asimismo, la Administracion Publica se
encuentra sometida al Principio de Legalidad Administrativa regulado en los articulos 11
de la Constitucion Politica y 11 de la Ley General de la Administracion Publica. En ese

Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661 Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr Fax: 2295-4686
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sentido, se debe comprender que, la Administracién deberd actuar conforme a lo

establecido en el ordenamiento juridico.

4. La informacion personal le compete Unicamente a la persona duefia de la misma, por lo
tanto, la Administracion Publica tiene el deber de resguardarla y brindarle proteccién con

base en un correcto manejo de la informacién a la que pueda tener acceso, esto debido

a que el Estado funge como custodio y tiene la obligacién de aseqgurar el respeto de la

intimidad v la dignidad humana.

5. Los datos personales que constan en la resolucion donde se ordena el pago a favor de

los beneficiarios o herederos legitimos del Fondo de Socorro Mutuo, son Unicamente de

interés para la Administracion Publica y su titular; ademas, contiene datos personales

gue no podran divulgarse, ponerse adisposicion de terceros ni utilizarse parafines
distintos de los cuales fueron recopilados, excepto, cuando la persona titular de
los datos consienta la cesidén de sus datos, o bien, por disposicion de autoridad

judicial competente.

De esta manera se deja evacuada la solicitud de criterio al respecto.

Advertencias:

. Se les recuerda a los requirentes que los criterios de la Direccion Juridica no son vinculantes.

. El presente criterio se funda en un razonamiento técnico juridico con base en la aplicaciéon del
ordenamiento juridico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoracién de oportunidad y
conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

. El presente criterio se emite con base en la informacién suministrada por la Direccion Ejecutiva mediante
oficio N° 2277-DE-2022, del 8 de julio del 2022. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la
responsabilidad por la veracidad de dicha informacion.

. Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de analisis y toma de
decisiones con respecto al objeto del mismo, debera ser realizado previa despersonalizacién de cualquier dato
sensible que se haya consignado en dicho documento.

. No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisién del presente criterio, en tanto que los temas
indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vinculos de ningdn tipo con la persona
sobre la cual gira el analisis del informe.
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3 El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad
requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Direccion.

Atentamente,
Elaborado por: Revisado por: Autorizado por:
Licda. Fabiola Rios Cerdas Licda. Silvia Elena Calvo Solano M. Sc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo
Asesora Juridica a. i. Jefa a. i. Area Andlisis Juridico  Director Juridico a. i.

Ref.: 1495-2022
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Criterio Nº DJ-AJ-C-219-2023.





MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva

Poder Judicial

S.D.



[bookmark: _Hlk96065311]

[bookmark: _Hlk519580378]Estimada señora:



Por medio de la presente se procede a emitir criterio jurídico en relación con la consulta planteada mediante el oficio Nº 2277-DE-2022 recibido en la cuenta oficial de la Dirección Jurídica el 8 de julio del 2022 y reiterado mediante el oficio Nº 3778-DE-2022 del 11 de noviembre del 2022.



I.	De la Gestión:



Mediante el oficio Nº 2277-DE-2022, remitido a esta Dirección Jurídica el 8 de julio del 2022, se solicita criterio jurídico respecto a “si, desde la perspectiva legal, es posible remitir una copia a la JUNAFO, de la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios y constan sus datos personales como lo son sus teléfonos y otros, para que con esa información la Junta los localice e inicie la recuperación de los dineros o, si por el contrario, eso no es viable al estar protegidos los datos como información sensible.  De estar en presencia de esa condición, se solicita aclarar cuál información podría revelarse a la administración del Fondo para que puedan emprender acciones de recuperación como instancia competente.”



Asimismo, mediante el oficio Nº 3778-DE-2022 del 11 de noviembre del 2022, se reitera el oficio Nº 2277-DE-2022 y se traslada el oficio Nº 264-SAF-DJA-2022, suscrito por la Licda. Yesenia Flores Chacón, Jefa a. i del Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a. i. de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual plantea “analizar la posibilidad de mantener la gestión de recuperación por parte del Macroproceso Financiero Contable, mientras se cuenta con el criterio jurídico correspondiente, procurando abonar las cuentas por cobrar que se mantienen a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el momento más oportuno”.



1.  Análisis:



De previo a la exposición del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular Nº 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que plantea esa Dirección, sin que se prejuzgue  o sustituya la capacidad de toma de decisiones que le compete como oficina consultante.



Es así como, frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.



En el presente informe se analiza la consulta realizada por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio Nº 2277-DE-2022 recibido en la cuenta oficial de la Dirección Jurídica el 8 de julio del 2022, por medio del cual se solicita criterio jurídico respecto a la viabilidad legal de remitir copia de la resolución donde se ordena el pago al beneficiario o beneficiarios del Fondo de Socorro Mutuo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que con la información personal que ahí consta, puedan recuperar sumas giradas de más, correspondiente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Al respecto, esta unidad asesora se permite exponer lo siguiente:



1. Sobre la naturaleza jurídica del Fondo de Socorro Mutuo.



La Asamblea Legislativa decretó la creación del Fondo de Socorro Mutuo mediante Ley Nº 2281 del 28 de octubre de 1958, para los funcionarios y empleados nombrados en propiedad y jubilados del Poder Judicial, sujeto a las reformas establecidas por Ley. De manera que, la finalidad de este fondo es otorgar un auxilio que hace más llevadera la carga consiguiente a la familia del servidor o jubilado judicial fallecido o a quien este haya designado como beneficiario.[footnoteRef:1] [1:  En ese sentido se puede observar el expediente legislativo de la Ley N°2281 “Ley de Socorro Mutuo del Poder Judicial”.
] 




En ese sentido, la Sala Constitucional en resolución Nº 05033-97 de las catorce horas con nueve minutos del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y siete, indica respecto a la naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial en lo que interesa, lo siguiente: "(...) resulta absolutamente claro que el Fondo que crea la ley 2258, no tiene base asociativa: éste fue creado por el legislador, para regular un aspecto de la relación de servicio público existente entre el Poder Judicial y sus servidores, a fin de otorgar a éstos últimos una protección adicional frente a los riesgos derivados de su fallecimiento”.



Del texto anterior se desprende que, la naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo es la retribución económica a los beneficiarios designados por el mutualista; en el entendido de que, si el fallecido no hubiese definido beneficiarios, dicho aporte será entregado en partes iguales a los herederos legítimos, así declarados en firme.[footnoteRef:2]  [2:  El Artículo 3 de la Ley de Socorro Mutuo, indica en lo que interesa: “(…) En falta de esa designación, o si los beneficiarios también hubieren fallecido o no se presentaren a reclamar sus derechos dentro de un plazo de seis meses, contados a partir de la fecha del respectivo fallecimiento, la entrega se hará, por iguales partes, a los herederos legítimos, así declarados en firme, del miembro de que se trata, si fueren el cónyuge o parientes suyos hasta de segundo grado por consanguinidad; en caso contrario, la suma quedará a beneficio del Fondo de Reserva del Socorro a que se refiere el artículo 5 de esta ley.”
] 




El Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial encuentra sustento jurídico en el principio cristiano de justicia y solidaridad social, cuyo fundamento se desarrolla en el artículo 74 de la Constitución Política,[footnoteRef:3] entendiéndose que este Fondo tiene una finalidad determinada de protección y beneficio social. En ese sentido, mediante la resolución supra indicada, se señaló lo siguiente: [3:   El artículo 74 de la Constitución Política indica, lo siguiente: “Los derechos y beneficios a que este Capítulo se refiere son irrenunciables. Su enumeración no excluye otros que se deriven del principio cristiano de justicia social y que indique la ley; serán aplicables por igual a todos los factores concurrentes al proceso de producción, y reglamentados en una legislación social y de trabajo, a fin de procurar una política permanente de solidaridad nacional.”] 




“(…) se desprende con naturalidad que el hecho de procurar el sostenimiento del régimen a través de deducciones salariales aplicadas a sus integrantes, tampoco quebranta los derechos y garantías fundamentales, que se citan en la acción, pues como ha quedado patente, no se trata de un menoscabo en el patrimonio de los empleados o jubilados del Poder Judicial, pues la contribución a que obliga la ley encuentra su contrapartida en el derecho de los beneficiarios del trabajador, de gozar de los beneficios derivados del régimen, razón por la que no existe razón alguna para afirmar que se ha lesionado el artículo 45 de la Constitución Política.-" (Sentencia número 5033-97, supra citada) (El énfasis es suplido).



En conclusión, el Fondo de Socorro Mutuo constituye un mecanismo de protección al trabajador, mediante el cual se determina un aporte económico de la persona trabajadora a través de una deducción salarial y cuya finalidad es brindar un auxilio económico ante la eventualidad del fallecimiento del mutualista.



2. Sobre la competencia en la recuperación de sumas giradas de más correspondientes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Con la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 9544, del 22 de mayo del 2018, se brinda la competencia de recuperar las sumas giradas de más a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En ese sentido, el artículo 239, inciso c, indica lo siguiente:



“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

(…)

c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.” (El énfasis es suplido).





De previo a la reforma supra citada, el Macroproceso Financiero Contable era el órgano competente para gestionar dichos cobros, dado que tenía a cargo la administración tanto del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como del Fondo de Socorro Mutuo. Es así como por costumbre administrativa, el Macroproceso Financiero Contable invitaba a los beneficiarios, a autorizar el rebajo de las sumas giradas de más correspondientes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el Fondo de Socorro Mutuo, sin que esto implicara una responsabilidad en el pago de la misma, dado que la naturaleza jurídica de ambos Fondos es distinta, entendiéndose de esta forma que, el Fondo de Socorro Mutuo se encuentra tutelado constitucionalmente por el principio cristiano de justicia y solidaridad social cuyo fin es la protección y beneficio social, mientras tanto, las deudas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial son personales y únicamente se pueden cobrar mediante la vía judicial a través de un proceso sucesorio donde la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones se apersone como parte acreedora. 



De conformidad con lo expuesto, resulta importante hacer énfasis en el principio de legalidad. Dicho principio encuentra fundamento jurídico en la Constitución Política, la cual indica en su artículo 11, lo siguiente: “Artículo 11.- Principio de Legalidad Administrativa.  Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede.  Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes.  La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública”.



Asimismo, el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública establece lo siguiente: 



       “Artículo 11.- Principio de Legalidad Administrativa.

  

1.  La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según sea la escala jerárquica de sus fuentes. (El énfasis es suplido).

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa”.





De conformidad con lo anteriormente expuesto, resulta procedente indicar que la Administración Pública y sus funcionarios deben actuar por disposición expresa de ley, es decir, únicamente pueden realizar lo que legalmente está permitido. En tal sentido la Sala Segunda mediante la resolución Nº 2002-583, del veinte de noviembre del dos mil dos, indica en lo que interesa:



“(…) En relación con la Administración Pública, el principio rector, es el de Legalidad, consagrado en los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública. Significa, que a los Órganos Públicos solo les está permitido realizar, lo que esté autorizado previamente en el Ordenamiento Jurídico, debiendo -por consiguiente- quedar consignados por escrito, todos los actos y resoluciones, que se acuerden, con pleno sometimiento a la Constitución, a la ley y a todas las otras normas del Ordenamiento Jurídico Sectorial Público (…)”. (El énfasis es suplido).





En relación con el caso que nos ocupa, se debe tomar en consideración que el artículo 59, inciso 1 de la Ley General de la Administración Pública establece que “La competencia será regulada por ley siempre que contenga la atribución de potestades de imperio.”, de manera que, queda claro que por disposición legal la competencia de ejercer las acciones de cobro necesarias que acontezcan del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es única y exclusivamente de la Junta Administradora del citado Fondo.



3. Sobre la protección de datos personales.



El derecho a la protección de datos personales encuentra fundamento jurídico en el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el cual establece que                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     “Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques”.   Es así como el derecho a la protección de datos personales se encuentra vinculado con el derecho a la intimidad como un límite al acceso de documentos de carácter privado y datos personales que se encuentran en custodia de las oficinas públicas y que encuentra tutela en el artículo 24 de la Constitución Política al indicar “Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones.  Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la República.” De este modo, las instituciones públicas tienen la obligación de garantizar la protección de la información de las personas usuarias y salvaguardar todos aquellos datos de carácter sensible.



	Por su parte, la Ley N° 8968 denominada “Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de Datos Personales”, regula el derecho de autodeterminación informativa, el cual corresponde a “una ampliación del derecho a la intimidad y que su protección surge a partir del desarrollo de mecanismos informáticos y tecnológicos globales que manejan bases de datos que contienen información de las personas.”[footnoteRef:4] [4:  Resolución Nº 00100-2015 de la Sección IV del Tribunal Contencioso Administrativo.
] 




Asimismo, la Sala Constitucional ha reconocido la existencia y vigencia de un derecho de los habitantes de la República al control y resguardo de sus datos personales. En ese sentido, mediante la resolución N° 1345-1998 de las once horas con treinta y seis minutos del veintisiete de febrero de mil novecientos noventa y ocho, dicho Tribunal Constitucional desarrolló lo siguiente: 



“El Derecho a la Intimidad implica reconocer y aceptar el derecho fundamental de toda persona física o jurídica a conocer lo que conste sobre ella, sus bienes o derechos en cualquier registro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecánica, electrónica o informatizada, sea público o privado; así como la finalidad a que esa información se destine y, en su caso, a que se rectifique, actualice, complemente o suprima, cuando el sujeto considera que la misma es incorrecta, inexacta o que implique discriminación. Lo mismo que a no ser utilizada o divulgada indebidamente y se respete su legítima confidencialidad. El fin de este derecho consiste en que cualquier persona tenga la posibilidad de defenderse contra calificaciones sospechosas incluidas en registros que sin darle derecho a rectificarlas o contradecirlas podrían llegar a causarle un grave perjuicio.” (El énfasis es suplido).



	De conformidad con lo anteriormente expuesto, la Administración Pública debe asegurar el respeto de la intimidad y la dignidad humana mediante un adecuado manejo de datos que consten en bases de datos, archivos, registros, o cualquier otro medio de resguardo de datos idóneo, en el entendido de que, toda persona tiene derecho a saber quién posee datos sobre ella, su contenido y su finalidad. [footnoteRef:5] [5:  Op. cit. En ese mismo sentido puede observarse el artículo 4 de la Ley N° 8968, el cual regula lo siguiente: “ARTÍCULO 4.- Autodeterminación informativa
Toda persona tiene derecho a la autodeterminación informativa, la cual abarca el conjunto de principios y garantías relativas al legítimo tratamiento de sus datos personales reconocidos en esta sección.
Se reconoce también la autodeterminación informativa como un derecho fundamental, con el objeto de controlar el flujo de informaciones que conciernen a cada persona, derivado del derecho a la privacidad, evitando que se propicien acciones discriminatorias.” (El énfasis es suplido). 
] 




 	Ahora bien, en lo que respecta a la presente solicitud de criterio sobre “si, desde la perspectiva legal, es posible remitir una copia a la JUNAFO, de la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios y constan sus datos personales como lo son sus teléfonos y otros, para que con esa información la Junta los localice e inicie la recuperación de los dineros o, si por el contrario, eso no es viable al estar protegidos los datos como información sensible.  De estar en presencia de esa condición, se solicita aclarar cuál información podría revelarse a la administración del Fondo para que puedan emprender acciones de recuperación como instancia competente”; al respecto, es necesario tener claro que los datos personales corresponden a “cualquier dato relativo a una persona física identificada o identificable”[footnoteRef:6] y ante el caso que nos ocupa, conforme a la naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo los datos personales que constan en la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios o herederos legítimos, son únicamente de interés para la Administración Pública y su titular; de manera que, cuando la persona mutualista fallece, los familiares se apersonan a la Dirección Ejecutiva y se procede a abrir el sobre lacrado donde consta la designación del beneficiario o beneficiarios (si los hubiera) y se elabora el acta de apertura. Posterior a ello, la persona beneficiaria o beneficiarias, o a falta de estos, los herederos legítimos declarados en firme, solicitan el giro del dinero y en ese momento la Dirección Ejecutiva debe realizar la resolución donde se ordena el pago. Dicha resolución contiene datos personales que hace identificable a la persona o personas beneficiarias, como lo es el nombre, la cédula, el número de cuenta bancaria donde se debe girar el dinero y el número de teléfono. Esa resolución es remitida al Macroproceso Financiero Contable, a la Dirección de Gestión Humana y a las personas beneficiarias, mediante notificaciones separadas [footnoteRef:7] y el Macroproceso Financiero Contable  procede a incluir los datos en el Sistema Contable para realizar el pago respectivo, lo que implica que, estos datos únicamente puedan ser tramitados a través de personas que se encuentran debidamente acreditadas por la Administración Pública mediante el acceso al sistema con perfiles especiales, en donde se debe insertar un usuario y una clave,[footnoteRef:8] lo que a todas luces genera a estas personas servidoras judiciales la obligación de guardar confidencialidad en el manejo de la información. En ese sentido, el Comité Jurídico Interamericano en fecha 9 de abril de 2021, aprobó los "Principios actualizados sobre la privacidad y la protección de datos personales", entre los que se encuentra el Principio V denominado "Confidencialidad", el cual establece que los datos personales no podrán divulgarse, ponerse a disposición de terceros ni utilizarse para fines distintos de los cuales fueron recopilados, excepto, cuando exista consentimiento de la persona en cuestión o bajo autoridad de la ley. [6:  Ver artículo 3, inciso b) de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales.]  [7:  Información suministrada por la Sra. Silvia Castro Chinchilla, Jefa del Sub Proceso Servicios Administrativos de la Dirección Ejecutiva, mediante comunicación personal el 18 de noviembre de 2022.]  [8:  Información suministrada por la MBA. Andrea Valerín Arroyo, Jefa del Subproceso de Egresos del Macroproceso Financiero Contable, mediante comunicación personal el 16 de noviembre de 2022.] 




Del mismo modo, la Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales, en su artículo 3, inciso f) desarrolla el deber de confidencialidad al indicar lo siguiente: “Deber de confidencialidad: obligación de los responsables de bases de datos, personal a su cargo y del personal de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (Prodhab), de guardar la confidencialidad con ocasión del ejercicio de las facultades dadas por esta ley, principalmente cuando se acceda a información sobre datos personales y sensibles. Esta obligación perdurará aun después de finalizada la relación con la base de datos.” Asimismo, el numeral 11 de ese mismo cuerpo normativo, establece la responsabilidad de quien intervenga en el tratamiento de datos personales e impone la obligación de guardar el secreto profesional o funcional, aun posterior a la finalización de su relación con la base de datos. Por su parte, el artículo 14 regula que, los responsables de las bases de datos únicamente podrán transferir la información cuando el titular del derecho así lo haya consentido y se realice sin la vulneración de los principios y derechos reconocidos en la ley.



De lo anterior se sustrae que, la información personal le compete únicamente a la persona dueña de la misma, por lo tanto, la Administración Pública tiene el deber de resguardarla y brindarle protección con base en un correcto manejo de la información a la que pueda tener acceso, esto debido a que el Estado funge como custodio. En este sentido, el derecho de autodeterminación informativa figura como un límite al derecho de acceso a la información, limitando el derecho de acceso a la información al consentimiento de la persona propietaria de la información.

Por otra parte, resulta importante considerar lo desarrollado en el artículo 40 del Reglamento a la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales relativo a la transferencia de datos personales, el cual indica lo siguiente:



“Artículo 40. Condiciones para la transferencia. La transferencia requerirá siempre el consentimiento inequívoco del titular. La transferencia implica la cesión de datos personales por parte, única y exclusivamente, del responsable que transfiere al responsable receptor de los datos personales. Dicha transferencia de datos personales requerirá siempre del consentimiento informado del titular, salvo disposición legal en contrario, asimismo que los datos a transferir hayan sido recabados o recolectados de forma lícita y según los criterios que la Ley y el presente Reglamento dispone. No se considera trasferencia el traslado de datos personales del responsable de una base de datos a un encargado, proveedor de servicios o intermediario tecnológico o las empresas del mismo grupo de interés económico.


Toda venta de datos del fichero o de la base de datos, parcial o total, deberá reunir los requerimientos establecidos en el párrafo anterior.”



En ese sentido, debe comprenderse que, la información podría compartirse siempre y cuando la persona titular de los datos consienta la cesión de sus datos, de lo contrario no podrá comunicarse información que contenga datos personales y sensibles a terceros; de manera que, legalmente no resulta viable remitir una copia de la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios o herederos legítimos del Fondo de Socorro Mutuo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado que la protección de datos personales es reserva de ley al estar consagrado en nuestra Carta Magna y en diversos cuerpos normativos nacionales como internacionales, debidamente ratificados por Costa Rica. En ese sentido, el artículo 19, inciso 1) de la Ley General de la Administración Pública indica que “El régimen jurídico de los derechos constitucionales estará reservado a la ley, sin perjuicio de los reglamentos ejecutivos correspondientes.”

 

1. Conclusiones.



De conformidad con lo dispuesto en los artículos 11, 24 y 74 de la Constitución Política; artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial; artículos 11, 19 inciso 1) y 59 inciso 1) de la Ley General de la Administración Pública; artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; artículo 3, inciso b) y f), 4, 11 y 14 de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales; artículo 40 del Reglamento a la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales relativo a la transferencia de datos personales; principio V del denominado “Principios actualizados sobre la privacidad y la protección de datos personales”; resoluciones de la Sala Constitucional N° 1345-1998 de las once horas con treinta y seis minutos del veintisiete de febrero de mil novecientos noventa y ocho y Nº 05033-97 de las catorce horas con nueve minutos del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y siete; resolución Nº 00100-2015 de la Sección IV del Tribunal Contencioso Administrativo y resolución de la Sala Segunda Nº 2002-583 del veinte de noviembre del dos mil dos, se concluye lo siguiente:



1. La naturaleza del Fondo de Socorro Mutuo del Poder Judicial es otorgar una protección adicional al beneficiario o beneficiarios designados, o, a falta de ello, a los herederos legítimos, así declarados en firme, frente a los riesgos derivados del fallecimiento del mutualista; de manera que, el citado Fondo, encuentra sustento jurídico en el principio cristiano de justicia y solidaridad social, desarrollado en el artículo 74 de la Constitución Política; entendiéndose que tiene una finalidad determinada de protección y beneficio social.



2. Los montos a recuperar por concepto de sumas giradas de más que corresponden al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conciernen a deudas personales que deben ser cobradas mediante el un proceso sucesorio, debiendo apersonarse la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones como parte acreedora. 



3. Según dispone la Ley General de la Administración Pública en el artículo 59, inciso 1, la competencia será regulada por la ley; es decir, la competencia es reserva de ley; en otras palabras, sólo por ley puede establecerse. Asimismo, la Administración Pública se encuentra sometida al Principio de Legalidad Administrativa regulado en los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública. En ese sentido, se debe comprender que, la Administración deberá actuar conforme a lo establecido en el ordenamiento jurídico.



4. La información personal le compete únicamente a la persona dueña de la misma, por lo tanto, la Administración Pública tiene el deber de resguardarla y brindarle protección con base en un correcto manejo de la información a la que pueda tener acceso, esto debido a que el Estado funge como custodio y tiene la obligación de asegurar el respeto de la intimidad y la dignidad humana.



5. Los datos personales que constan en la resolución donde se ordena el pago a favor de los beneficiarios o herederos legítimos del Fondo de Socorro Mutuo, son únicamente de interés para la Administración Pública y su titular; además, contiene datos personales que no podrán divulgarse, ponerse a disposición de terceros ni utilizarse para fines distintos de los cuales fueron recopilados, excepto, cuando la persona titular de los datos consienta la cesión de sus datos, o bien, por disposición de autoridad judicial competente.



De esta manera se deja evacuada la solicitud de criterio al respecto.





 Advertencias:



•	Se les recuerda a los requirentes que los criterios de la Dirección Jurídica no son vinculantes.



•	El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.   



•	El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 2277-DE-2022, del 8 de julio del 2022. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  



•	Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.



•	No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.



· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.





[bookmark: _Hlk96065376]Atentamente, 





                                           





		Elaborado por:

Licda. Fabiola Ríos Cerdas

Asesora Jurídica a. i.

		Revisado por:

Licda. Silvia Elena Calvo Solano

Jefa a. i. Área Análisis Jurídico

		Autorizado por:

M. Sc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo

Director Jurídico a. i.
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Cuadro N° 1
Ingresos y Egresos del grupo familiar
previo al mes de julio 2023.

Tngresos Mensuales Egresos Mensuales
Jubilacion | ¢1,600.000.00 Alimentacion ¢ 460,000.00
Alquiler ¢ 450,000.00 Servicios publicos de agua|¢ 247,939.000
potable y luz eléctrica
‘Alquiler cash ¢ 180,000.00
Gasolina y mantenimiento ¢ 130,000 00
vehiculo
Impuestos municipales §20,000.00
Recreacion y ofros ¢ 181,000.00
Pension Josué ¢ 450,000.00
Gastos varios $50,000.00
Total ¢ 2,050.000.000 ¢ 1.718.939.00

Fuente: Elaboracion propia a partir de a informacion constatada con recibos, constancias y facturas
aportadas por la persona referida.
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[image: ]                    Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

San José, 21 de febrero de 2024

N° 1492-2024

Al contestar refiérase a este # de oficio al correo (secrecorte@poder-judicial.go.cr)





Señor

Dr. Juan Carlos Segura Solís, Presidente

Junta Administradora Fondo de Jubilaciones

y Pensiones Poder Judicial



Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 08-2024 celebrada el 01 de febrero de 2024, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc157756358]“ARTÍCULO XLII  



Documento N° 692-2024



La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 051-2023 celebrada el 13 de diciembre de 2023, artículo XVI, conoció lo que literalmente dice:



[bookmark: _Toc152861008][bookmark: _Toc152920800]“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2023 del 09 de noviembre de 2023, artículo XXVI, remitido en oficio N° 10860-2023, cuya parte dispositiva literalmente dice:



“(…)



Una vez analizada y discutida la gestión anterior, se acordó: Devolver el oficio N° 0803-JUNAFO-2023 del 01 de noviembre de 2023, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con la finalidad de que aclare y amplíe a este Consejo en qué sentido solicitan la ampliación de la póliza indicada”.



- 0 -



A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.







Manifestaciones:



El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Es difícil cuando uno lee todo el acuerdo que tomamos en aquel momento, todas las disposiciones y que venga esta consulta del Consejo Superior, es difícil de asimilar porque creo que la intención en el momento y lo que ocurrió con los dos compañeros en Desamparados uno con el fallecimiento y el otro con… ayer me conmovió mucho ver el muchacho en la silla de ruedas, ahí en el teatro, con el 50 aniversario, creo que es relevante.



Entonces aquí lo que me parece es que la respuesta debería ir dirigida en términos de ampliar la cobertura económica para las personas que fallecen en cumplimiento de su deber. Esa fue la intención de esta Junta a manera de recomendación porque no es potestad nuestra, es potestad del Consejo Superior y de Corte Plena para que puedan suscribir una póliza mucho más fuerte con el Instituto Nacional de Seguros, por lo menos esa fue o en mi memoria está que esa fue la intención de esta Junta Administradora, entonces para no entrar uno en mucha cosa ahí, lo que haría es entrar por esa parte, de que es que amplíen esas coberturas.



Hay maneras de hacerlo con el Instituto Nacional de Seguros – INS, pero eso es un resorte propio del Consejo Superior a través de la Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana y demás equipo que tienen ahí, no dudo que los compañeros del Organismo de Investigación Judicial - OIJ puedan participar de eso.



Pero sí me resultó de verdad, donde leí este acuerdo del Consejo Superior hasta contraproducente entre lo que nosotros dijimos todo el acuerdo, lo que se dice, la intención que hay y que nos vengan a decir, o sea ¿qué queremos?, no es que nosotros le estamos solicitando como parte de la familia judicial, donde hay personas activas cotizando y que desgraciadamente, como personas que tienen menos de los 10 años, que algo más los cubra porque las urgencias familiares son N, aquí uno no podría decir que son 10 ni 20, es N, no sabemos cuántas tiene.



Entonces yo por lo menos, propondría que vaya dirigido en ese sentido en ampliar la cobertura económica para las personas que fallecen en cumplimiento de su deber”.



En relación con lo anterior, el integrante Arroyo Guzmán, indicó por medio del chat de la sesión literalmente lo siguiente:



“Me parece que la respuesta debe ir dirigida en términos de “Ampliar la cobertura económica para las personas que fallecen en el cumplimiento de su debe., esa fue la intención de esta Junta, a manera de recomendación, ante lo que ha venido ocurriendo en el país, donde, las personas que laboran en el PJ, y tienen menos del período establecido por la ley, no le cubre el FPJPJ”.



- 0 -



El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Si están de acuerdo, entonces tomamos nuestro el acuerdo que…”.



El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Perdón don Juan Carlos, es que yo el otro día también cuando se ha hablado de esto, es que se habla de cumplimiento del deber versus OIJ y yo quiero que esto se establezca en términos generales, que las personas que mueren en funciones de su labor y que se amplíen esos términos, porque me acuerdo de la muchacha que fue al baño y le dio un infarto y murió ahí en el baño, entonces que si esto lo podemos ampliar en términos generales, esa es mi propuesta para ese sentido. Gracias”.



El integrante presidente Segura Solís, señala: “Yo no veo ningún inconveniente”.



El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Correcto, totalmente de acuerdo”.



Se acuerda: Una vez conocido lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2023 del 09 de noviembre de 2023, artículo XXVI, remitido en oficio N° 10860-2023, esta Junta dispone: Aclararle al Consejo Superior que la intención de lo indicado por este órgano colegiado en sesión N° 043-2023 del 17 de octubre de 2023, artículo XXVI, comunicado mediante oficio N° 0803-JUNAFO-2023 del 01 de noviembre de 2023, es en los términos de que tanto Corte Plena como el Consejo Superior valoren la ampliación de la cobertura económica asignada a las personas servidoras judiciales que fallecen en cumplimiento de sus labores. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.”



-0-



Manifiesta el presidente Aguirre Gómez, lo siguiente: “Ya eso había venido aquí porque lo que ellos nos están pidiendo es que aumentemos la cobertura que actualmente existe, que es la del Código de Trabajo, sería la de riesgos, que la mejoremos, eso es lo que ellos están pidiendo.



Le hemos pedido una aclaración, precisamente, porque ellos hacen, digamos, una mezcla un poco de las situaciones con, incluso nos vienen hablando de que dependiendo del tiempo en que hayan trabajado y que fallecen o sufren una lesión, no tienen derecho a una jubilación y le habíamos pedido una aclaración y ahora incluso el señor Arroyo, se puso molesto allí porque considera contraproducente. 



Claro, la situación es la siguiente, nosotros no podemos mejorar el tema de los riesgos de trabajo, porque es un sistema que está establecido por ley en forma universal para todos los trabajadores y por ley está a cargo del Instituto Nacional de Seguros y además está fundamentado como parte de las relaciones individuales de trabajo, y tome en cuenta, obviamente, que o impune una obligación para la parte empleadora de cubrir un monto, hacer enfrente una cobertura para pagar ese riesgo de trabajo tal y como está establecido la ley, es un derecho que tiene el trabajador, es una obligación que tenemos todos los empleadores de pagar ese riesgo.



Ahora sí, efectivamente debe haber existir la posibilidad de pagar una alguna póliza adicional o aparte de riesgos por muerte, eso, pues habría que negociarlo con el Instituto, yo no sé cuánto costaría una póliza para todos los empleados, sería para todos los empleados, me parece entender, del acuerdo de la junta, no está muy claro en ese sentido, pero, bueno, habría que hacerse un estudio, en ese sentido, para todos los investigadores de primer ingreso que fallezcan en cumplimiento de su deber antes de adquirir la posibilidad de un derecho jubilatorio, porque eso es lo que ha pasado, que muchas personas muy nuevos no tienen derecho a jubilación y se quedan con el riesgo de trabajo, que lo que están pretendiendo es darle algo por encima del riesgo de trabajo, pero eso es lo que está.



Bueno, eso tiene un costo, yo no sé cuál sería el costo, cuál sería la figura, habría que estudiarlo, eso sería para los policías que fallecen, bueno, y para todos los funcionarios, los jueces que van a hacer allanamientos, los fiscales, los defensores, todos, no podría ser solo para los policías, sino para todas las personas en cumplimiento de su trabajo.



Seguidamente, la integrante Pizarro Gutiérrez, agregó lo siguiente: “Entiendo que ellos lo hacen, pero para los funcionarios que no cumplen, creo que son cinco o diez años de servicio, que no les cubre, sí, exactamente, que es para ese grupo reducido, digamos, no es para abierto para todos, sino que para estas personas, porque yo creo que no les cubre nada, y sí, mantener el control de quiénes están en esas condiciones.



Posteriormente, el presidente Aguirre Gómez, indicó lo siguiente: “A mí la idea en sí no me parece mala, yo recuerdo una vez un caso de una persona que sí, que efectivamente, aún más hay uno que falleció estando en las pruebas, en los entrenamientos, se fue al río y no tenía derecho a pensión, obviamente, pero sí es un riesgo de trabajo, aunque estuviera comenzando, el riesgo algo cubre.



Se acordó: Indicar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que este Consejo, no puede ampliar la cobertura económica en las pólizas de los riesgos de trabajo, porque es un sistema que está establecido por ley en forma universal para todos los trabajadores, cuya administración se le confirió al Instituto Nacional de Seguros y además se distingue como parte de las relaciones individuales de trabajo.”





Atentamente, 









Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario General

Secretaría General de la Corte









 

Cc:

Diligencias / Refs: (12002-2023 / 692-2024) 

pcastros





Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José



1

image1.png








image5.emf
N° 1607-2024.docx


N° 1607-2024.docx




                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 22 de febrero de 2024

N° 1607-2024

Al contestar refiérase a este # de oficio al correo (secrecorte@poder-judicial.go.cr)







Señora

MBA. Roxana Arrieta Meléndez 

Directora interina de Gestión Humana

	

Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 14-2024 celebrada el 21 de febrero de 2024, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc159417216]“ARTÍCULO XXXII 



Documento N° 1533-2024



	La licenciada Annie Ramírez Solano, Prosecretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0102-JUNAFO-2024 del 14 de febrero de 2024, remite el acuerdo tomado por la citada Junta, en sesión N° 008-2024 celebrada el 13 de febrero de 2024, artículo IX, que dice:



[bookmark: _Hlk158309857][bookmark: _Hlk157091516]“Conoce esta Junta Administradora, la convocatoria realizada por la señora Gina Magnolia Riaño Barón, secretaria general de la Comisión Directiva de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social - OISS, mediante correo electrónico del 31 de enero del 2024, dirigido al doctor Juan Carlos Segura Solís, en su cargo de Presidente de este órgano colegiado, a la reunión de la Comisión Directiva así como al Seminario Iberoamericano: “Cómo ampliar la cobertura de seguridad social a colectivos de difícil inclusión: Legislación y buenas prácticas para la afiliación de jóvenes en Iberoamérica”, los cuales se llevarán a cabo los días 19 y 20 de marzo en San Salvador (El Salvador).



Por otro lado, mediante correo electrónico del 7 de febrero, remiten convocatoria al “IV Curso: La Buena Gestión en la Seguridad Social”, mismo que se llevará a cabo en dos fases: la primera fase dará inicio el 29 de febrero y finalizará el 17 de abril de 2024, será de forma virtual y no tendrá costo alguno; la segunda fase es optativa, de forma presencial y corresponde a la participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social que tendrá lugar en Madrid, España del 6 al 10 de mayo de 2024, esta última no tendrá costo de matrícula. La postulación a este curso deberá realizarse antes del 15 de febrero de 2024.



A continuación, se adjuntan los archivos que contienen la información detallada de las citadas convocatorias y las actividades a realizarse.



[image: ][image: ][image: ][image: ]



Manifestaciones:



El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Esto es importante mencionarlo porque hay que recordar que el año pasado se había hecho la solicitud por parte de este cuerpo colegiado para que integráramos el organismo de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social – OISS, este organismo se caracteriza por unir prácticamente, a todo lo que son las entidades encargadas de administrar fondos de pensiones a lo largo y ancho de toda América Latina y de España.



Básicamente, este organismo se dedica y se enfoca en muchos casos a brindar temas de capacitación, charlas, conferencias y demás, sobre estos temas relacionados con la seguridad social y particularmente nos están llegando dos invitaciones para seminarios que se estarán impartiendo en los próximos meses.



El primero es el Curso de la Buena Gestión en Seguridad Social se llevará a cabo en dos fases, la primera dará inicio el 29 de febrero y finalizará el 17 de abril del 2024, de forma virtual, no tendrá costo alguno. La segunda fase es optativa de forma presencial y corresponde a la participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social, que tendrá lugar en Madrid, España, del 6 al 10 de mayo, esta última no tendrá costo de matrícula. La postulación de este curso debe realizarse antes del 15 de febrero, entonces estamos un poco sobre tiempo para poder realizarlo, pero vean que este organismo, el enfoque que brinda es orientado precisamente a temas relacionados con la buena gestión de organizaciones que se dedican a la administración de una seguridad social.



Acá, incluso dentro de los planes de capacitación que tenemos a futuro, recordar que ellos tienen unos convenios con la Universidad de Navarra, si no mal recuerdo, donde se brindan algunas maestrías enfocadas específicamente a temas relacionados con la gestión de un fondo de pensiones. 



[bookmark: _Hlk158806155]Esta es la primera invitación que nos llega y la del Salvador donde se invita en este caso a don Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente a la reunión de la Comisión Directiva, así como al Seminario Iberoamericano: “Cómo ampliar la cobertura de seguridad social a colectivos de difícil inclusión: Legislación y buenas prácticas para la afiliación de jóvenes en Iberoamérica”, los cuales se llevarán a cabo los días 19 y 20 de marzo en San Salvador, El Salvador.



Esta es primera ocasión, en este caso de esta nueva Comisión, y hacen una invitación directa, en este caso a don Juan Carlos, en su calidad de Presidente para que asista o para que represente en este caso a este órgano.



Ambas invitaciones, eso es importante mencionarlo, nos están llegando hace aproximadamente una semana, no es como que tengamos hace mucho tiempo esta situación e implicarían la autorización y la cancelación de viáticos internacionales, cosa que hasta ahorita no hemos ejecutado, pero para que ustedes valoren eventualmente si consideran oportuna la participación de algún representante en ambas gestiones.



Recordar, nada más como comercial, en la OISS se encuentra incluida o matriculada prácticamente todo el ecosistema de los sistemas de pensiones de Costa Rica, la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, Junta de Pensiones del Magisterio Nacional - JUPEMA, la misma Caja Costarricense de Seguro Social - CCSS, se encuentran como integrantes de este organismo internacional y es común que estas instancias también participen en ese tipo de programas o tipo de capacitaciones y charlas. No sé si tienen alguna consulta, con muchísimo gusto”.



El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “Estaba pensando que en calidad de Presidente me apetece ir al de Madrid y que don Rodrigo fuera al del Salvador como Vicepresidente, si los compañeros están de acuerdo. ¿Cuáles son los viáticos que cubren?”.



El máster Mora Valdez, responde: “De acuerdo con la tabla de la Contraloría General de la República, que es la que tendríamos que estar aplicando, se cubren los viáticos que sería el transporte y un estipendio diario que dependiendo del país así varía. En el caso particular, lo que habíamos revisado, España son $252 (doscientos cincuenta y dos dólares) por día, eso incluye alimentación, hospedaje y todo. El Salvador no lo hemos visto todavía”.



El integrante presidente Segura Solís, comenta: “O almuerzo o ceno. Porque sí, al bajarlo a euros…”.



El máster Mora Valdez, señala: “Sí son como cuatro días en España y el costo de los tiquetes independientemente del costo”.



El integrante presidente Segura Solís, expresa: “No, es una semana, ¿pero los tiquetes sí los cubre?”.



El máster Mora Valdez, responde: “Sí, los tiquetes los cubre”.



La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, señala: “Los cubriríamos nosotros”.



El máster Mora Valdez, agrega: “La persona no tiene que cubrir eso, lo que tiene que cubrir es el excedente en caso, como dice don Juan Carlos, si no alcanza para el almuerzo o la cena, eso sí habría que verlo. Nosotros nos encargaríamos de hacer eso.



Sí ustedes tienen a bien y si deciden aprobar esto quiero hacer nada más una aclaración que ahorita doña Ingrid me está recordando, en el presupuesto nosotros metimos recursos para el periodo 2025, para el período 2024 estamos con el presupuesto extraordinario para poder meterlo, vamos a hacer todas las instancias administrativas necesarias para poder conseguir los recursos prestados con otras dependencias para que puedan participar, pero sí necesitamos, confirmaríamos a la brevedad. 



En el de don Juan Carlos por el tiempo no veo ningún inconveniente, pero para el de El Salvador, en el que estaría participando don Rodrigo sí estamos un poquito encima con las fechas, nada más como para, si a ustedes les parece bien aprobarlo y nosotros inmediatamente nos abocamos a conseguir los recursos y hacer toda la tramitología”.



El integrante presidente Segura Solís, indica: “Lo someto a votación.”.



El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, consulta: “La fuente del recurso sería el 5x1000”.



El máster Mora Valdez asiente.



El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Faltan elementos para poder aprobarlo, nada más que ¿cuánto es el costo total del evento?, eso sería importante. Pero sí aprovechando la ocasión para justificar mi voto porque esto podría traer algunas situaciones especiales, ustedes saben que lo monitorean a cada rato.



Hace poco hicimos una evaluación del desempeño de directores e integrantes de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y uno de los aspectos importantes ahí que particularmente yo noté, fue el refrescamiento en capacitaciones y tratándose de que es a nivel internacional hay organizaciones mundiales que están muy adelante con esto, con el tema de jubilaciones y pensiones. De tal forma que es una oportunidad importante para poder aplicar y tener la oportunidad de que sea representado, por los compañeros que se indicaron anteriormente Presidente y Vicepresidente, para poder sacar un beneficio al respecto desde el punto de vista de información fresca y pronta.



Lo que sí pediría es que después existiera una realimentación de la participación de las personas involucradas para poder tener también aquí esos temas de actualidad tan importantes, yo estaría de acuerdo”.



El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “De acuerdo únicamente motivar un poquito el voto, sí considero al igual que don Parris que es necesario la capacitación y estar al día con estos temas, pero sí lamento un poquito que la invitación sea tan a destiempo, hay muy poco plazo para estimar costos y ver también un poquito esos detallitos que no los vamos a poder contemplar, pero estoy de acuerdo”.



El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, señala: “De acuerdo”.



El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “De acuerdo, nada más me queda la duda la primera parte que habla del curso porque hay 14 módulos del 29 de febrero al 15 de abril”.



El integrante presidente Segura Solís, señala: “Ese es el mío, el de Madrid. En El Salvador es una charla de dos días”.



El integrante Arroyo Guzmán, indica: “Okey listo, muchas gracias”.



El máster Mora Valdez, comenta: “Nada más para cerrarlo don Juan Carlos, el Reglamento nos pide específicamente que el acuerdo quede estructurado de una forma, entonces nada más como para que quede en la grabación.



[bookmark: _Hlk158803529][bookmark: _Hlk158854461]Nombre del funcionario autorizado, en este caso, don Juan Carlos Segura Solis y don Rodrigo Arroyo Guzmán; cargo que desempeña el servidor: Presidente y Vicepresidente respectivamente; países a viajar, en este caso, España para don Juan Carlos; El Salvador para don Rodrigo, periodo del viaje: los establecidos en la fecha, que sería en mayo para don Juan Carlos y en el mes de marzo para don Rodrigo; objetivo del viaje: la participación en los seminarios y los programas convocados por parte de la Organización Internacional de Seguridad Social; monto desglosado de las sumas adelantadas para su respectivo concepto, de acuerdo a la tabla que les compartí, ahí está establecido cuánto es diario por cada persona y el costo del tiquete aéreo respectivo. Gastos conexos autorizados, en este caso entendería que únicamente lo que está en la tabla, solamente el viático no se está autorizando compra de material académico o situaciones de esa naturaleza y tampoco que más adelante se puede valorar, pero ahorita no quedaría ningún otro gasto autorizado.



Entonces esos elementos que queden así establecidos porque así me lo piden el artículo 31 del Reglamento de viáticos en el exterior, nada más para que cuando lo redactemos quede en esta forma, si no hay ningún inconveniente de parte de sus personas”.



El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, consulta: “Don Juan Carlos, ¿va a pedir permiso al Consejo Superior?, tiene que quedar en el acuerdo”.



El integrante presidente Segura Solís, aduce: “Sí, y si no me lo dan pido vacaciones”.



Se acuerda:         Una vez conocido y discutido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la participación del doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente de la JUNAFO, en el “IV Curso: La Buena Gestión en la Seguridad Social”, mismo que se llevará a cabo en dos fases: la primera fase iniciará el 29 de febrero y finalizará el 17 de abril de 2024, de forma virtual y sin costo alguno; la segunda fase se realizará de forma presencial y corresponde a la participación en la Semana Iberoamericana de la Buena Gestión en la Seguridad Social que tendrá lugar en Madrid, España, del 6 al 10 de mayo del 2024. 2.) Aprobar la participación del máster Rodrigo Arroyo Guzmán, en calidad de Vicepresidente de la JUNAFO y como representante de este órgano colegiado, en la reunión de la Comisión Directiva, así como en el Seminario Iberoamericano: “Cómo ampliar la cobertura de seguridad social a colectivos de difícil inclusión: Legislación y buenas prácticas para la afiliación de jóvenes en Iberoamérica”, los cuales se llevarán a cabo los días 19 y 20 de marzo en San Salvador, El Salvador. 3.) De acuerdo con lo estipulado en el “Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos” de la Contraloría General de la República, se aprueba la cancelación por concepto de viáticos en el exterior para sufragar gastos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores, por la suma de $247 diarios en el caso del doctor Segura Solís y $196 diarios para el máster Arroyo Guzmán. Así como la cancelación de los respectivos tiquetes aéreos. 4.) Se aclara que ambas convocatorias fueron remidas por parte de la Organización Internacional de Seguridad Social y se aprueban con el objetivo de proporcionar a los miembros de este órgano colegiado, conocimientos y herramientas básicas en el ámbito de la seguridad social y de los nuevos desafíos en materia de comunicación y digitalización para mejora en la calidad de la gestión para las instituciones de Iberoamérica. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo. 6.) Solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial, se conceda permiso con goce de salario y sustitución al doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente de este órgano colegiado, debido a la aprobación de esta Junta Administradora para participar en la actividad detallada en el inciso 1 de este acuerdo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.”



-0-



	Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que indique a este Consejo si existen recursos presupuestarios para hacerle frente a sustitución del doctor Juan Carlos Segura Solís, durante el período del 6 al 10 de mayo del 2024. Se declara acuerdo firme.”





Atentamente, 









Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario General

Secretaría General de la Corte
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Plantea usted la posibilidad de modificar el articulo 231 y
eliminar la frase: "instituciones pGblicas estatales", en vez de
"cualquiera que sea el nGmero de afios servidos en el Poder
Judicial", para que se lea: "debiendo haber servido al Poder
Judicial los Gltimos cinco afios".

Pareciera que este planteamiento suyo resulta razonable. Se
quiso reconocer dentro del Poder Judicial, la posibilidad de que
llegaran a éste personas que podrian trabajar cualquier nGmero de
afios fuera del Poder Judicial y llegar ahi a jubilarse.

Desde luego que aplicéndo un criterio de proteccién a los
fondos del sistema propio del Poder Judicial, su inquietud resulta
la mas convenlente, porque en este caso, se exige que al menos se
haya trabajado cinco afios en el Poder Judicial.

Con eso se trata de evitar lo que en algunos casos ha
ocurrido, que una persona que no esta en determinado fondo, con
pocos mese de permanecer en &l logre jubilarse en el Fondo.

Personalmente, creo que la mocidn es pertinente.
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q solicitud JUNAFO.pdf
Junta de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial
Doctor Juan Carlos Segura Solis

Presidente y demas integrantes de la Junta.

Estimados senores:

el suscrito Dr. Olman Gerardo Ugalde Gonzalez, persona no vidente, Juez del
Juzgado de Seguridad Social y Magistrado Suplente de la Sala Segunda de la Corte

Suprema de Justicia, respetuosamente les saludo y expongo mi situacion:

En virtud que el Consejo Superior en la sesion 078-2018 del 04 de setiembre de
2018, articulo LXXXVIII, me reconocié “para efectos de anualidades y jubilacion...
30 afios, 4 meses y 28 dias laborados Banco Central de Costa Rica, a partir del 28
de setiembre de 2016”. Y me establecid la obligacion de laborar al menos cinco afios
para el Poder Judicial. Plazo que se cumplio el 16 de julio 2021. Ademas me dispuso
que deberia cancelar al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial la suma de ciento
treinta y seis millones doscientos veinticinco mil doscientos treinta colones con
setenta y ocho céntimos (¢ 136 225 230.78). Lo que se ha venido haciendo y
cancelando desde el momento del reconocimiento a la fecha mediante deducciones
de planilla del diez por ciento de mis salarios, de las dietas como magistrado
Suplente de la Sala Segunda y de mis anualidades—. Adiciono que el acuerdo 078-
2018 del 04 de setiembre de 2018 suscrito entre este servidor y el Consejo Superior
a la fecha se encuentra firme. Adiciono a hoy este servidor cuenta con mas de treinta
y ocho afios de laborar para el Estado ya que ingrese a laborar al Banco Central de
Costa Rica, el 23 de diciembre de 1985 y a la fecha cuento sesenta afios de edad.
Complemento debido a que el adeudo con el fondo de Jubilaciones es un monto

bastante alto pece a lo que hasta el dia de hoy he cancelado. En razén de ello





requiero efectuar un crédito bancario que me permita cancelar en su totalidad dicho

adeudo.

En virtud de lo expuesto respetuosamente me apersono ante sus autoridades, a
solicitarles favor proceder a requerir a la Caja Costarricense de Seguro Social
efectue el traslado de los montos de mis cotizaciones por las cotizaciones de obrero,
patronal y estatal. y con tal aporte, adicionando los importes que he realizado
durante el periodo laborado para el Poder Judicial —correspondiente a la deduccion
del diez por ciento de mis salarios, de las dietas como magistrado Suplente de la
Sala Segunda y de mis anualidades—, se proceda a precisar en definitivo a cuantos
millones asciende la deuda que me quedaria cancelarle al Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial. Tomando en consideracién para ello que el Consejo
Superior me establecid que deberia cancelar ciento treinta y seis millones
doscientos veinticinco mil doscientos treinta colones con setenta y ocho céntimos
(¢ 136 225 230.78), de los cuales durante estos casi ocho afos, ya se han
amortizado varios millones. Por esa razdn requiero se me precise el monto total que
adeudo y deberé cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Esto una vez aplicado lo cotizado por mi persona, el patrono y el Estado. Ademas e
de adicionar a mi favor que el acuerdo de la JUNAFO asumido en sesién Numero
25-2021 del 14 de junio del 2021, al igual que el suscrito con el Consejo Superior, a
la fecha se encuentran firmes. Rememoro en el acuerdo tomado en la sesién
Numero 25-2021 del 14 de junio del 2021, en donde en el articulo IV por parte de
esa Junta Administradora acordo para lo que interesa por unanimidad: ...”2.) Acoger
parcialmente el recurso de reconsideracion en cuanto a que efectivamente le aplican
los preceptos de la Ley Organica anterior (7333), por lo que al cumplir con los 5
afios de laborar de forma continua podra acceder a dichos beneficios.”... E de
recordar que este acuerdo se encuentra firme. Ya que desde que la JUNAFO,
asumio el acuerdo en referencia han transcurrido dos afnos ocho meses y siete dias.
Y segun determiné la Division Juridica este acuerdo se encuentra caduco. Conforme
regula la Ley General de la Administracion Publica en el Articulo 173. . Ademas,
tomando en consideracion que el procedimiento administrativo que se acordo por la

JUNAFO a las once horas dieciséis minutos del veintisiete de octubre de dos mil





veintiuno, y que me fue notificado el 1 de noviembre 2021 nunca se llevo acabo.
Dicho procedimiento administrativo tenia por finalidad valorar la posible nulidad
evidente y manifiesta del acuerdo adoptado por esa Junta Administradora en sesion
N° 25-2021, celebrada el 14 de junio de 2021. Para tales efectos en aquella ocasién
se me notifico: “Comunicar al servidor judicial Olman Gerardo Ugalde Gonzalez, que
con base en el criterio DJ-C-565-2021 emitido por la Direccién Juridica, se procede
a iniciar el procedimiento administrativo para investigar una posible nulidad evidente
y manifiesta del acuerdo adoptado por esta Junta Administradora en sesion N° 25-
2021 de la sesién celebrada el 14 de junio de 2021,”. Y ademas, se me hacia saber:
“para tal efecto, se procede a nombrar como érgano director del procedimiento al
licenciado Fernando Lara Gamboa.”. Dado a lo indicado y apreciando que desde
que se me comunicé el nombramiento del Organo Director, han transcurrido dos
afos tres meses y veintiun dias. Motivo por el cual El acuerdo que se pretendia
revisar adquirid firmeza. Agrego a requerimiento de esa Junta Administradora la
Direccion Juridica en Documento N° 1266-2021 el master Rodrigo Alberto Campos
Hidalgo, Director Juridico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en
Derecho 3B, en oficio N° DJ-C-565-2021 de 5 de octubre de 2021, dictaminaron de
importancia para lo que interesa: I.- ANTECEDENTES. — ... “b. En la sesion 078-
2018 del 04 de setiembre de 2018, articulo LXXXVIII, el Consejo Superior del Poder
Judicial reconocié al sefior Ugalde Gonzalez “para efectos de anualidades y
jubilacién... 30 afios, 4 meses y 28 dias laborados Banco Central de Costa Rica, a
partir del 28 de setiembre de 2016” (sic). En esa ocasion se ordeno el reintegro de
ciento treinta y seis millones doscientos veinticinco mil doscientos treinta colones
con setenta y ocho céntimos (¢ 136 225 230.78) al FJP en virtud de que lo cotizado
por el interesado y el Estado no alcanzaba el monto correspondiente establecido
para el FJP. Lo adeudado se cancelaria mediante deducciones de un diez por ciento
(10%) del salario bruto mensual del funcionario y deberian ser cancelados en su
totalidad al momento en que solicitare el acogimiento a la jubilacién de acuerdo con
lo ordenado en la sesién numero 16-16 del 18 de febrero del 2016, articulo XX, de
ese mismo érgano superior administrativo. E de enfatizar que la Direccién Juridica
en su oficio N° DJ-C-565-2021 de 5 de octubre de 2021, en su criterio juridico,





dictamina de importancia para lo que interesa: ..."de los acuerdos tomados en las
tres sesiones referidas, es dable observar el segundo, el de la reconsideracion pues
entiende esta Unidad Asesora que implica un acto favorable al administrado. Desde
ese panorama es menester indicar, como regla general la administracion publica no
puede anular un acto declaratorio de derechos o favorable al administrado; pero,
como excepcion y en virtud del principio de autotutela administrativa, bien podria
revertir aquellos actos administrativos favorables, “segun corresponda en atencién
del grado de disconformidad sustancial con el ordenamiento juridico que contenga,
ya sea a través del instituto de la lesividad, en caso de nulidades absolutas
(numerales 183.1 de la Ley General de la Administracion Publica, 10 inciso 5) y 34
del Cédigo Procesal Contencioso Administrativo) o bien, de manera excepcional, de
la potestad anulatoria administrativa, en caso de nulidades absolutas, evidentes y
manifiestas (articulo 173 de la citada Ley General); procedimientos diferenciados
que deberan de seguirse con estricto respeto del principio constitucional de
intangibilidad de los actos propios y siempre dentro del plazo de caducidad previsto
por el ordenamiento (articulos 173.4 de la citada Ley General y 34.1 del Cédigo
Procesal Contencioso Administrativo ).” (Dictamen C-003-2010 del 11 de enero de
2010 de la Procuraduria General de la Republica”. Para finalizar Traigo a colacion
un antecedente similar al del suscrito cuando EI Consejo Superior, en sesién N° “16-
2016 celebrada el 18 de febrero de 2016, articulo XX, se acogio la recomendacién
de reconocer al licenciado XXX 35 afios, 5 meses y 19 dias de servicio para efectos

de anualidades y jubilacion, para lo cual debera cancelar al fondo la suma de...

En virtud de todo lo explicado respetuosamente peticiono:

1.- Con la finalidad de conocer la suma real que adeudo por las diferencias de
cotizacion y el verdadero monto que deberé cancelar al Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial. Una vez aplicado lo cotizado por mi persona, el
patrono y el Estado. Requiero: Conforme se establece en el Articulo 231 de la Ley
Organica del Poder Judicial modificada 7333. A la brevedad se proceda a solicitar a

la Caja Costarricense de Seguro Social efectue el traslado de los montos de mis





cotizaciones por las cotizaciones de obrero, patronal y estatal. y con tal informacion,
aunado a los importes que he realizado durante el periodo laborado para el Poder
Judicial —correspondiente a la deduccion del diez por ciento de mis salarios, de las
dietas como magistrado Suplente de la Sala Segunda y de mis anualidades—, se me
proceda a fijar en definitivo a cuanto asciende la deuda que me corresponde
cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Para cumplir con

tal compromiso.

Ruego resolver conforme a Derecho.

San José, 21 de febrero 2024.

Dr. Olman Gerardo Ugalde Gonzalez Persona no-vidente

Magistrado Suplente de la Sala Segunda,

Juez del Juzgado de Seguridad Social del | Circuito Judicial de San José.

Celular: 8887-4763

Para notificaciones, sefialo el correo institucional: ougaldego@poder-judicial.go.cr

Esta misiva se rubrica con firma digital.
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		San José, Costa Rica

		Soy el autor de este documento
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Señor

Juan Carlos Segura Solís, jseguras@poder-judicial.go.cr, Presidente

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:



Dadas las potestades del artículo 36 de la Ley 7523, “Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio[footnoteRef:1]” esta Superintendencia informa el resultado preliminar del estudio comunicado en el oficio SP-321-2023 del 13 de marzo de 2023, cuyo propósito corresponde a la revisión de: los beneficios por vejez otorgados durante el transitorio establecido por la Ley 9544 y  [1:   Reformado según Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador  ] 


los beneficios aprobados por la JUNAFO desde que asumió la administración del fondo a los sobrevivientes, cuyo causante corresponda a un exmagistrado(a); siendo este último tema sobre el cual se presentan los resultados en este oficio. 



Para la revisión de los beneficios por sobrevivencia se consideró los siguientes artículos de la Ley 9544 los cuales establecen:



Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) 



Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial (…)



Además, el artículo 32 del Reglamento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se detalla: 



(…) Cuando se demuestre la dependencia económica, la Junta Administradora asignará el porcentaje de pensión, valorando las necesidades reales de la persona gestionante, con la finalidad de fijar un monto económico acorte a los gastos detallados en el informe socioeconómico (…)






Para llevar a cabo esta evaluación, se revisaron siete expedientes de sobrevivientes cuyo causante fue un exmagistado (a) y sobre los cuales se determinaron diferencias en cuanto a los elementos valorados para determinar la cuantía del beneficio. Además, se revisaron cuatro expedientes de sobrevivientes cuyo causante ocupó otro puesto en el Poder Judicial diferente al de magistrado(a). A continuación, se detallan los hallazgos determinados:



· En los casos de beneficios por sobrevivencia en que el causante fue un magistrado se aceptan gastos para el pago de estudios universitarios, crédito hipotecario, manutención, membresías hoteleras, marchamos y seguros de vehículos, para el disfrute de los hijos o nietos mayores de edad y profesionales que integran el grupo familiar. Además, se consideran gastos mensuales por medicamentos hasta por ₡700.000 a pesar de que el sobreviviente manifestó que no tiene un padecimiento y que nunca ha tomado medicamentos y por recreación por casi ¢2 500 000. Para cubrir los gastos mencionados, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (Junafo) aprobó el benefició máximo que le permite la Ley 9544, o sea un 80% del monto que recibía el causante.



· De los 7 beneficios aprobados a sobrevivientes cuyo causante corresponde a un exmagistrado se determinaron 4 casos en los cuales el monto concedido excede el tope establecido en el artículo 225[footnoteRef:2] de la Ley 9544. [2:  “Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial…”] 




· Para los casos en los cuales el causante ocupó un cargo en el Poder Judicial diferente al de magistrado, los gastos del grupo familiar se dividieron entre las personas del núcleo familiar para determinar la proporción que le corresponde al sobreviviente, para lo cual no se incluyen gastos de atención médica, transporte, ni vestido y en algunos casos la alimentación mensual es por ₡70 000. Para cubrir los gastos precitados, la Junafo aprobó beneficios que oscilan entre un 12% y un 42% del monto que recibía el causante.



Conforme los hallazgos expuestos, se evidencia que la Junafo no dispone de una metodología y/o procedimiento para uniformar la asignación de las pensiones por sobrevivencia, bajo principios de equidad, legalidad y viabilidad, que permitan cubrir las necesidades básicas de subsistencia, como alimentación, vivienda, cuidado de la salud y otros gastos esenciales para las personas mayores y garantizar la solvencia del Fondo en el largo plazo.








En el Anexo 1 se brinda con más detalle los hechos observados, requerimientos y plazo de atención. 



Atentamente,



[image: Nombre de la empresa

Descripción generada automáticamente con confianza baja]

Rocío Aguilar M.

Superintendente de Pensiones













Copia:	Oslean Mora Valdez, Director Ejecutivo a.i., direccion_junafo@poder-judicial.go.cr, omorava@poder-judicial.go.cr

Vanessa Mesén Arroyo, Encargada Función Cumplimiento, vmesen@poder-judicial.go.cr

Luis Abarca Padilla. Auditor Interno a.i., labarcap@poder-judicial.go.cr

Rodrigo Campos Hidalgo, Dirección Jurídica, rcamposh@Poder-Judicial.go.cr

Orlando Aguirre G, Presidente Corte Suprema de Justicia, despacho_pre@poder-judicial.go.cr 

Marta Acosta Z, Contralora General de la República, contraloria.general@cgrcr.go.cr 

[bookmark: _Hlk148024299]



Aprobado por: MASR








Anexo 1



[bookmark: _Toc296005591][bookmark: _Toc463275410]HECHOS OBSERVADOS Y REQUERIMIENTOS



		Hechos observados

		Riesgo Asociado

		Requerimientos



		1. Ausencia de un detalle de gastos en la circular N°DTSP-01-2022-STS que sirva de guía para la elaboración del informe socioeconómico por parte del Departamento de Trabajo Social. 



		Operacional y Legal

		1. Se solicita realizar un procedimiento y/o metodología para la elaboración de los estudios socioeconómicos, con el fin de estandarizar los elementos a evaluar, así como incluir un desglose detallado de los gastos considerados como válidos, para efectos de dicho estudio.   

Plazo de atención: 30 días hábiles.



		2. En la revisión de los estudios socioeconómicos para el otorgamiento de los beneficios por sobrevivencia se determinaron los siguientes hallazgos:



· El Dictamen socioeconómico Forense N° 22-000690-0741-TS incluye gastos mensuales como, por ejemplo: recreación y vacaciones por ¢2.457.933 y alimentación delivery por ¢413.715,04; gastos que se consideran desproporcionados y contrarios al objetivo de la seguridad social, en relación con el otorgamiento de un beneficio para una vida digna.



· El beneficio aprobado para la viuda, portadora de la cédula de identidad 202520909 fue de un 80% del monto que le correspondía al causante, sin embargo, en el Informe de Intervención No. 20-1145-735-TS no incluye el detalle de los gastos. El grupo familiar está compuesto por la hija, el yerno y 3 nietos mayores de edad sin discapacidad.



· El Dictamen Social N° 22-001330-0725-TS recomendó un 20% del monto que le correspondería al causante, para la viuda que conforma un hogar unipersonal, la cual reporto gastos por ¢1.228.061.49, sin embargo, la Junafo en la sesión N° 8-2020 del 16 de marzo de 2020 aprobó un porcentaje del 80% equivalente a ¢7.453.690 alegando, que la cuantía recomendada sería una “miseria de pensión” y que la Junafo debe mantener la calidad de vida de los sobrevivientes, antes del fallecimiento del causante.



· Los dictámenes N° 19-001626-0725-TS, 18-003679-0160-TS y 20-000141-725-TS incluyen gastos, como, por ejemplo: marchamos, seguros, alimentación, mantenimiento de un bien inmueble de uso recreativo, y señala que los gastos que son disfrutados por terceras personas (hijos mayores de edad y profesionales, así como los nietos). Por lo indicado, los informes recomiendan dividir los gastos entre los miembros del grupo familiar, sin embargo, la Junafo aprobó el porcentaje máximo, para cubrir el total de los gastos.



· En el dictamen social 19-001526-0735-TS se indica que la viuda portadora de la cédula de identidad 2-0156-0142 forma un hogar unipersonal y devenga gastos mensuales por ¢4.210.262. Sin embargo, en la sesión N° 08-2020 del 16 de marzo del 2020 la Junafo aprobó el benefició máximo, sin cuestionar el monto de los gastos, para solo una persona.



· En el dictamen N° 22-000921-0726-TS se recomienda dividir los gastos en forma proporcional entre el grupo familiar, para determinar la proporción de gastos que le corresponde a la viuda, por tanto, se asigna un beneficio del 12% del monto del causante, equivalente a ¢346,381. Sin embargo, esta práctica, no se aplicó en los dictámenes N° 19-001626-0725-TS, 18-003679-0160-TS, 20-000141-725-TS y No. 20-1145-735-TS a pesar de señalar que terceras personas se benefician de los gastos reportados en dicho dictamen.



· En el dictamen N° 22-000744-721-TS se detallan gastos que no concuerdan con la realidad económica del país, por ejemplo: incluye gastos mensuales en alimentación por ¢70 000 para el viudo, (persona de la tercera edad y con padecimientos), y no incluye gastos de atención médica, transporte ni vestido. Condición contraria a los gastos considerados en el dictamen N° 22-000690-0741-TS.



· Se identificaron 4 casos por sobrevivencia cuya cuantía exceden el tope del beneficio, según lo establecido en el artículo 225 de la Ley 9544.

		Operacional y Legal

		2.1 Establecer en el reglamento la inclusión de diversos criterios, que justifiquen la asignación de porcentajes diferentes en la asignación de los beneficios por sobrevivencia, siguiendo una escala progresiva, hasta alcanzar un máximo del 80% del monto del causante. Con la finalidad de eliminar la discrecionalidad evidenciada. Cuadro No.1.



2.2 Implementar un plan de comunicación dirigido a los afiliados y pensionados, con el objetivo de informar sobre los elementos necesarios que deben estar disponibles para el profesional en trabajo social, así como, divulgar el detalle de los gastos autorizados que formarán parte del estudio socioeconómico, necesario para el otorgamiento del beneficio por sobrevivencia.

Plazo de atención: 30 días hábiles.



3. Enviar la metodología utilizada para el otorgamiento de los beneficios por sobrevivencia mencionados. 



4. Remitir el Criterio legal sobre la interpretación del artículo 225 de la Ley 9544, en relación con los beneficios por sobrevivencia cuya cuantía exceden el tope establecido en dicha norma.

Plazo de atención: 15 días hábiles.





 















Cuadro No.1

Beneficios por sobrevivencia aprobados por la JUNAFO



		Puesto del Causante

		Número Cédula

beneficiario

		Monto pensión causante

		Monto pensión sobreviviente

		Porcentaje
 aprobado



		Magistrado

		106930522

		 ₡ 3 750 166,27 

		₡ 3 000 133,02 

		80%



		

		105250100

		 ₡ 5 285 812,92 

		₡ 4 228 650,34 

		80%



		

		201560142

		 ₡ 4 976 048,77 

		₡ 3 980 839,02 

		80%



		

		202520909

		 ₡ 8 461 633,18 

		*₡ 6 769 306,54 

		80%



		

		104071075

		 ₡ 9 253 863,49 

		*₡ 7 403 090,79 

		80%



		

		104670737

		₡ 9 317 113,64 

		*₡ 7 453 690,91 

		80%



		

		104470021

		 ₡ 7 837 797,05 

		*₡ 6 270 237,64 

		80%



		Otro cargo en el Poder Judicial

		105010405

		 ₡ 2 886 516,02 

		₡    346 381,92 

		12%



		

		104620477

		 ₡ 1 209 948,00 

		₡    241 989,60 

		20%



		

		103390408

		 ₡    644 704,24 

		₡    268 196,96 

		42%



		

		105090358

		 ₡ 2 617 334,36 

		₡ 1 256 320,49 

		48%





*El Monto del beneficio excede el tope establecido en el artículo 225 de la Ley 9544, el cual corresponde a ¢4 338 000. (El salario más bajo del Poder Judicial ¢433 800 por diez veces)





Uso Interno
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